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Resumen
Esta tesis elaborada para optar al título de Magíster en Ciencia Política, pretende abordar los principales cambios en el instrumental jurídico venezolano desde el año de 1989 hasta 1999, como consecuencia directa del proceso de globalización aunado al hecho de que se trata de una coyuntura histórica que ha pesar de tener sus orígenes en el ámbito económico se ha extendido a todos los niveles y de manera especial en el orden político.

La globalización es un fenómeno de antigua data en la historia de la humanidad pero el auge de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, el impulso renovado a la apertura de los intercambios comerciales entre las naciones, son acontecimientos históricos que se han acelerado en los últimos tiempos y que han contribuido a fortalecer este proceso en el que se ve involucrada la humanidad entera, a pesar de que se muestre ajena a él.


El “mundo global” exige una serie de transformaciones en los Estados, quedando en el pasado las tendencias nacionalistas e individualistas, pareciera que las fronteras han desaparecido y con ellas las separaciones de la política nacional y la política internacional. En el mundo globalizado lo que concentra la atención de las grandes potencias es la de expandir sus mercados comerciales y ofrecer productos de una mayor competitividad al tiempo que los países en vías de desarrollo se encuentran deslumbrados ante las maravillas de la economía liberal.


En el Capítulo I de este trabajo de investigación se presenta la Globalización desde dos ópticas o perspectivas para Venezuela: La visión de los optimistas, que este proceso ha traído ventajas múltiples para nuestro país porque el mismo ha impulsado la democratización del capital, como consecuencia de las privatizaciones y la expansión del comercio, atribuible a la celebración de acuerdos internacionales de integración económica, y, por otra parte la visión de los pesimistas que nos presentan un panorama de dudas e incertidumbre sobre las bondades de la globalización, fundamentalmente porque el proceso involucra la pérdida de la soberanía nacional y en cierta forma del valor por la cultura propia de las naciones.


Sin embargo, fuera de las ópticas o perspectivas optimistas y pesimistas, la globalización es un fenómeno ineludible y a pesar de que los Estados fortalezcan sus estructuras internas sólo lograrían aislarse y mantenerse al margen de los progresos de la modernidad.


En el Capítulo II se hace mención a lo que considero como expresiones del proceso de globalización en Venezuela, porque nuestro país en el período 1989- 1999 experimentó grandes cambios el la conducción del modelo rentista de la economía, en el fortalecimiento de los procesos de regionalización y descentralización y en la celebración de acuerdos internacionales para sustentar las bases de la integración regional. Durante este período se agudiza la pérdida de soberanía del Estado venezolano sobre las industrias básicas y fundamentalmente la crisis del modelo rentista lo que acarreó en ese momento histórico desequilibrios desde el punto de vista económico, político y social que todavía se lamentan por los venezolanos.

Con relación a las repercusiones del proceso de globalización en el modelo rentista venezolano, se debe señalar que en Venezuela, había mantenido un modelo económico que se sustentaba fundamentalmente en la monoproducción petrolera porque los recursos públicos casi en un 90%, pero las dificultades económicas de la década de los ochenta condujo al estallido de una crisis que no ha podido superarse. 

Otro de los aspectos de interés era el de la descentralización y la regionalización, si bien es cierto que ambas tendencias se nos muestran contrastantes con el proceso de globalización, las mismas lo complementan y forman parte del mismo.

Con respecto al auge de los procesos de integración, es menester decir que la globalización ha motivado la celebración de acuerdos internacionales con la finalidad de favorecer la liberalización del comercio. Venezuela, ha intervenido en esta iniciativa a nivel regional suscribiendo tratados y acuerdos con el resto de Latinoamérica.

En el Capítulo III se hace un análisis de los instrumentos jurídicos promulgados que se consideraron de mayor relevancia como consecuencia del proceso de globalización en los cuales destacan: a) El marco jurídico de las asociaciones estratégicas en el sector petrolero y el de las privatizaciones, b) Las leyes sociales y, c) Las leyes penales. El legislador patrio en la redacción de estos instrumentos legales flexibilizó su concepción del nacionalismo y el  excesivo carácter proteccionista en la legislación social pero incorporó aspectos de vanguardia previstos en los tratados y acuerdos internacionales en materia de derechos humanos y calidad de vida que nunca antes habían sido consagrados en el orden legal.

A pesar de las iniciativas y de las propuestas legislativas Venezuela para 1999 vivía una situación crítica para lo cual era preciso transformar el marco institucional dentro del cual los diferentes actores políticos, económicos, y sociales se desenvuelven y toman sus decisiones.

 En el Capítulo IV se hacen breves referencias al Proceso Constituyente, liderizado por Hugo Chávez Frías y por el nuevo movimiento partidista V República, que surge con la finalidad de neutralizar el alto grado de concentración del poder por los partidos tradicionales y poner fin a la generación de corruptelas, compadrazgos y clientelismo, que habían deteriorado el desarrollo democrático de la vida nacional.

El Poder Constituyente como manifestación de la ilegitimidad de las instituciones políticas y jurídicas, nace entonces del propio seno del pueblo con fuerza legítima indetenible, capaz de impulsar la transformación de ese marco institucional. Le correspondería a la Asamblea Nacional Constituyente, ser la instancia político- jurídica que originará un nuevo marco institucional para la refundación de la República, la reestructuración del Estado  y el establecimiento de un nuevo consenso político y social.
INTRODUCCIÓN


La globalización es una coyuntura histórica que ha pesar de tener sus orígenes en el ámbito económico se ha extendido a todos los niveles y de manera especial en el  orden político. El capitalismo ha determinado los cambios de las sociedades marcados por la necesidad de supeditar su soberanía para participar de los beneficios de los mercados libres.

La expansión de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, el impulso renovado a la apertura de los intercambios comerciales entre las naciones, son datos que parecerían confirmar que la globalización del planeta, el paso de las escalas nacionales y regionales a la escala global es un fenómeno de reciente data, sin embargo, los autores señalan que no es así, porque la internacionalización se ha dado desde la antigüedad.


El “mundo global” exige una serie de transformaciones en los Estados, quedando en el pasado las tendencias nacionalistas e individualistas, pareciera que las fronteras han desaparecido y con ellas las separaciones de la política nacional y la política internacional.


La vieja separación entre una política nacional y otra política internacional progresivamente ha desaparecido y no hay conflictos entre los Estados que aceptan las imposiciones de los organismos multilaterales con relación a las políticas de expansión de la economía.  La globalización coexiste, con el peso decisivo de la cultura, de los mercados y los recursos propios. La articulación de esta dimensión endógena de la realidad con su contexto externo determina el desarrollo o el atraso de los países. 


La globalización a suscitado apasionadas polémicas en el ámbito mundial en virtud de que en las últimas décadas se ha vinculado aún más a la realidad interna de las naciones en su contexto externo. La expansión del comercio, las operaciones trasnacionales de las empresas, la integración de las plazas financieras en un gran mercado de alcance mundial y el amplio desarrollo de la información ha estrechado los vínculos entre los países.


Para Venezuela, el proceso de globalización ha traído grandes repercusiones que han sido vistas desde dos ópticas o perspectivas: la visión de los optimistas, que consideran que las ventajas para nuestro país son múltiples, porque el mismo ha impulsado la democratización del capital, como consecuencia de las privatizaciones y la expansión del comercio, atribuible a la celebración de acuerdos internacionales de integración económica. Por otra parte la visión de los pesimistas nos conduce a un panorama de dudas e incertidumbre sobre las bondades de la globalización, en razón de que el proceso involucra la pérdida dela soberanía nacional y en cierta forma del valor por la cultura propia de las sociedades.


Sin embargo, fuera de las ópticas o perspectivas optimistas y pesimistas, la globalización es un fenómeno ineludible y a pesar de que los Estados fortalezcan sus estructuras internas sólo lograrían aislarse y mantenerse al margen de los progresos económicos.


Venezuela ha experimentado grandes cambios con el proceso de globalización como la pérdida de soberanía en las industrias básicas y fundamentalmente la crisis del modelo rentista lo que ha traído como consecuencia grandes desequilibrios  desde el punto de vista económico, político y social.

Capítulo I: Referencias de la Globalización


El fenómeno de la globalización no es reciente. Los estudiosos del tema lo consideran un proceso y lo periodizan de muy diversas formas; algunos remontan sus orígenes a la expansión del capitalismo mundial (a finales del siglo XV y comienzos del  XVI), otros lo acercan en el tiempo para situarlo en el siglo XIX, con el avance del colonialismo, fundamentalmente europeo occidental, en África y Asia, y vinculado al “salto cualitativo” que significó el proceso de industrialización, motorizado a partir de aquellos Estados más desarrollados científica y tecnológicamente (Ferrer, 2000: p. 11). No obstante, la gran mayoría de los autores coinciden que es a partir de los últimos veinticinco años que el término globalización se comenzó a aplicar para describir “la creación de un mercado mundial en el que circulan libremente los capitales financieros, comercial y productivo” (Arriola, 1996,p.13), es decir, un proceso predominantemente económico, que se articularía “en torno a una reestructuración productiva a escala mundial” (Serbin, 1999). (EXTENSIBLE).

La otra coincidencia generalizada es que la aceleración de dichos procesos se produce desde el momento en que se observa un constante aumento de las transacciones y flujos comerciales entre aquellos países empeñados en establecer acuerdos de cooperación económica regional (Kaldone, 1999: pp. 47-48), destacándose el esquema adoptado por los europeos con su CEE, refrendada con la firma del Tratado de Maastrich en 1991. Dicho esquema, a grandes rasgos, planteó una amplia apertura, con la consecuente eliminación de aranceles y trabas comerciales en función de conformar un mercado regional unificado, incluso, con una moneda común que agilizara los intercambios del bloque, el euro, que entraría en vigencia a partir del 1 de enero de 1999, siendo la primera vez en la historia que una unificación monetaria precedería a una  política (Neira, 1999: p.8-C).

 Otros acuerdos integracionistas conformaron importantes bloques económicos en Asia, Oceanía y en América, sin embargo, la aceleración del intercambio internacional y la competencia ha generado también la inversión de grandes empresas, así como la aparición de  las llamadas “alianzas estratégicas” entre gigantescos consorcios con la intención de controlar  mercados, hasta el punto de estimarse que las 200 corporaciones más grandes tienen manejos en cerca del 25% de las actividades económicas mundiales (Canache, 1997).

 Importantes  procesos productivos se llevan a cabo en el ámbito de las corporaciones y redes globales, modalidad de organización industrial que se basa en un enfoque mucho más fragmentado y descentralizado de los negocios, permitido a las empresas ubicar cada una de sus operaciones en aquellos lugares del globo que más ventajas competitivas les ofrezcan. La economía mundial llena el presente de oportunidades y amenazas: por el lado de las grandes corporaciones la posibilidad de incursionar en mercados atractivos; por otro, el de las pequeñas empresas domésticas, el incremento de la competencia interna, con la llegada de rivales foráneos que han provocado la quiebra definitiva de muchas de ellas o la modernización, reubicación y reorganización de otras.  


Considerado por muchos como un proceso inevitable, la globalización ha traído como resultado que las fronteras se hayan vuelto permeables en la medida en que el flujo de bienes, servicios y capitales ha ido en aumento mucho más aceleradamente que la producción, ejerciendo una fuerte presión sobre los Estados. Según Paul Kennedy, la ampliación y proliferación de mercados regionales, así como la interconexión entre estos, nos presenta un panorama en el cual el Estado-Nación tiende a perder su papel protagónico en la escena nacional e internacional (Kennedy, 1993: p.168); y James Rosenau, menos radical, afirma:

Esto no quiere decir, sin embargo, que el Estado-nación este en camino de su completa caducidad. A pesar de la socavación de sus fronteras y capacidades en décadas recientes, los Estados continúan siendo los actores principales en el escenario global. Hacer énfasis en que ya no son los únicos actores principales no significa descartar su importancia ni implica que el advenimiento de otros actores principales haya relegado a los Estados a roles secundarios, alejados del centro de la política mundial. Muchos Estados todavía cumplen funciones cruciales, mediante las cuales se mejoran, se conservan o de otra manera se satisfacen las necesidades colectivas de las sociedades, en presencia de los numerosos retos que plantea un mundo cada vez más independiente. Para bien o para mal, todos los Estados el débil y el fuerte, el nuevo y el viejo_ toman en cuenta las aspiraciones de muchos ciudadanos en cuanto a políticas concertadas que sirvan para proteger su bienestar colectivo y su seguridad física. Para bien o para mal, todos proveen un medio colectivo para procurar los recursos y la legitimidad en el mundo más allá de sus fronteras. Para bien o para mal, (y en mayor o menor grado) todos los Estados poseen  jurisdicción   sobre los instrumentos de coacción y sobre el derecho de usarlos(...) Las competencias de sus líderes son más limitadas que en el pasado, pero todavía tienen libertad de acción para conducir sus asuntos. (Rosenau, 1995: pp. 24-25)
“Libertad de acción” bajo un ordenamiento jurídico internacional que muchas veces colisionan con los  instrumentos legales de Estados-naciones históricamente constituidos y que exhiben comportamientos diferentes ante el hecho de la globalización. El historiador  Pedro Castro dice que, independientemente de la forma histórica que adquiera el Estado-nación, éste seguirá estableciendo:   

... un determinado orden en un determinado territorio, que es la garantía del conjunto de relaciones sociales y de procesos culturales, que se cumplen en su interior. Este orden es admitido por el conjunto de la población sobre la base de un conjunto de normas donde el orden constitucional  legal ocupa el centro de la legalidad estatal y constituye la base de la centralidad del poder del Estado y del conjunto de relaciones que de él dependen. De la eficacia y eficiencia con que se cumplan estos postulados depende la existencia del Estado-nación mismo, y en esto la ley es un elemento constitutivo central en garantizar la urdiembre social de la cual depende el nacionalismo contemporáneo (Castro, 2000: p. 262).

Lo dicho por Castro nos conduce entonces a otro de los protagonistas de la escena del mundo globalizado, las organizaciones internacionales y su papel jurídico-político en el nuevo ordenamiento que rigen las macro relaciones entre los Estados y los más variados campos de las relaciones humanas. Esta presencia, cada vez más intensa, de las Organizaciones internacionales en la escena mundial está repercutiendo también y de manera considerable en los procedimientos de formación del Derecho internacional, bien directamente, al incorporar nuevas técnicas centralizadas e institucionalizadas de creación de normas internacionales, bien indirectamente, al influir en los procedimientos tradicionales de elaboración del Derecho internacional; la costumbre y el tratado. Sin embargo, especialistas en Derecho Internacional Público, como Manuel Diez de Velasco, advierten: 

...no todas las relaciones económicas internacionales son reguladas por el Derecho Internacional Público; y que las que sí lo son, también constituyen el objeto de otras disciplinas jurídicas. Así, en la regulación de las relaciones económicas internacionales confluyen el Derecho Internacional Público, el Derecho Internacional Privado y el Derecho Internacional de los Estados (Derecho mercantil, derecho administrativo...); junto a ello, también hay que indicar que gran parte de las transacciones económicas internacionales se rigen por los usos establecidos por los propios operadores económicos-empresas y entidades de carácter privado- que establecen sus propias reglas de comportamiento, al margen de la regulación jurídica estatal o internacional. Es el denominado ius mercatorium. (Diez, 1999: p. 586).

De acuerdo con lo anterior quedaría un amplio espectro no afectado por la legislación internacional globalizante, al menos por  ahora. Pero, ya nadie niega que en su vertiente económica básica y al lado de los bloques regionales, las grandes corporaciones capitalistas y aquellos  Estados-naciones de gran poderío, los nuevos actores dentro de la globalización son las grandes instituciones supranacionales de la economía actual, como el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional y la Organización Mundial de Comercio (Castro, 2000: p. 96). Estos  organismos son hoy día determinantes  en las decisiones político-jurídicas y económicas de los Estados,  de injerencia decisiva  en los mercados y en las transacciones a escala planetaria. 

Esta aprehensión de las relaciones económicas como un fenómeno de alcance mundial, encuentra su expresión jurídica en la Conferencia Económica y Financiera de las Naciones Unidas celebradas en Breton Woods en 1994, con la creación del Banco Mundial (BIRD) y el Fondo Monetario Internacional (FMI), y en la adopción posterior en 1947 del Acuerdo General sobre Aranceles y Comercio (GATT); así como en la propia carta de la Organización de las Naciones Unidas, uno de cuyos propósitos se refiere a la solución de problemas internacionales de carácter económico. Se abren, pues, en esta época dos líneas de actuaciones diferentes: una dirigida a la organización multilateral de la economía (producción e intercambio de bienes y servicios); y otra dirigida a promover la solución de los problemas económicos de alcance internacional. (Diez, 1999: p.588).

De cualquier forma es un hecho  que la globalización de la economía mundial ha  influido de manera determinante en la modernización o adaptación de los sistemas jurídicos del mosaico político administrativo en que se divide el planeta, y que siguen trastocando el orden que garantizaba el conjunto de relaciones tejidas al interior de los Estados, especialmente  aquellos donde las “ventajas competitivas” eran menores y los procesos productivos exhibían retardos. Los organismos económicos internacionales nacidos tras la segunda Guerra Mundial, estarían destinados a regular las relaciones comerciales, las relaciones monetarias y la cooperación para el desarrollo, en el mundo de las nuevas relaciones económicas internacionales que vendrían. Así, el Banco Mundial se establecería en 1945 para asistir en la rehabilitación de post-guerra, el  fomento del desarrollo económico y para facilitar la inversión de capitales en fines productivos. Los prestatarios podían ser los gobiernos miembros, incluso sus subdivisiones políticas y empresas particulares dentro de sus territorios. El FMI, hermano de parto del anterior, se creó con el propósito de fomentar la  cooperación monetaria internacional y la estabilidad de cambio de moneda. El GATT aparecería poco más tarde en 1948 con la misión de unificar el código de conducta común en  el comercio internacional y tras diversas Rondas de discusiones daría paso a la Organización Mundial de Comercio (OMC).

La articulación actual del sistema jurídico de la OMC está fundamentalmente dirigida a  eliminar toda clase de proteccionismo y una amplia variedad de obstáculos al comercio de mercancías y servicios, así como los efectos negativos de estos.   Es más, la evolución del sistema jurídico del GATT hasta desembocar en el actual sistema de la OMC es, en buena medida, expresión de la necesidad de adecuación de las reglas jurídicas internacionales a la evolución de los instrumentos proteccionistas empleados por los Estados. Una última evolución tiende a abandonar los instrumentos del proteccionismo clásico, basado en los derechos de aduana y en las restricciones cuantitativas y, a desarrollar un neo-proteccionismo multiforme, nutrido por sofisticados obstáculos no arancelarios, difíciles de detectar y con efectos proteccionistas elevados pero que no resultan fáciles de cuantificar. A propósito del “proteccionismo clásico” Manuel Diez de Velazco dice que en diversos preceptos del GATT de 1994 , así como de otros acuerdos del sistema jurídico de la  OMC, se reconoce el principio de la soberanía económica de los Estados miembros para regular en su territorio la producción y comercialización de mercancías y servicios, pero:

La cláusula de la nación más favorecida y el principio del trato nacional impiden que los Estados utilicen dicha competencia de forma discriminatoria. Sin embargo, la adopción de reglamentaciones neutras y no proteccionistas, relativas a la producción y comercialización de mercancías y servicios, genera, también, importantes obstáculos al comercio internacional. El apartado 4 del artículo XIV del acuerdo O.M.C. impone a los Estados miembros la obligación de modificar sus normas internas incompatibles con las disposiciones del sistema jurídico de la O.M.C., que pretende garantizar, así, su primacía. (Diez, 1999: p. 612)


Esta primacía de normas está a la caza de obstáculos proteccionistas esgrimidos por los Estados e incluso generados en actos de carácter privado (de empresas o de agentes económicos).  En esa categoría se incluyen las prácticas restrictivas de la competencia, tales como el abuso de posición dominante, los acuerdos anticompetitivos o las concentraciones de empresas. A diferencia de los anteriores, existen también otros obstáculos de carácter público, que tienen su origen en la actuación de las autoridades estatales en ejército de sus competencias iure imperi. (Diez, 1999: pp. 606-607). Entre los obstáculos públicos se encuentran las aduanas,  como expresión económica de la frontera estatal, que tienen entre sus principales funciones el control, entre otras cosas, del movimiento de mercancías que entren y salen al territorio aduanero del Estado. Este control  permite a los Estados influir sobre los flujos de importación o exportación de mercancías en su territorio mediante diversos instrumentos de protección comercial, que se denominan genéricamente “obstáculos arancelarios”. Además de éstos últimos, existen multitudes de obstáculos no arancelarios entre la que se señalan:  las restricciones “cuantitativas” o “contingentes”, que constituyen una limitación de la calidad de productos que pueden ser importados en el territorio de un Estado;  los “obstáculos técnicos” resultantes de las divergencias entre las reglamentaciones nacionales de los Estados relativas a la comercialización y a la producción de las mercancías; “las medidas de defensa comercial” adoptadas por los Estados para defenderse contra importaciones desleales, o bien contra importaciones lícitas; y las “formalidades aduaneras”, que  constituyen las diferentes operaciones de naturaleza aduanera a las que pueden someterse las mercancías en el momento de su importación (Diez, 1999: p.607).

Otros indicios de la primacía mundial del sistema jurídico de la OMC han comenzado a observarse en los últimos años. Varios asuntos representativos de lo que se consideran obstáculos al comercio mundial se han ventilado en el seno de esta organización, con resultado desfavorable a los Estados que han esgrimido medidas denunciadas como proteccionistas. Por ejemplo, los gobiernos tienen derecho a usar restricciones de comercio contra importaciones sobre las cuales existen objeciones de salud científicamente establecidas, pero no pueden limitar importaciones respondiendo inquietudes sociales o ambientales suscitadas por los medios de producción. Este enfoque evolucionó a partir de un fallo de 1991, en donde una comisión de la OMC revocó la prohibición estadounidense de importar atún de países cuyas flotas pesqueras usaban redes  que ocasionaban serios daños a los ecosistemas marinos. Kevin Watkins dice que: 

...hasta el ciego más fanático del comercio admitiría en privado que los precios internacionales del mercado no reflejan los costos de las talas de bosques, contaminación de vías hídricas, erosión de suelos, y pesca excesiva. Pero a diferencia de otras áreas del comercio mundial, donde la venta de productos a precios artificialmente bajos está prohibido el “dumping ecológico”, o la venta de productos a precios por debajo de los costos reales de producción, es celebrado como una virtud del mercado. No se puede vender un televisor a un precio inferior al costo de producción, pero se puede exportar de Indonesia asientos de caoba para poceta a precios que no tienen ninguna relación con las subsistentes pérdidas, erosión de suelos, o pérdida de especies. (Watkins, 1997: 3)

Esta situación evidencia que las medidas adoptadas por los Estados para proteger el medio ambiente influyen, también, en las relaciones comerciales internacionales, e inciden frecuentemente en las condiciones de producción y en el coste de las mercancías (Diez, 1999: p. 611). Pero, la realidad es que muchos  gobiernos del Tercer Mundo presentes en la OMC consideran cualquier tipo de regulación social y ambiental de comercio _intentada por cualquier Estados desarrollado receptáculo de sus exportaciones_ como una amenaza proteccionista a sus intereses comerciales. Eventualmente la OMC podría prohibir programas voluntarios de certificación realizados por grupos de fomento y ecológicos. Países como Indonesia, Malasia y Brasil también han amenazado recurrir a este organismo si los países industrializados intentan restringir importaciones de madera talada de forma no sustentable.

Algunos países del mundo industrializado tienen problemas para esgrimir medidas proteccionistas de tipo sanitaria incluso contra sus similares. Las compañías también pueden demandar ante la misma organización a otros Estados  miembros; de hecho, Ciba Geigy, un gran consorcio químico-farmacéutico, ha amenazado disputar en la OMC la negativa de la Unión Europea de introducir en su mercado una variedad de maíz genéticamente alterado. Derivados de una bacteria del suelo, los genes en cuestión nunca han formado parte de la cadena alimenticia humana (Watkins, 1997: p. 3). Sin embargo, la OMC no reconoce la prevención como razón legítima para restringir importaciones. El sistema jurídico de la OMC tiene como objetivo básico instaurar un régimen de comercio internacional de carácter multilateral libre de obstáculos y de discriminación y del que deriven ventajas recíprocas para todos los Estados. La máxima free trade, fair trade (comercio libre, comercio limpio o no falseado) pretende reflejar este objetivo político y económico.
I-A.- Propuestas, enfoques o perspectivas de la globalización:

Dentro del ámbito descrito anteriormente, encontramos entonces que unos marcos 

jurídicos bien delineados y en consonancia con las normas de la OMC, son de vital importancia en el macro-ambiente de las “ventajas competitivas” que normalmente se ofrecen, y muchos los califican de indispensables para el desarrollo óptimo de los procesos económicos en la actualidad, junto a condiciones políticas estables (instituciones y liderazgos sólidos), indicadores macroeconómicos positivos y a una relativa  “paz social”, por citar las más comentadas. Debido a esto al interior de los Estados con problemas el debate continúa: las crisis económicas están lejos de superarse hasta para los más optimistas, muchos  conflictos sociales se han  agudizado y otro tanto ocurre con la estabilidad política de los gobiernos,  poniendo en duda el proceso de unificación jurídica motorizado desde la OMC como uno de los puntales de la globalización. 

En Latinoamérica, desde finales de los ochenta, la mayoría de los países presentaban notables problemas estructurales que intentarían resolverse mediante la introducción de reformas, entre otras cosas, tendientes a la modernización del Estado para ponerla a tono con los procesos productivos, orientados cada vez más a cumplir las exigencias de los mercados globales y de la fuerte competencia externa. Desde los organismos económicos multilaterales se propondrían numerosos “planes de ajustes” a aquellos países latinoamericanos que buscaban estabilizar sus cifras macroeconómicas y  que requerían de los financiamientos necesarios para enfrentar las crisis y recesiones económicas que se sucedían sin cesar. Los planes que contemplaban la eliminación de subsidios,  recortes presupuestarios, la reducción del gasto público, del tamaño del Estado, etc.,  fueron fuertemente resentidos por amplios sectores de la población: algunos vieron los ajustes como “recetarios” impuestos desde el extranjero, mientras que otros lo apreciaban  como medidas necesarias ante el avance del proceso de globalización de la economía mundial. 

I.-A.1.- La visión de los optimistas:

El debate acerca del de las ventajas o desventajas del proceso de globalización continúan generando diversas opiniones. Para empezar tenemos que los principales defensores del proceso son los economistas generalmente catalogados de neoliberales, quienes argumentan que la globalización ha impulsado una verdadera  “democratización del capital”, al referirse especialmente a las privatizaciones características de este fenómeno y puntal de las propuestas de ajustes de los multilaterales. Con las privatizaciones las empresas que antes pertenecían al sector público pasaron a manos privadas, buscando eliminar lo que se consideran incentivos “perversos” de la propiedad estatal. La privatización supone que los accionistas privados actúan “como reguladores eficientes de las decisiones gerenciales de las  empresas”, en tanto que  pueden evaluar si tales decisiones conducen o no a elevar el valor de sus acciones en el mercado, lo cual podría asegurar una asignación óptima de recursos (Gómez, 1997: pp. 19-24).

 En consonancia con las macro-regulaciones de la OMC, mucho seguidores entusiastas de la globalización económica piensan que el papel del  Estado debe limitarse a regular la concentración de poder en el mercado y generar efectos indirectos, especialmente aquellos destinados a aclarar la normativa jurídica para propiciar la democratización del capital por efecto de las privatizaciones _para insistir con la figura emblemática del esquema de ajuste propuesto por los organismos multilaterales y, por extensión, del proceso de globalización en su vertiente económica, además de crear la infraestructura que hiciera atractiva las inversiones y proveer bienes y servicios que el mercado no pudiese producir. 

El “paternalismo estatal” debía concluir también en el ámbito de los sistemas de seguridad social, cuyos marcos reguladores debían facilitar la modernización y privatización de los servicios  o al menos permitir la figura mixta en la administración de éstos (público-privado), para así aliviar un poco la carga del Estado. La seguridad social, “mal  administrada por Estado”, dicen,  se enfoca como una “dádiva” que  entorpece la creación de una “verdadera cultura de seguridad social” _considerada como base para la modernización de programas e instituciones prestatarias de servicios de salud, pensiones y desempleo  participación (Febres, 2000: p 189), insistiéndose en que la privatización y modernización de los  servicios sociales generan efectos  indirectos sobre el mercado de capitales, el incremento del ahorro interno -por ende de la capacidad de inversión- y la difusión de la capacidad accionaria, como bondades que pueden leerse como externalidades positivas del proceso. (Gómez, 1997: pp. 19-24)

 El hecho comprobable en nuestros días, es que las economías latinoamericanas han reaccionado de manera diferente, lo que ha avivado el debate en torno al proceso de globalización económica. Unos exhiben el modelo seguido por Chile como ejemplo positivo del aprovechamiento de los efectos de la globalización, ya que este país muestra sólidos indicadores macroeconómicos y se apresta para firmar acuerdos de libre comercio con la Unión Europea y el TLC norteamericano que le auguran buenos negocios en el futuro; Chile había iniciado desde finales de los ochenta y comienzo de los noventa una amplia política que incluyeron privatizaciones de empresas mineras, las telecomunicaciones y los servicios sociales, incentivos aduaneros y fiscales para  inversionistas, exportadores e importadores, eliminación de subsidios y un aparato jurídico optimizado para la ocasión por los técnicos y economistas de la dictadura del general Augusto Pinochet.  Mientras, su vecino, Argentina, se debate en una honda crisis que muchos achacan al proceso de globalización.

A finales de los ochenta, Argentina enfrentaba  una inflación anual del 5000% y un legado de décadas de poca inversión en infraestructura y escasa capacidad productiva, cuando se registró el ascenso de Carlos Menem a la presidencia de ese país. El equipo de Menem optó por un tratamiento drástico. Vincularon el peso argentino al dólar estadounidense, lo cual exigiría tener reservas de dólares por cada peso argentino que circulara en el país. Además, eliminaron las restricciones sobre el comercio y las inversiones que originalmente estaban destinadas a fomentar a la industria local, pero que en su lugar habían terminado por crear productos argentinos caros y de baja calidad. También comenzaron a vender USA $ 30.000 millones en activos del Estado, desde la empresa telefónica (ENTEL) hasta la aerolínea estatal, con el fin de atraer el capital y la tecnología necesaria para modernizar la economía. Analistas como Jonathan Friedland, redactor del Wall Street Journal, dicen que al principio los argentinos se concentraron en los aspectos positivos de la revolución de Menem: el recorte de la inflación, que se había convertido en un impuesto que castigaba a los pobres, y el surgimiento de bienes que antes no estaban disponibles; la convertibilidad del peso argentino y la liberalización comercial, que coloco en el mercado productos de alta calidad, provocaron en conjunto un carnaval consumista que transformaron a la Argentina en la “niña mimada” de los mercados emergentes, con ventajosos incentivos fiscales, una normativa jurídica clara y adaptada la dinámica del proceso de globalización y mostrando un crecimiento anual de más del 7%,  (Friedland, 1997). Luego vendría la crisis de la economía mexicana hacia finales de 1994 _cuando México devaluó su moneda_ lo que traería consecuencias desastrosas para la economía Argentina y a partir de entonces comenzaría a mostrar cifras contradictorias, dando espacio al discurso de los opositores de Menem y lugar para el análisis de los adversarios del proceso de globalización.

I.A.2.- La visión pesimista:

Si bien es cierto que a estas alturas todos coinciden en que la globalización en un fenómeno inevitable, muchos, siguiendo en el caso argentino, piensan que la apertura globalizadora de Menem en la práctica aumentó el desempleo en los sectores pobres como resultado de las privatizaciones y de la liberalización, ocasionando el cierre de miles de productores a pequeña y mediana escala y el que los nuevos proyectos de inversión requieran de mayor capital y menos trabajadores para producir más.  

La confianza acrítica en el mercado libre, un principio central de la globalización, se está viendo rápidamente erosionada en todos los rincones del planeta por lo que advierten “como políticas insensibles de las corporaciones y de los gobiernos que sirven solamente a los intereses de aquellas”. Estas  ejercen una enorme presión para rebajar los salarios y los beneficios sociales, especialmente en materia de salud y seguridad laboral, de la mayoría de los trabajadores de todo el mundo, además de perjudicar los niveles ambientales, en su afán de maximizar las ganancias (Sommer, 1996: 6-A).

Capítulo II: Las expresiones de globalización en Venezuela

La nueva configuración del mundo exige la reorganización del pensamiento de las sociedades. Indudablemente que la globalización es un hecho evidente que ha venido marcado por la tendencia a ampliar unidades de poder político y los mercados. En la medida en que la civilización y el poder político se extienden se inician los primeros pasos de la globalización y este fenómeno es el producto de un largo recorrido del ser humano sobre el planeta.

Las expresiones de globalización vienen dadas por factores de interconexión o de dependencia mutua y específica entre lo que es global y lo que es nacional y que permiten a su vez lograr comunicación directa con todos los seres humanos, colocándose esta relación por encima de las fronteras terrestres y superando los límites tradicionales del poder político.

Es importante señalar que la globalización no es una ideología, aunque pudiera entenderse que las concepciones que hacen gravitar la economía sobre la libertad de mercado reflejan de manera especial las tendencias de este proceso. 

En este Capítulo se analizarán las manifestaciones o expresiones de la globalización en Venezuela desde 1989 a 1999.

II-A.- Repercusiones de la globalización en el modelo rentista venezolano:  

Desde  el  punto  de  vista  de  las  relaciones  centro-periferia,  la  más importante consecuencia del nuevo régimen de acumulación capitalista fue el avance de los grandes monopolios hacia la conquista y explotación de las fuentes mundiales de las materias primas necesarias, (hidrocarburos, cobre, hierro, y otros minerales), así como de otros alimentos y materias primas agrícolas de demanda expansiva en  los países desarrollados (carne, bananos, azúcar, etc.). 


La economía venezolana ha mantenido su dependencia casi absoluta de la industria petrolera, siendo su principal mercado de exportación Estados Unidos y manteniendo una balanza de importación negativa. Una de las expresiones del proceso de globalización es la perturbación nacionalista iniciada con el proceso de apertura petrolera acaecido entre 1989 y 1993.


Este efecto transformador ha disminuido las tendencias nacionalistas, frente a los cambios violentos e inesperados en el mercado mundial y el proceso de Apertura Petrolera en Venezuela se relaciona con el proceso de expansión del capital a pesar de la inestabilidad del mercado mundial.  


En la década de los ochenta, se acrecientan las dificultades como consecuencia de la recesión económica interna que agravó el estallido de la crisis de la deuda externa en 1983; la sociedad venezolana comienza un proceso de profundo deterioro económico, político, social y cultural, que hasta 1999 no ha podido superarse.


Esta situación se acentúa durante la primera mitad de la década de los noventa, asociada con la puesta en marcha a partir de 1989 del programa de ajuste estructural de la economía interna venezolana. En esa oportunidad la Presidencia de la República estaba en manos de Carlos Andrés Pérez, que en esa oportunidad se presentaba como la mejor opción política; es así como comenta Castro (2000): “Carlos Andrés Pérez gana las elecciones presidenciales, por segunda vez, en diciembre de 1988, en medio de grandes esperanzas de cambios, de que pudiera el nuevo gobierno darle un vuelco a una situación de crisis que ya duraba 10 años”(p. 133). 

Se debe señalar que las expectativas con relación a Carlos Andrés Pérez venían condicionadas a lo que había sido su actuación durante su primer periodo de gobierno, marcado por una política populista de gran prosperidad como consecuencia de los altos ingresos petroleros. En este sentido expresan Viciano y Martínez (2001): 

“La reelección de Carlos Andrés Pérez en diciembre de1988 se produjo en un clímax de la acuciante crisis económica, pero el recuerdo de su gobierno durante la época de la Venezuela saudí provocó un ingenuo optimismo en un importante sector de la población, que veía todavía posible el  regreso de los dorados  años sesenta” (p. 51).


El gobierno del presidente Carlos Andrés Pérez, se iniciaba con la adopción de un programa de ajuste ortodoxo elaborado por el Fondo Monetario Internacional con el cual Venezuela se incorporaba al grupo de países de Latinoamérica que formaban parte de la reforma estructural denominada el “gran viraje”. Se debe señalar que si bien era cierto que este no era el único programa de ajuste implantado en Venezuela, si era el único que se ajustaba a las reglas de este organismo multilateral. El programa se integraba de variadas medidas económicas dirigidas a corregir los desequilibrios macroeconómicos en la balanza de pago y el déficit fiscal en los mercados monetarios y financieros:

Las políticas obedecían a los apremios reales de la economía venezolana producidos por los retrasos en la política cambiaria: sobreevaluación del bolívar; represión en el mercado financiero; controles de precios; pronunciado sesgo anti- exportador en el  comportamiento del sector industrial privado, con excesivo crecimiento de las importaciones; con creciente acumulación de los desequilibrios laborales y sociales (Castro, 2000, p. 134).


Como se deduce de la opinión de Castro las políticas estructurales afectarían aspectos sumamente importantes en nuestro país como la valoración de la moneda nacional, el funcionamiento del mercado financiero, del sistema de control de precios y de las políticas de importación.


Es de resaltar que el proceso de transformación inició la reforma comercial como fundamento de la apertura comercial, eliminando el régimen de cambio diferencial conocido como “RECADI”, para instaurar un régimen de flotación dirigida, se produjo la liberación de precios y el reajuste de las tarifas de todos los servicios de las empresas del Estado y el inicio del proceso de privatización. Este conjunto de medidas sin duda que ocasionarían en la población una serie de impactos a corto y mediano plazo.


Los efectos de largo plazo serían provocados básicamente a partir de: a) Las políticas de apertura del país a la comunidad internacional, lo que equivalía a una replanteamiento del problema de incorporación del país al mercado mundial de acuerdo con el  proceso de globalización, b) Todo ello inducía a una mayor expansión del mercado como principio de organización de la sociedad, con la finalidad de que las mismas fuerzas del mercado se encargaran de garantizar una más justa distribución de la riqueza.


Con estas medidas se afectaba negativamente el consenso básico de la sociedad venezolana acostumbrada a un Estado marcadamente interventor encargado de gestionar, promover y regular la actividad económica, con fundamento en los ingresos del petróleo, dicho en otras palabras, el modelo económico rentista al que estábamos acostumbrados experimentaba una dura crisis que le sería difícil superar. 

Dado el nivel de confusión que reinaba en la década de los noventa (especialmente entre 1994 y 1995), como resultado de la crisis financiera y falta de una política económica clara, la orientación básica del proceso de ajuste proveniente del Fondo Monetario Internacional se mantiene con la apertura externa y mayor importancia del mercado, aun cuando existieran contradicciones como el control de cambio y de precios implementados para responder a dificultades coyunturales de la crisis financiera, a falta de un programa económico que planteara abiertamente la continuidad del ajuste o que ofreciera una política alternativa.


En el corto y mediano plazo (1989- 1993) los ajustes implementados dieron lugar a una de las crisis económicas más profundas del siglo XX en nuestro país. El programa no desató el proceso de recesión pero la implementación de las políticas de  apertura si se profundizó con ellas; pues en esa oportunidad los acontecimientos económicos desencadenaron otros sucesos que favorecieron el estallido de la crisis financiera de enero de 1994. Al respecto,  afirma Castro (2000): 

La aplicación ortodoxa de la receta neoliberal del Fondo Monetario Internacional ha implicado un abatimiento severo de la economía, profundizando la crisis de los sectores productivos; ...del sector monetario y financiero, los desequilibrios laborales y sociales; agravó severamente el  cuadro de deslegitimación de la democracia dando lugar también a un aumento considerable y peligroso para las instituciones de ingobernabilidad de la sociedad venezolana, por un cuadro severo de descontento social y de inmediatismo en las reivindicaciones sociales..” (p. 136).


Era evidente que la aplicación de los programas neoliberales traería fuertes consecuencias en el  orden económico y social, que darían lugar a un clima de tensión con respecto a la concepción nacionalista venezolana. Venezuela forma parte de un entorno y la situación crítica que experimentaba era producto de factores externos producto de la globalización.


El ataque a las instituciones de Estado con el propósito de liberar las fuerzas de mercado produjo en el país un grave desorden institucional, social y cultural porque en la misma forma en que no fluyó automáticamente el mercado y el aparato del Estado se encontraba fuertemente deslegitimado, la sociedad venezolana se encontraba en un clima de ingobernabilidad que desencadenaría importantes consecuencias políticas. 


Realmente era difícil plantearse una perspectiva nacionalista para la interpretación del proceso de ajuste dado que sería necesario, además, que se asumiera una perspectiva histórica a largo plazo. El gran viraje se aplicó partiendo de una crítica acerca del negativo papel desempeñado en décadas anteriores por el Estado rentista e intervensionista manipulado al antojo de los partidos políticos, que solo se interesaron por turnarse el ejercicio del poder público, sin analizar verdaderamente los problemas estructurales necesarios para la implementación de este programa.


La puesta en marcha del gran viraje desde la perspectiva del neoliberalismo no podía arrojar otro resultado que la ejecución de un proceso de cambio marcado de riesgos e incertidumbres. El Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial, en su condición de organismos multilaterales catalizadores de la globalización de la economía, se han encargado de crear sociedades de mercado a partir de un mecanismo autoritario apoyado en una condicionalidad que exige a los países  aceptar  los programas de reestructuración socioeconómica, que terminan afectando globalmente a la nación.


La aplicación de este programa de ajuste comenzó a generar problemas económicos reales que se confrontaron con los problemas que implica toda reforma y la modernización de la economía y de la sociedad, debido a la confrontación de las fuerzas de atraso materializadas en un Estado populista que se oponían a las fuerzas modernizadoras contenidas en la liberación de las fuerzas de mercado.


El proceso de consolidación nacional en Venezuela ha sido muy accidentado, e incompleto porque no se ha logrado construir una sociedad industrial estable y viable a corto plazo, cuyos problemas tienden a agudizarse en las coyunturas en que se replantea el  fortalecimiento o debilidad del vínculo con el  mercado mundial.


Visto de esta manera el proceso desencadenado por el programa de ajuste se incorpora  a  la  corriente  de la historia de Venezuela como una cadena de vicisitudes 

por la construcción de la Estado- nación. 

El programa que se pone en funcionamiento a partir de 1989 afecta a la nación, en su estructura global, porque incide en el manejo de la economía en el corto y mediano plazo (lo cual incidió en la intensidad con que se manifestaban los procesos acumulación y movilización de los recursos productivos, de distribución geográfica de la actividad económica, incorporación de nuevas técnicas y de cambios de estructura en la distribución de ingresos), pero que también incidió en la dinámica del cambio estructural, específicamente en las políticas de ajustes en el marco del proceso de apertura que replantea la modificación del vínculo con el mercado mundial.


Como se puede apreciar, la globalización produce una serie de efectos sobre los sistemas que afecta a las naciones desarrolladas y a las subdesarrolladas, lo que no significa que se desenvuelvan en condiciones de igualdad en un sistema mundial libremente competido, sino que se manejan ciertos niveles o jerarquías, de allí que los países desarrollados tienen mayor posibilidad de protegerse de las perturbaciones internacionales dado que completaron su proceso de formación nacional con la industrialización. En tanto que para los países del tercer mundo es más difícil superar los efectos de la globalización porque se encuentran más indefensos frente a los  procesos que se desarrollan en el  mercado mundial.


El proceso de Apertura iniciado en la década de los noventa afectó directamente la soberanía nacional, y así lo ha hecho ver Castro (2000) al expresar que: “Los procesos de apertura profundizan la vulnerabilidad de los países a las perturbaciones provenientes del mercado mundial y actualizan galvanizando tensiones nacionalistas” (p. 149). Los procesos de apertura a los que los Estados son conducidos ponen de manifiesto la vulnerabilidad de su identidad y con ella la de su soberanía.

También, en el proceso de Apertura se dio paso a la flexibilización y desregulación de los mercados en el ámbito internacional. Los nuevos planteamientos dirigidos a encausar el proceso industrial venezolano para su incorporación al mercado mundial, bajo la línea de los ajustes neoliberales dictados por el Fondo Monetario Internacional adelantados por el Presidente Pérez, no terminaban de definirse con claridad, dado que los mecanismos de ajuste no garantizan la estabilidad del sistema mundial, por lo que el proceso de rearticulación con el mercado mundial era un proceso riesgoso e incierto.


Es muy importante señalar que si se analizan las causas de la crisis latinoamericana y la venezolana no existen puntos de divergencia: una industrialización que no se corresponde con la existencia de recursos naturales y humanos, la dependencia de la tecnología importada, la dependencia financiera externa, la precaria articulación entre industria y agricultura e insuficiente desarrollo de la industria de bienes intermedios y de capital, que generan una lata concentración del ingreso.


El proceso de Apertura acordado con fundamento a los lineamientos del Fondo Monetario Internacional obedecía a los intereses de los países desarrollados, sobre todo de los Estados Unidos. El mismo formaba parte del programa de ajuste uniforme y homogéneo, para todos los países que recurren a su auxilio para la reestructuración de las deudas ignorando las particularidades de cada nación. Según Castro (2000): 
El fondo del asunto es que los objetivos perseguidos por el FMI son los mismos en cada uno de los países con dificultades de deuda; y éste es, que las economías con problemas generen los ahorros suficientes para atender el servicio de su deuda externa, para lo cual los programas resultan altamente eficientes, al margen de que no resuelven ninguno de los problemas que los mantienen atrasados en la crisis global y la apertura externa indiscriminada (p. 176).


Los programas de ajuste del Fondo Monetario Internacional, se han aplicado en forma estandarizada a los países latinoamericanos y han sido de obligatorio cumplimiento para la negociación de la deuda externa y los mismos se basan en el  enfoque monetario de la balanza de pago, una de las herramientas del paradigma neoliberal. Este enfoque revela la intención de producir un cambio estructural cuyas consecuencias van más allá del ámbito económico, para afectar de manera profunda el cuerpo social de la nación, sin que dichas transformaciones se pongan de manifiesto abiertamente y ofrezcan la posibilidad de que las mismas sean discutidas democráticamente dando la oportunidad de decidir sobre la nueva reestructuración del poder.


Comenta Castro (2000) como características de este modelo las siguientes:

1. Considera como horizonte temporal el largo plazo.

2. La sustitución perfecta entre bienes con precios relativos constantes.

3. Los países están integrados a un sistema de mercado mundial eficiente, donde el  rendimiento  de  los  activos  como  el  precio  nominal  de  los  bienes,   se igualan a la ausencia de restricciones al comercio mundial.

La política monetaria contraccionista era indicada para apresurar el proceso natural de ajuste, pero esta política acarreaba consecuencias significativamente cualitativas, porque el mecanismo corrector operaría automáticamente sin la intervención del Estado. En el Convenio firmado con el Fondo, Venezuela le cede su soberanía con respecto al uso discrecional de las operaciones de crédito interno como en las políticas aplicables para alcanzar otros objetivos. El mecanismo automático operaría en mercado de libre concurrencia, donde se excluyera la acción distorsionada  del Estado.

La política de apertura estaba orientada a descalificar tanto la intervención del Estado, como el origen de perturbaciones en la economía, sino también lógicamente, la política  fiscal como mecanismo de ajuste. De donde, surge en énfasis en reducir al Estado a su mínima expresión como proveedor de seguridad, servicios administrativos restringidos al gobierno central y a ser el garante de la libertad de contrato.


El modelo justificaba la apertura unilateral externa, en la cual se asume la integración de Venezuela al mercado mundial del país en un mecanismo de regulación automática, para lo cual estaba dispuesto a aceptar las reglas del proceso.

La Carta de Intención es uno de los documentos más citados en Venezuela es la medida en que de él surge la política económica aplicable durante la época de crisis y el convenio firmado con el Fondo Monetario Internacional el 28 de febrero de 1989. En este documento se manifiesta la voluntad del Estado venezolano de someter su economía a políticas de ajuste como parte de las condiciones del organismo multilateral para hacer uso de la asistencia máxima, acceder a los tramos superiores de la cuota que corresponde al país, que éste otorga para lograr su mediación en el logro de acuerdos para la renegociación de la deuda externa.

Según la doctrina el programa se proponía eliminar las restricciones de importaciones para los productos de fabricación nacional; de las exoneraciones de derechos de importación; la disminución de la protección arancelaria a una tasa máxima de no más del 80%, al tiempo que sería reducidos el número de tasas arancelarias de más de 100 a un número no mayor del 8; de las cuotas de exportación, de los monopolios de importación concedidos a empresas públicas para sus bienes y en los venideros cuatro años las tasas arancelarias máximas serían disminuidas a no más del 20%.

Como parte de la reforma el Gobierno venezolano manifestó en esa oportunidad su intención de formar parte del Convenio General sobre Aranceles y Comercio (GATT).


El ajuste y las reformas comerciales y cambiarias, según el análisis de Castro (2000) devinieron en liberación de precios, con ciertas excepciones para que fuera el  mismo mercado el que los determinara y el Estado dispuso el aumento de los precios del petróleo, los cuales fueron fuertemente subsidiados en otras épocas. Esto contrataba con la política salarial prudente que se traducía en la congelación de los salarios para los funcionarios públicos, después de los ajustes logrados por los trabajadores del sector privado.

Con respecto a las empresas públicas, se dispuso un sistema de ajuste periódico de las tarifas de la mayoría de los servicios públicos y los precios en el mercado interno de la mayoría de los bienes producidos por estas empresas para la exportación.

La liberación de las tasas de interés y las políticas monetarias restrictivas se inició el  17 de febrero de 1989, a excepción de los intereses aplicables al sector agrícola y a la adquisición de viviendas hasta cierto monto. Según el Gobierno estas políticas se requerían para mantener la estabilidad en el mercado cambiario y reducir las presiones inflacionarias. Estas políticas dieron lugar al aumento de tarifas, de bienes y servicios del sector público; al incremento de la recaudación fiscal, a la implementación de impuestos al consumo y al incremento de ingresos por la reforma arancelaria y los impuestos petroleros.

En esa oportunidad se incluyó como parte del ajuste fiscal la privatización de empresas públicas, con el crecimiento proyectado de la base monetaria de 26% en 1989 y el mejoramiento programado de las reservas internacionales netas del Banco Central de Venezuela, estimadas en 400 millones de dólares, el aumento de los gastos internos netos de esta institución sería limitados a 4.300 millones de bolívares durante 1989. resalta Castro (2000) “El sometimiento de la política de crédito interno del gobierno a metas cuantitativas, expresa el criterio monetarista del neoliberalismo contemporáneo, de poner límites precisos a la intervención del Estado en la economía” (p. 193).

El programa de ajuste requería de un fuerte financiamiento que también aparecía regulado en la Carta de Intención suscrita entre Venezuela y el Fondo Monetario Internacional. Se esperaba que las dificultades económicas se superarían mediante nuevos préstamos provenientes de los organismos multilaterales y a través de acuerdos de financiamiento con la banca comercial internacional bajo la modalidad de nuevos préstamos, renegociación de la deuda vigente y otras opciones que permitiesen reducir la deuda comercial externa, como la recompra y conversión de deuda.

El financiamiento era indispensable para que, en teoría, se lograran los objetivos económicos propuestos; Venezuela necesitaba recursos y el Fondo Monetario Internacional se comprometía a prestárselos, con la condición de que se revisaran las condiciones de pago de la deuda externa. La actuación del Fondo Monetario Internacional ha sido y será determinante en la recuperación de las economías internas de los Estados, aunque eso signifique la pérdida de su soberanía. Según Castro (2000) la implementación de los ajustes económicos que se realizaron para 1989 pueden sintetizarse de la siguiente manera:

1. El  ajuste de los precios relativos se indujo con la eliminación de los controles existentes sobre los precios significativos de los diferentes mercados (bienes, servicios, financieros, cambiarios).

2. La política de apertura comercial como estrategia para el logro de cambios estructurales debía favorecer el cambio de los precios relativos y ser un mecanismo regulador en el control de la inflación.

Con relación al ajuste fiscal y monetario, a finales del gobierno del Presidente de la República Jaime Lusinchi y como consecuencia de la acción de gobierno de hacer crecer la economía vía la expansión del gasto público, en momentos en que era cada vez más notable el deterioro del mercado petrolero, se produjo un déficit del sector público de 8,6% del PIB, lo cual permitió una expansión de la oferta monetaria y tuvo reflejo en el saldo de la cuenta de la balanza de pagos y reportó un déficit de 5.809 millones de dólares.

La implementación del programa de ajuste se iniciaría con un proceso de severa contracción fiscal y monetaria. El enfoque monetarista del programa de estabilización, enfatizaba el control de la actividad fiscal y monetaria, prescribiendo la contracción de la demanda para corregir estos desequilibrios básicos de la economía. 

Contribuyeron al déficit fiscal el incremento de las exportaciones, la devaluación del tipo de cambio y los mayores ingresos de las empresas públicas no petroleras como resultado de la liberación de precios y tarifas.

Según afirma Castro (2000) esto tuvo un efecto “schock” en la economía venezolana que se manifestó con al caída del PIB en 8.3% con un impulso inflacionario de 84.4%, cifra record en el comportamiento alcista de los precios desde 1979. De la misma manera se contraería el PIB del sector industrial en 14.4%, la Inversión Bruta Fija (IBF), total en un 25.5% y la Inversión Neta Total (INT) cayó en el  69%.

Es de resaltar que la tasa de desempleo pasó de un 6.90% a 9.6%, mientras que la remuneración mensual real promedio por trabajador en el ámbito nacional paso de 3.052 a 2.561 Bolívares diarios, que se agregarían a 10 años de caída del salario nominal y del incremento del desempleo. 


No obstante la importancia del equilibrio fiscal para alcanzar el resto de los equilibrios propuestos en 1989 se produce una reforma tributaria. El  gobierno del Presidente insistirá en las deficiencias de los gobiernos anteriores de sobrellevar la caída del ingreso petrolero con el llamado impuesto inflacionario, que no era más que el ingreso resultado de la devaluación del tipo de cambio que anteriormente estaba representado por las utilidades cambiarias.


En esa oportunidad para lograr un pretendido equilibrio fiscal se recurrió al aumento de la tributación interna no petrolera y a la reducción del gasto público (bien del gasto corriente o de inversión). Con ocasión de la última reforma tributaria de 1989 el gobierno descartó la opción del aumento de la tributación interna basada en principios progresivos de tributación y con respecto a la inversión pública se presentaron una serie de problemas en su ejecución que hicieron imposible su materialización.


Las posibilidades de captar tributos se orientan con la creación de impuestos indirectos, como la implementación del Impuesto al Valor Agregado (IVA), vigente hasta el segundo semestre de 1993 y el aumento de la gasolina.


El tránsito hacia el virtual equilibrio fiscal logrado en 1990 y 1992 con un déficit de 0.2% y 0.7% se atribuiría más a los aumentos del precio del petróleo por el conflicto del Golfo Pérsico, que a una política austera de gasto compatible con el programa de estabilización. A estos resultados contribuirían los recursos de la privatización  que ingresaron a partir de 1990 y sobre todo a partir de 1991 con la privatización de CANTV y VIASA.


La expansión de la economía estuvo impulsada por recursos extraordinarios provenientes de aumentos circunstanciales de los precios en el  mercado petrolero y de las privatizaciones.


Para 1992 disminuyen los ingresos al volver a la normalidad el mercado petrolero y al concluir el proceso de privatización. El  déficit en ese año se volvió a presentar en un 5.7% del PIB en términos reales y una caída en un 2.9% en 1993, acompañado de una contracción en la liquidez monetaria real del 20% y 31.9 % en términos reales, lo que conduciría a la economía nuevamente a un estancamiento, con un –0.4% del PIB en términos reales y una caída del PIB real no petrolero de 1.6%.

 
Vale la pena resaltar que pese a la expansión de la economía de los años 90 al 92 y el aumento del nivel de empleo, los salarios reales promedio siguieron disminuyendo. En esa oportunidad se redujo la tasa de crecimiento de la liquidez para acelerar el ajuste fiscal, disminuir la inflación y lograr un equilibrio en la balanza de pagos, que con la liberación del mercado financiero permitiría corregir los desequilibrios que se presentaron en ese mercado como resultado de la política de represión financiera de la última etapa del gobierno de Lusinchi, no podía resultar algo distinto que una elevación significativa de la tasa de interés nominal y en la tasa de interés real, sobre todo por la exigencia del programa de estabilización de mantener tasas de interés positivas a la inflación, con lo cual se dio inicio al incremento de tasas de interés que se fue agudizando durante todos los años de este período.


La política de liberación de tasas de interés para estimular la competencia de la banca tuvo dos momentos importantes después de la liberación de 1989. En primer lugar se habla de la decisión del Directorio del Banco Central de Venezuela en los primeros meses de 1993 de fijar el límite superior de la banda de tasas de interés activas a un nivel determinado por la adición de 20 puntos porcentuales al rendimiento promedio de los bonos cero cupón de la última subasta semanal, lo cual fue modificado para el mes de mayo, donde se fijaba como referencia el rendimiento más bajo registrado por los bonos cero cupón.


Esa política trajo como consecuencia una parálisis progresiva del sector industrial, porque el efecto de la elevación de las tasas de interés condujo a la mayoría de las empresas a reflejar en sus balances mayores niveles de endeudamiento, por la aplicación de tasas de interés flexibles a sus préstamos vigentes.


Afirma Castro (2000): “Sin duda que esto fue absolutamente perjudicial en el  caso de la pequeña y mediana industria, que mostró niveles de sobreendeudamiento... que magnificó las dificultades para proveerse de capital de trabajo, que permitiera mantener los niveles de su actividad” (p. 203).Como se puede interpretar de la opinión de Castro, los efectos de la liberación de las tasas de interés en esa oportunidad afectaron grandemente a los sectores industriales más desprotegidos, como lo eran la pequeña y la mediana industria.

La política monetaria acentuaría la política de los Bonos Cero Cupón, como mecanismo para solventar la liquidez. Dicho mecanismo se convertiría en un virtual subsidio al sector bancario que concentró su mayor actividad en la compra de estos instrumentos con la garantía de altos niveles de rentabilidad en el corto plazo. Esto era inevitable porque la contracción de la actividad privada disminuía el campo de negocios de la banca, con lo que fue concentrándose cada vez más en su función de intermediación financiera como antesala al colapso del sistema financiero. Al respecto dice Castro (2000): “Esta política monetaria lo que en realidad creó fue un círculo perverso entre la tasa de interés elevada y la estabilidad del mercado cambiario” (p. 204).


En la medida en que no se recuperaba la confianza en la economía y en la política económica implementada, la tasa de interés se convirtió en el único mecanismo para estabilizar la tasa de cambio. La tasa de interés real positiva remuneraba los capitales sin invertir los colocados en la banca a una tasa superior a la que se pagaba en el mercado mundial, política que controlaba la fuga de capitales. 

También se fomentó un proceso de especulación financiera en  el supuesto de la competencia bancaria que terminaría profundizando el deterioro de toda la economía. Con este proceso se fortaleció la dolarización de la economía. Muchas transacciones se harían en dólares, como por ejemplo las del mercado inmobiliario, así como también se produciría en los sectores de altos ingresos económicos una dolarización de los salarios. 

La persistencia de la dolarización de la economía constituía una grave perturbación política al Estado venezolano que se exteriorizan en el deterioro institucional, la pérdida de la soberanía y de la identidad nacional propia que se produce a través de la moneda nacional y que es uno de los efectos negativos del proceso de globalización.


Las responsabilidades que se le atribuyeron a la política monetaria desbordaron sus posibilidades dado que no podía contribuir al ajuste fiscal cuando el mismo se comportaba de una manera expansiva al tiempo que contribuir a controlar los niveles de inflación y lograr la estabilidad del mercado cambiario, en este último caso por el régimen de flotación dirigida que se adoptó en 1989 y por la forma en que se utilizaron los recursos de la devaluación y los recursos extraordinarios provenientes de los mayores ingresos petroleros de 1990 y 1991.


La consecuencia real de la política monetaria de este período fue favorecer el  auge de la especulación financiera, que produjo un fuerte desestímulo en la actividad económica real y se disminuyeran las posibilidades de lograr los objetivos buscados por el programa de estabilización.

        El planteamiento del ajuste fiscal y monetario conforme a las pautas del programa de estabilización del Fondo Monetario Internacional, era absolutamente injustificado pues no se correspondía con el comportamiento de la economía venezolana desde que comenzara la inestabilidad en el mercado petrolero a finales de los años setenta. Los problemas del déficit fiscal y de balanza de pagos que se enfrentaron desde finales de la década de los 70 no responden a los problemas planteados por el  monetarismo, porque como se puede concluir del análisis realizado se debe al carácter monoproductor de nuestro país que no le dio la importancia que merecía el proceso de industrialización iniciado con la política de sustitución de importaciones.       

       Se debe señalar que nuestro país a diferencia de América Latina en su comportamiento durante el período de auge del modelo sustitutivo no presentó problemas en la balanza de pago y la industrialización sustitutiva transcurrió con recursos relativamente suficientes en dólares, pero los problemas en la balanza de pago se iniciaron realmente en 1978 con el fracaso del sistema de sustitución de importaciones y la caída del mercado petrolero, siendo resueltos con el  financiamiento proveniente del endeudamiento externo.


Esta situación se hacía cada vez más grave porque el debilitamiento del ingreso fiscal petrolero no dio como resultado un aumento de la tributación interna, sino que se financiaba con utilidades cambiarias y devaluación, lo cual condicionaba el impulso inflacionario.


Se debe señalar que el problema inflacionario tampoco se encuentra vinculado con el diagnóstico monetarista, porque el fenómeno ha persistido en un ambiente de reducción del gasto público, control de la liquidez monetaria real y equilibrio fiscal. Según los comentarios de Castro (2000), la inflación en la historia económica venezolana se ha encontrado vinculada a la devaluación de la moneda más que al aumento del nivel general de precios.


La inflación guarda más relación con la incertidumbre acerca de la forma de financiamiento del déficit fiscal, la devaluación y las expectativas negativas que induce el proceso de devaluación del tipo de cambio. La crisis venezolana presentaba un nivel complejo de agotamiento del modelo sustitutivo que funcionaba en el  primer gobierno del Presidente Carlos Andrés Pérez, que ha sido la esencia de la crisis, “...que se agravará por el desplome del mercado petrolero y por la orientación equivocada y errática de la política económica desde 1979” (Castro, 2000, p. 209).


De allí que no había duda en que era necesario producir cambios drásticos en el  comportamiento de la economía, pero desde una perspectiva realista que tomara en cuenta lo que realmente eran las condiciones coyunturales y estructurales de la conformación social, económica, política y cultural de Venezuela.


El problema realmente grave en Venezuela era que la política económica en vez de ser parte de la solución de problemas había pasado a ser más allá de la coyuntura parte del problema, por la visión superflua con la que había sido implementada, fuera de todo contexto histórico institucional, porque el contexto de ajuste respondía a intereses nacionales y trasnacionales tendentes a producir la incorporación de nuestro país al mercado mundial bajo control de las empresas multinacionales.


El programa de estabilización aplicado en la década de los noventa, se propuso devolver al mercado su función reguladora de la actividad económica por la vía de restablecer los precios como las únicas señales apropiadas para que la sociedad determine sus niveles de producción y consumo y la forma óptima de producirlos. En 1989 se llega a un mercado de bienes y servicios fuertemente intervenido por los diversos mecanismos administrativos y los desequilibrios generados se aplica la política de liberación de precios para restablecer los mecanismos de mercado.


La liberación de precios de bienes y servicios, junto con el ajuste de precios y de tarifas de las empresas no petroleras del sector público, se expresa inmediatamente en un incremento inflacionario de precios que llegó al 84.4% en el primer año. Este resultado se produjo porque, finalizado un período de inflación reprimida, la liberación de los precios de manera rápida obligaba a los empresarios a que revisaran sus decisiones sobre sus niveles de producción y los precios.


Con estas condiciones de fuertes expectativas y de amplia incertidumbre a las cuales contribuía también la liberación de los precios en otros mercados importantes como el financiero y cambiario y los precios del sector público, las empresas terminaron aumentando los precios por encima de la inflación estimada para cubrirse de pérdidas por subestimación de la inflación.


Con la liberación de precios el mercado no se ajusta de manera inmediata, sino que se producen efectos escalonados de ajustes (a excepción de los salarios), de todos los precios significativos, que provocó nivelaciones proporcionales tratando de mantener la estructura de los costos anteriores.


De manera tal que un aumento en la tasa de cambio, la tasa interés, las tarifas y precios del sector público, conducen a alzas en los insumos nacionales e importados y al costo del capital de trabajo, que provocan en las empresas cambios en formas de aumentos de precios en función de un recargo porcentual sobre sus costos variables, con lo cual las rondas de ajustes se prolongaban como resultado de los sucesivos ajustes de los precios claves, lo que influía sobre los costos de producción de las empresas.


Lamentablemente el programa de ajuste no tomaría en consideración la conformación histórica del mercado en Venezuela y ello produciría una marcada oligopolización; con lo cual las empresas no se comportan como unidades que participarían de un juego de mercado perfecto, sino como oligopolios que trataban de mantener sus niveles de ganancia trasladando cualquier aumento en sus costos variables a sus precios de una manera más o menos predecible.

            Este proceso de aumento de precios se produjo en momentos en que se reprimían los salarios nominales y se contraía el ritmo de expansión del dinero, como parte del programa de estabilización centrado en la contracción de demanda, con lo que se producía una reducción significativa de sus niveles, que hacía que el alza de los precios disminuyera el poder adquisitivo de los salarios reales mermándose la capacidad de demanda de la población. El abatimiento de la demanda aumenta los niveles de subutilización de la capacidad de fábrica y aparece un exceso de oferta de bienes, el cual se transmite al mercado de trabajo en la reducción de la mano de obra. 

        Se genera de esta manera un aumento en el desempleo que afecta los niveles de ingreso, lo que afectaba aún más los niveles de demanda y se profundizaba el estancamiento de la economía. El descenso de la demanda debería inducir a la larga a una disminución de la tasa de aumento de los precios, pero la rapidez con que esto suceda dependerá de varios factores, entre los más importantes figuraba la rigidez institucional, que en nuestro caso se vinculaba fundamentalmente con la estructura oligopólica de los mercados, con lo que en situaciones de condiciones iniciales, siempre cambiantes por las sucesivas olas de acomodo en los precios significativos y por la incertidumbre en el proceso mismo de ajuste, retrasaban las posibilidades de la estabilización. En esto es importante señalar que los acontecimientos de los estallidos violentos del 27 y 28 de febrero de 1989, desencadenaron un clima de inquietud que se agravaría hasta determinar la salida institucional del Presidente Pérez. El programa de estabilización no contó con un apoyo político real y los empresarios se limitaron a observar los acontecimientos sin involucrarse activamente en él. 

     La situación económica para 1989 se mostraba realmente confusa como consecuencia de la corrupción surgida en la Oficina de Cambios (RECADI), y por las continuas devaluaciones de la moneda venezolana en el mercado libre que obligaron al gobierno de Lusinchi a realizar depreciaciones severas en el mercado controlado con el propósito de contrarrestar las fugas de capitales y financiar el gasto fiscal.

       Señala Castro (2000:215) que uno de los efectos fundamentales de la política de unificación cambiaria y de la maxidevaluación era que el mejoramiento de los precios relativos a los bienes transables frente a los no transables internacionalmente produciría un desplazamiento de recursos exportadores, lo cual contribuiría a aliviar las presiones sobre la balanza de pagos.

       En la promoción de las exportaciones no tradicionales, a partir de la devaluación, pasan inadvertidos algunos defectos importantes que se producen en paralelo con la modificación de los precios relativos atribuibles a la devaluación o variaciones externas en el precio de los bienes importados.

     El proceso inflacionario en Venezuela tuvo efectos depresivos sobre los salarios reales y la posición que ocupaban en el ingreso nacional. La distribución del ingreso se vería afectada a favor de los empresarios y del gobierno, por la vía de una mayor recaudación por ingresos cambiarios.

      En el caso venezolano la inversión privada y pública se reducía y el gobierno utilizaba los recursos derivados de la mejora de la balanza de pago para la amortización de la deuda externa, la economía se reestructuraba mediante la disminución de los ingresos y el efecto de la devaluación sería más contractivo de lo que se esperaba, rompiéndose así los objetivos del programa de estabilización donde la devaluación pretendía compensar los efectos restrictivos de la constricción fiscal y monetaria.

     La política de liberación comercial se propuso actuar en el mismo sentido de logro de cambios en la orientación del comercio exterior junto con la política de unificación y devaluación del tipo de cambio. El programa de estabilización se convertía en el motor del proceso de apertura y de integración al mercado internacional de la economía venezolana.

     Nuestra economía durante la vigencia del modelo sustitutivo a semejanza de América Latina, siguió políticas proteccionistas en materia arancelaria y para-arancelaria para el sector industrial interno con lo que la implementación de políticas restrictivas como las altas tarifas arancelarias, licencias de importación, contingentes o cupos de importación y prohibiciones de importación, cuyo objetivo era ofrecerle a los empresarios nacionales un ambiente protegido para sus inversiones. La utilización discrecional de esas orientaciones de política comercial trajo como resultado una estructura de protección comercial sumamente irracional que no contribuiría al crecimiento industrial que se tomaba como variable clave la productividad, con lo cual se obviaba una variable estratégica como lo era favorecer y promover una política exportadora en el aparato industrial venezolano.

      La política de ajuste se realiza en una reforma de la política comercial que perseguía una apertura de la economía a la competencia internacional para provocar un mejoramiento en la productividad y la competitividad de la industria nacional, favorecer las exportaciones y ajustar la economía venezolana a las condiciones del mercado mundial.

      Los lineamientos generales de la reforma comercial fueron establecidos en el  Decreto N° 240 de la Presidencia de la República, donde se dictan las normas para la política comercial de Venezuela. En esta oportunidad se fijaba el arancel máximo de 80% con siete niveles de impuestos arancelarios para 1989 y un sistema gradual de reducción de aranceles. En 1990, se llevó la tarifa a un máximo de 50% y se establecieron cinco niveles de impuestos arancelarios según el grado de elaboración de los productos.

       Progresivamente se fueron eliminando las restricciones no arancelarias, las exoneraciones de impuestos para la importación de productos, salvo para la importaciones de bienes de la cesta básica, para lo cual se implementaron mecanismos como el “Draw Back” (procedimiento que consistía en la devolución total o parcial de los impuestos de importación que hubieran sido pagados por insumos incorporados en la producción de un bien objeto de exportación), con el propósito de incentivar las importaciones no tradicionales y la eliminación del bono de exportación.

       La desprotección arancelaria y no arancelaria fue la política del plan que se  ejecutó con mayor diligencia y rapidez. Las reformas arancelarias se implementaron en el ámbito de las reformas ortodoxas, con la finalidad de que cuando hubiera avanzado suficientemente en este proceso, los sectores de la economía interna que producen bienes comerciables internacionalmente deberían regular los precios en función de sus similares importados. La tasa de variación de los precios internos debería quedar supeditada a la trayectoria de la inflación internacional, por lo menos en aquella parte de la economía que se encontraba sometida a la competencia externa.

      El problema que se presentaba era que la baja de los precios en los productos importados, que podían influir en los precios de los productos internos no dependía sólo de la reducción arancelaria sino del tipo de cambio, que en el país estuvo siempre en ascenso fortaleciendo expectativas inflacionarias y el grado de oligopolización de los mercados y de la importación de los sectores importadores en el  control de los mercados, que en Venezuela han sido tradicionalmente importantes.

     En la medida en que se aceleraba la reforma comercial se afectaba el ritmo de crecimiento de las importaciones. Sin embargo, la política de liberación comercial, en su objetivo de reestructurar el aparato industrial para favorecer a los sectores exportadores frente a los sectores no exportadores de la producción nacional, reportó resultados negativos.

      La política de estabilización suponía la exclusiva intervención del Estado la que ha venido ocasionado el sesgo anti-exportador del aparato industrial, ignorando las evidencias históricas acerca del proceso de formación del sector y de la magnitud de sus relaciones con el aparato del Estado. Por la vía del gasto fiscal, se produce una expansión económica a costa de una recomposición del gasto total a favor del Estado y en contra del sector privado y el efecto de expulsión conocido como “cowding out” de inversión a través de la expansión del gasto fiscal, cuando el aumento del gasto público causa la disminución del nivel de inversión de las empresas.

      Los especialistas no han fijado existido posición con respecto a los principios o políticas tendientes a limitar el desarrollo del aparato industrial privado, pues lo que se ha pretendido fortalecer es al auge de la industria petrolera.

       La política de liberación comercial produjo un claro efecto desindustrializador, como resultado de la desprotección súbita del mercado interno frente al mercado internacional. La pretensión de producir en un largo plazo un cambio en la estructura del comercio exterior, se trató de fomentar con instrumentos como la política de confianza puesto en el diseño de política para modificar situaciones estructurales en la  economía venezolana.

       Las exportaciones fueron en objetivo fundamental de la política de ajuste, empezando por los efectos positivos en la diversificación de fuentes de divisas hasta culminar los efectos positivos de largo plazo y sus efectos estructurales en la economía en el logro de la consolidación de un sector exportador alterno al sector petrolero y con significación creciente. 

        Sin embargo, a pesar del consenso de la población con algunos objetivos del programa de ajuste el problema que se presentaba era que la política y los instrumentos que la hacían efectiva carecían de realismo para la consecución de los mismos. El aumento de las exportaciones no tradicionales no pudo atribuirse a la política económica de estabilización sino como reacción a la contracción de la demanda en el mercado interno y la orientación de la producción hacia el mercado exterior.   

     Castro (2000: 236) afirma que el proceso de ajuste impuesto en los inicios de la década de los noventa dio lugar a una serie de desequilibrios sociales que harían cada vez más evidente en la división social latente en el proceso de inestabilidad política que enfrentaba Venezuela. Los desequilibrios sociales presentes en la sociedad venezolana son el resultado combinado de la crisis económica, del manejo inadecuado de la política económica y el agotamiento del modelo sustitutivo, sin duda que esta crisis se ha traducido en una progresiva debilidad en el aparato estatal y ha disminuido su capacidad de dirigir el proceso social en su totalidad.

      La inflación y el desempleo imperantes han liderizado un proceso de deterioro social manifestado en alteraciones de la distribución de ingreso que afectaba en forma negativa a los sectores asalariados del país, y de igual manera ha condicionado el creciente proceso de empobrecimiento de las mayorías del país.

      Lamentablemente la crisis venezolana era cada vez más indetenible al extremo de que cerca de un 40% de la población ocupada en el sector informal de la economía,  se ocupaba en actividades de autoempleo de baja productividad y bajo ingreso.

     La pobreza en este período se nos presenta de una manera peculiar porque mayoritariamente afectaba los sectores urbanos que tradicionalmente habían estado resguardados y protegidos por el Estado como lo fueron las clases medias.  Ninguno de los gobiernos supo aportar soluciones parciales ni globales a los problemas que afrontaba una sociedad sorprendida por la rapidez con la que se deterioraba su nivel de vida.

El gobierno del Presidente concluyó con su salida institucional, que se convertía en la única forma que había que controlar la crisis política, económica y social de la época. El gobierno transitorio de Ramón José Velásquez no aportó los grandes cambios que se manifestarían posteriormente con el Dr. Rafael Caldera.

 Para el año 1993, el gobierno de Caldera se iniciaba con una política económica marcadamente diferenciada del paquete económico del ex presidente Carlos Andrés Pérez. Moreno (2000) afirma sobre los aspectos fundamentales de esta política: “... esta política se caracterizó por ejecutarla libre del establecimiento de acuerdos con los organismos multilaterales de financiamiento, establecer el control de precios en determinados bienes y productos, el control de cambio en la compra del dólar y mantener el precio de la gasolina” (p. 79). El presidente Caldera trataría de rescatar a nuestro país de las imposiciones de los organismos multilaterales con relación al manejo de los factores económicos internos, pero realmente esto era casi imposible.


El 15 de abril de 1996 el Presidente de la República se dirige al país y anuncia la ejecución de un programa de ajuste estructural de mutuo acuerdo con el Fondo Monetario Internacional que recibió el nombre de Agenda Venezuela. El  mismo era una Carta de Intención cuya firma definitiva sería hecha una vez que este organismo internacional le diera evaluación favorable.


La Agenda comprendía medidas de orden económico y social. Las primeras de carácter coyuntural dirigidas a liberar la economía y someterla al mercado y aumentar el precio de la gasolina. Las segundas a compensar los efectos que produciría en la población la aplicación del nuevo instrumento económico. 


Moreno (2000:81) comenta que las medidas económicas adoptadas por el  Presidente Rafael Caldera en los términos siguientes:

1. El aumento en el precio de la gasolina.

2. La creación del impuesto al consumo suntuario.

3. El  control del déficit fiscal, limitando las remuneraciones en el sector laboral.

4. La estabilidad del régimen cambiario, liberando el precio del dólar de acuerdo al mercado.

5. El  aumento de las tasas de interés, por encima de la tasa de inflación.

6. Mantener el  subsidio del transporte público y el precio preferencial del pasaje estudiantil.

7. Aumentar la beca alimentaria y reestructurarla en forma de subsidio familiar.

8. Aumentar al doble las pensiones para los jubilados del Seguro Social.

9. Crear programas de impulso a la Economía Solidaria.

10. Instrumentar el programa de medicamentos y farmacias populares.


Este programa recibió el apoyo mayoritario de la Iglesia, del poder económico y de los medios de comunicación. La reacción de la población sobre la aplicación de esta política fue distinta de la asumida en el año 1989 cuando el  Gobierno de Carlos Andrés Pérez inició su paquete económico, lo que provocó una situación de permanentes protestas, violencia e inestabilidad institucional en el país. Llama la atención que la Agenda Venezuela contó con la aceptación tácita de la población y un consenso político e institucional significativo.


En este contexto histórico, surge el programa macroeconómico que recibe  la denominación de “Agenda Venezuela”, el Estado se proponía solventar la persistencia de los desequilibrios macroeconómicos a través del ajuste fiscal. En este sentido, algunos de los principales factores que determinarían la reducción necesaria del déficit serían:

a. La clase de desequilibrio:


Si el desequilibrio macroeconómico es causado por un cuantioso y preocupante déficit fiscal, es necesario reducirlo o eliminarlo. En esa oportunidad se consideraba como apremiante la necesidad de reducir el déficit, cuanto más graves sean los problemas macroeconómicos y menor debe ser el margen de maniobra para financiarlo.

b. El déficit externo:


Para determinar la relación entre el ajuste fiscal y el logro de una meta en la cuenta corriente, es necesario entender de qué forma afecta la política fiscal al ahorro y a la inversión del sector privado. Esto al mismo tiempo, depende de la combinación de medidas fiscales adoptadas y de la orientación que tengan las demás medidas macroeconómicas.


La Agenda Venezuela se inició con la esperanza de lograr la estabilización fiscal y la promoción de la privatización en los sectores de la industria básica y fortalecimiento del sistema bancario, además de llevar a cabo varias reformas estructurales.

En esa oportunidad, con la aplicación de la “Agenda Venezuela”se vislumbraban las siguientes ventajas:

1. El  fortalecimiento de las negociaciones con organismos multilaterales.

2. Contemplaba una serie de medidas públicas que abarcaban diversos aspectos como el  fiscal, monetario, cambiario y de servicios públicos.

3. Se profundizaría la reforma tributaria y aumentaron las reservas internacionales.

4. Disminución de los niveles inflacionarios.

5. Apoyo de la población venezolana, en especial del sector empresarial.

6. Se superaría la crisis bancaria de 1994 con la privatización de los bancos intervenidos.

7. Incremento de los ingresos no petroleros y de las reservas petroleras.

8. Promoción de un marco favorable de inversión.

9. Articulación de dos conjuntos de políticas públicas: el programa de estabilización macroeconómica y un programa de reestructuración productiva. Todo esto con el  apoyo de organismos multilaterales y del sector privado.

10. Disminución de la evasión fiscal, alza de la cotización de los bonos de la deuda pública venezolana, recuperación y fortalecimiento del sistema financiero.

11. Acuerdo de los sectores empresarial, sindicatos y gobiernos.


Contreras, en una entrevista realizada por Heras (1996) para el diario de circulación nacional “El Nacional”, comentaba que el aspecto fiscal ocupaba un lugar preponderante dentro de las estrategias de la Agenda Venezuela por lo que la reducción programada y progresiva del déficit fiscal a partir de 1996 se realizaría a través de algunas medidas como la reducción de la evasión fiscal, la ampliación de la tributación, la reducción de los subsidios indirectos, la aplicación de la Ley de Remisión Tributaria, así como la continuación del programa de privatizaciones y ajuste en el precio de los combustibles.

         Pero además de la reducción del gasto corriente se proponía intensificar la descentralización, crear un Fondo de Reestructuración y Disminución de la Deuda Pública, Plan Trienal de Inversiones Públicas, y en cuanto al financiamiento, la reestructuración concertada de la deuda interna y de la deuda bilateral y mercados voluntarios de crédito interno y externo.

Los resultados obtenidos transcurridos en el campo económico luego de dos años de aplicación no permitieron alcanzar los objetivos inicialmente propuestos, puesto que factores fundamentales para la estabilización económica antes de reducir su ritmo de crecimiento como la inflación, el gasto público y el precio del dólar seguían incrementándose.


El crecimiento de la inflación alcanzó para el año 1996 un nuevo récord histórico al terminar un índice acumulado del 103%. Antes que la política económica implementada por el gobierno comenzara a mostrar sus resultados negativos, ya a finales de 1995 se había creado una matriz de opinión a favor de provocar un cambio en su orientación.


Este sentimiento adquirió mayor manifestación cuando el Presidente Caldera en el Mensaje del Congreso de la República el 2 de febrero de 1996 no manifestó ningún cambio de esa política, razón por la cual la población venezolana tuvo una reacción de incredibilidad ante las propuestas contenidas en el mensaje para solucionar a corto plazo los problemas económicos que la afectaban.


Las exigencias de cambio en la orientación económica respondían a factores que varían de acuerdo a los intereses de los sectores que manifestaban su opinión, pero en todo caso existió un consenso generalizado para diseñar una política que atacara directamente a la inflación, el  déficit fiscal y el deterioro del valor de la moneda nacional.

Con respecto a los niveles de inflación a pesar de que se experimentó su descenso hasta alcanzar el  3% en el mes de diciembre de 1996, para el año 1997 la inflación seguía manteniendo un mínimo ritmo de crecimiento. Las cifras acumuladas de inflación alcanzaron en el lapso enero-julio de ese año el  17.8%, contrataban con el  62.3% del período anterior.

Con respecto a la estabilización del bolívar y el precio del dólar, las metas se expusieron en términos que el Banco Central de Venezuela soportaría la presión del mercado de divisas al haberse eliminado el  control de cambio.  El  valor establecido inicialmente de Bs. 470 por dólar y los resultados obtenidos a fin de año alrededor de esa cantidad crearon las condiciones para que el  bolívar se estabilizara y se rompiera la tendencia devaluacionista. En líneas generales, el precio del dólar se mantuvo con leves oscilaciones.

Otro de los aspectos en el orden macroeconómico alcanzado con la aplicación de la Agenda Venezuela, se refiere al déficit fiscal y las reservas internacionales. Con respecto al déficit fiscal, se observa una reducción producto de la disciplina impuesta, así como del incremento de los precios del petróleo con lo cual la Tesorería Nacional terminó el  año 1996 con un saldo favorable. 

En cuanto a las reservas internacionales de la nación, los resultados muestran un sostenido y progresivo aumento en el volumen de la divisa norteamericana pasando de  10 mil millones de dólares a 16.540 millones de dólares. Sin embargo, a pesar de estos resultados es preciso colocar un conjunto de factores de orden político, social y económico indicativos del carácter contradictorio, contrapuesto y parcial del proceso lo cual demostraba que Venezuela todavía estaba muy lejos de alcanzar la estabilidad. Moreno (2000: 86-90), consideraba como factores que obstaculizaban el desarrollo del proceso los siguientes:

a) El primero de ellos es el carácter contrapuesto de los intereses y las políticas económicas que se exponen y se desean ejecutar en el país. Los sectores económicos, privados nacionales e internacionales vinculados a los procesos de globalización y trasnacionalización de la economía venezolana sólo estaban interesados en la apropiación por vía de privatización de las empresas y los recursos más importantes que posee la Nación, como son la industria del petróleo, el  gas, la petroquímica y la minería.

b) El progresivo y profundo empobrecimiento económico y social de la población venezolana durante 20 años, con el aumento de la tasa de desempleo, el crecimiento de la economía informal, el deterioro de los servicios públicos, el estancamiento y la pérdida del poder adquisitivo de los salarios.

c) La estructura partidista, el Poder Judicial y el Sistema Electoral, junto al Poder Legislativo representado por el Congreso Nacional, las Asambleas Legislativas y los Consejos Municipales, carecían de suficiente credibilidad ante la población y por lo tanto las bases de legitimación social estaban gravemente deterioradas.

d) La existencia de un sistema de partidos alejado de las necesidades y aspiraciones de la mayoría de la población venezolana, concentrada en una lucha para usufructuar el poder.

e) Los resultados obtenidos en el orden macroeconómico por la aplicación de la Agenda Venezuela, han sido una vía para consolidar de manera relativa la credibilidad y gobernabilidad del Presidente de la República, Dr. Rafael Caldera, persistiendo en contraste factores políticos y económicos que mantienen a la población en un estado de confrontación y conflictividad. 

En el panorama venezolano se observaron como desventajas de la aplicación de este programa de ajuste las siguientes:

1. Se consideró que la lucha contra la inflación no había sido suficiente a pesar de la subida de los impuestos al 16.5% y al aumento de casi diez veces el precio de la gasolina.

2. Los avances en el plano macroeconómico no compensan el aspecto microeconómico. La capacidad ociosa del aparato productivo ha incrementado las quiebras de las empresas y la improductividad.

3. Incremento de la burocracia en la Administración Pública en el SENIAT.

4. Aumento del desempleo y el  cierre de importantes empresas.

5. A pesar del superávit registrado las operaciones de crédito público siguieron incrementando.

6. Falta de un sistema integral de seguridad social.

7. Incremento de la cesta básica y de los servicios públicos.    

La Agenda Venezuela, al igual que todos los programas de ajustes estructurales adelantados por los organismos multilaterales de financiamiento, se concentraba en medidas estrictamente de orden económico y su aplicación condujo a graves desequilibrios sociales para la población. Estas repercusiones fueron inmediatas, y se mantuvieron a corto y largo plazo, profundizándose de tal forma que toda acción gubernamental para superarlas, disminuirlas o erradicarlas era prácticamente imposible.

El incremento de la pobreza, de la miseria, el estancamiento y deterioro del poder adquisitivo de los salarios, el incremento de la economía informal, el deterioro de los servicios públicos por la reducción de las inversiones en este sector por parte del Estado, el incremento en el déficits de las viviendas, el deterioro de las condiciones de salud de la población, etc., son entre otras las consecuencias más importantes que afectaron a la gran mayoría de la población. 

Con la aplicación de la Agenda Venezuela se impusieron a nuestro país condiciones leoninas con respecto al pago de la deuda externa, lo que requería que se destinara más del  40% del presupuesto ordinario a su cancelación. 

       Se puede concluir, que la situación económica venezolana durante este periodo fue difícil y es así como durante los años 1998-2000, se plantea la paradoja de un país con altos ingresos económicos sumido en la pobreza: “Cómo puede s%r un país tan rico y tan pobre a la vez” (Viciano y Martínez, citando a Fabre, 2001, p. 38). Resultaba incomprensible para los venezolanos que siendo nuestro país uno de los productores de petróleo más importantes del mundo viviéramos en semejante situación de pobreza.  La posición de la sociedad y de los poderes públicos frente a la industria petrolera, en sus orígenes debió promover la industrialización y el avance en el desarrollo del país. Indudablemente que los responsables de esta situación fueron los actores políticos de las diferentes épocas históricas, a los cuales sólo interesaba satisfacer sus intereses personales.

         La modernización del país tuvo marchas forzadas, la política del Estado facilitaba la acumulación de capital al tiempo que se ofrecían mecanismos de alivio socioeconómico para los sectores más vulnerables y colocaba a la burguesía nacional en una posición más privilegiada.

        Ante el manejo irresponsable de los recursos del Estado, el venezolano aprendió

 a aumentar su demanda por sobre los ingresos que recibía y eso condujo a que se hipotecaran los intereses de nuestro país. El funcionamiento del puntofijismo sirvió para cuestionar el Estado de Derecho en Venezuela y tres décadas después de la aprobación de la Constitución de 1961 se agrava la crisis institucional por la indetenible ilegitimidad de los Poderes Públicos.

        La renta petrolera soportó durante décadas el sistema elitista de conciliación que consistía en “...garantizar a los partidos políticos, las fuerzas armadas, la Iglesia, los sectores empresariales y sindicales, las asociaciones gremiales que sus intereses no serían afectados por la aplicación de la regla de la mayoría en la formulación de políticas públicas...” (Kornblith, citado por Viciano y Martínez, 2001, p. 43). Los recursos petroleros lograron cubrir durante mucho tiempo las necesidades del país  manteniendo a ricos y pobres.

         Entre los venezolanos era cada vez más evidente la situación de dependencia de la mayor fuente de recursos del país, hasta el punto que se llegó a afirmar estábamos mediatizados por la producción petrolera. El sistema de conciliación de élites partía de dos premisas que, con el tiempo dejarían de darse: a) que la demanda de las clases sociales permanecería mínima y, b) que la renta petrolera facturaba lo suficiente como para cubrirla.

       Las políticas económicas y sociales alimentaban una clientela partidista y electoral y se creó casi una dependencia permanente entre el gobierno y la clientela. Con los recursos y el clientelismo se agravó la corrupción, alentada por la carencia de controles adecuados, el rápido incremento del gasto público, las fallas en la legislación y en la administración de justicia y la falsa concepción del ejercicio del poder y de los deberes y derechos de los funcionarios públicos trajo como consecuencia que se considerara el desarrollo de la Constitución de 1961 como inservible.

          Es así como cada vez adquiría más fuerza la idea de reformar las instituciones y el  sistema jurídico vigente en esa oportunidad. El abanderado de la reforma fue el  actual Presidente de la República Hugo Chávez Frías.

           El segundo gobierno de Carlos Andrés Pérez, que tantas expectativas había levantado en el país cuando triunfó casi con un 53% de los votos, fue el punto crucial para la caída del Pacto de Punto Fijo que se apoyó en la satisfacción de las necesidades de la población en la renta petrolera.

          En el contexto de crisis económica fueron las asonadas militares en 1992. Los golpes de Estado, aunque no tuvieron el éxito deseado por sus protagonistas, sirvieron para avivar la atención interna y externa hacia la crítica situación del sistema político venezolano.

        El principal asalto militar contra el Gobierno de Carlos Andrés Pérez tuvo lugar el  4 de febrero de 1992, cuando un grupo de militares liderados por Hugo Chávez Frías intentó tomar “La Casona”,  y el Palacio de Miraflores, en Caracas, además de otros objetivos militares en el resto del país.

        Después de estos sucesos, Venezuela parecía encontrarse en una situación de inestabilidad que no tenía evidente salida. Se proponían las más variadas fórmulas para solucionar los obstáculos: reforma constitucional, Asamblea Constituyente, anticipación de elecciones, pacto entre los partidos tradicionales y los alternativos y hasta un nuevo golpe militar que no tardó en concretarse.

         El segundo golpe militar estuvo presidido por el General de la Aviación Visconti y el Contralmirante Gruber Odreman, este golpe significó el fin de Carlos Andrés Pérez en la vida política venezolana y con él la vía hacia la relegitimación de las instituciones.

II –B Procesos de regionalización y descentralización:

       Uno de los aspectos que pareciera contrastar con el proceso de globalización es el de la regionalización. Bauman (1998) comenta al respecto: 

Ser local en un mundo globalizado es una señal de penuria y degradación social. Las desventajas de la existencia localizada se ven acentuadas por el  hecho de que los espacios públicos se hallan fuera de su alcance, con lo cual las localidades pierden su capacidad de generar y negociar valor. Así dependen cada vez más de acciones que otorgan e interpretan valor, sobre las cuales no ejercen el menor control...  (p. 9).

Como se puede observar, los procesos regionalizadores comprenden una segregación y marginación social progresiva que reflejan y articulan las vivencias de los beneficiarios de la globalización. Es motivo de especial preocupación la interrupción progresiva de las comunicaciones entre las élites cada vez más globales y el resto de la población que está “localizada”. Actualmente los centros de producción de significados y valores son extraterritoriales y están emancipados de las 

restricciones locales.
Una nueva visión del desarrollo regional y local se impone, a la luz de las nuevas realidades de la globalización. En este orden de ideas se ha expresado: 

Ahora, cuando la Revolución Tecnológica, particularmente en sus componentes de tecnologías productivas a pequeña escala y en tecnología de información y de las comunicaciones prácticamente barre con el modelo concentrador y pone al alcance de cualquier persona, en el lugar donde se encuentra, múltiples oportunidades, toma un inusitado interés el tema del desarrollo local y regional (González, 2001, p. 16).

   
Entre la globalización y la regionalización realmente no hay contradicciones porque se consideran como aspectos complementarios, pues el primero se relaciona con la conformación de grandes espacios geo-económicos, con instituciones de orden político supranacionales para establecer normas y hacerlas respetar en tanto que la regionalización propende al reforzamiento de las estructuras territoriales menores, fundamentalmente las metrópolis y su entorno, aunada a su capacidad de insertarse directamente en el espacio globalizado. 

       Estas dos grandes tendencias han marcado el fin del siglo XX y los inicios del siglo XXI y las mismas responden a razones de orden tecnológico y fundamentalmente a las nuevas tendencias como la microelectrónica y las telecomunicaciones.

         La globalización tiende a la estandarización del consumo y a la generalización de los mismos usos, modas o prácticas que se hacen actualmente en todo el mundo; en tanto que la lugarización es la contrapartida a esa tendencia homogeneizadora porque se propone la búsqueda de la identidad personal, local y privilegiada de los valores autóctonos.

      Ante el apabullante proceso de globalización la respuesta política es la de la búsqueda de la trasnacionalización o internacionalización de los gobiernos a través de las distintas fórmulas de integración. Por otra parte, la tendencia regionalizadora se propone al mismo tiempo fortalecer los entes políticos-territoriales menores como la provincia y el municipio para atribuirles una mayor capacidad de acción en la gestión de los asuntos públicos.

         González (2001: 35) afirma que son dos las fuerzas que dominan al mundo globalizado: “el mercado y los medios de comunicación”,  y el Estado es una fuerza más que tiende a  reforzarlas o matizarlas. En su despliegue no sólo se adoptan formas de vida, sino procesos sociales, de valores y culturales.

       Económicamente las empresas regionales no pueden competir con las empresas multinacionales, por lo que en la mayoría de los casos desaparecen. La competitividad para las empresas locales es difícil y lo que en Venezuela se ha buscado es la instalación de las grandes empresas que se instalen localmente y generen empleo para la población.

      Sin embargo, la economía local ha sido duramente golpeada por la economía globalizada, que para sobrevivir con éxito ha tenido que enfrentarse a enormes desafíos que le permitan superar sus límites y saber aprovechar las indudables oportunidades que también ofrece el  mundo global.

       En el orden político las consecuencias de la globalización se han puesto en evidencia con la trasnacionalización y la integración. Estos procesos dan lugar a transformaciones marcadas en la geopolítica mundial que se organiza en grandes bloques geo-económicos y geopolíticos que buscan satisfacer ciertos intereses. Afirma González (2001: 38), que el más acabado de ellos es la Unión Europea, que se ha convertido en “una unión económica, multisectorial y política”.

        Los gobiernos nacionales acuerdan políticas para hacer más competitivas sus economías y, así, insertarse mejor en el mundo globalizado. También se crean mecanismos de gobiernos multinacionales no sólo para la integración económica sino para la propia integración política.

        Un asunto que es importante mencionar en las nuevas realidades globales, es la oportunidad que tienen las localidades para establecer directamente relaciones con las ciudades, regiones, países u organizaciones del exterior.

       Esta realidad de la globalización tiene profundas repercusiones locales y provinciales que deben ser tomadas en consideración al momento de la gestión de los asuntos públicos y privados. El  mercado global y la sociedad de la información y del conocimiento, de las comunicaciones y de la integración se extiende a todos los Estados y en sus procesos políticos internos no pueden obviar sus influencias.

        La tendencia globalizadora se desarrolla paralelamente a la de “lugarización” o tendencia a la valorización de lo local. Frente a la globalización que tiende a desdibujar la singularidad de las personas, la valoración de los lugares tiene que ver con la satisfacción de la necesidad de identidad personal y comunitaria.

    González (2001) explica que la lugarización se refiere a: “Los lugares como globalización al globo terrestre. Si la palabra globalización quiere significar todos los procesos que hacen de todo el  planeta un solo espacio, la palabra lugarización quiere significar todos los procesos que revalorizan a lo local” (p. 41).

       La calidad de vida local tiene una extraordinaria dimensión, porque la gente tiene derecho no solo a una aceptable calidad de vida local, sino a que esta le dé la posibilidad de acceso a lo global. La competitividad global de una localidad exige muy buenas posibilidades de acceso a la información y a las telecomunicaciones, pero también a una educación excelente, a eficientes servicios de salud eficientes, seguridad personal e institucional, espacios de calidad para el disfrute del tiempo libre, buena viabilidad, servicios domiciliarios eficaces, etc.

        La competitividad local está relacionada con la calidad de gestión pública, provincial y municipal. También con la calidad de las redes organizacionales de la comunidad cívica o sociedad civil. De allí que la descentralización adquiera una nueva e importante connotación en el marco de la Venezuela globalizada.

          En los últimos años, las comunidades venezolanas no se han limitado a esperar que las autoridades resuelvan sus problemas, sino que se han organizado y actúa dando así, cabida a la sociedad pluralista. La reforma del Estado es una de las respuestas a las nuevas realidades tanto de la globalización como de la descentralización. Afirma González (2001: 44): “Son los entes territoriales menores los apropiados para estas nuevas exigencias que se le hacen a la administración pública. Ya que no es desde el gobierno central desde donde es posible adelantar las respuestas adecuadas. Es desde los gobiernos provinciales y locales. Y desde las propias comunidades organizadas”.

          Las consecuencias más importantes de este proceso en el  orden político son las siguientes:

a) La vuelta desde el Estado hacia la sociedad civil.

b) La partida desde las estructuras centrales hacia la descentralización. 

Visto así no resulta contradictoria la idea de conciliar las ventajas de las nuevas tecnologías y sus consecuencias globalizadoras con la existencia de lugares con personalidad propia. Esto se pone de manifiesto con mayor fuerza en los países desarrollados.

Como se ha podido apreciar la globalización y la lugarización tiene enormes consecuencias en las formas de administración de los asuntos públicos y privados, pues las organizaciones centralizadas no responden con eficacia a los desafíos de la actualidad.

En los últimos tiempos se ha dado mucha importancia a la desconcentración de funciones y a la descentralización de competencias. Las organizaciones vistas de esta manera tienden a ser más democráticas y ágiles.

En referencia a los asuntos político-territoriales, ahora adquiere mayor importancia el gobierno local y provincial, tanto como la comunidad cívica, pues son sustantivos para los procesos de lugarización, pues le corresponde a estas organizaciones liderizar el crecimiento de la calidad de la vida local y su adecuada inserción en lo global.

No es importante a estos efectos la presencia de los gobiernos nacionales lentos y desconectados de las múltiples realidades locales.  A esas estructuras corresponden las graves políticas que orientan la vida de toda la Nación y la administración de las competencias propias de los gobiernos centrales. Pero la mayoría de los asuntos públicos atinentes al ciudadano, a la familia, a las organizaciones civiles y a las empresas, son asuntos que deben atender los gobiernos provinciales y locales.

La rapidez y profundidad de los cambios, las expectativas de la gente, las necesidades de una alta interconexión en el  ámbito mundial exige que las mismas se sitúen cerca de donde se ejecutan por lo que el federalismo y la descentralización ganan un amplio terreno.

La descentralización es la administración de la mayoría de los asuntos desde los entes territoriales autónomos provinciales y locales. Consiste en hacer estos niveles políticos en entes autónomos poderosos y eficaces para que atiendan a la mayoría de los servicios que requiere la población para vivir bien y prosperar.

La descentralización no es sólo la transferencia de determinados niveles de decisión a la base de la pirámide de mando, pero además de esto es, transferencia de poder. Es el desprendimiento de determinados asuntos sustantivos de los niveles superiores o nacionales y traspasarlos a niveles inferiores o locales, con todas las condiciones para que puedan ejercer con eficacia esos asuntos. Explica González (2001): 

Descentralización es trasladar competencias desde el  poder nacional hacia los poderes locales, con todos los atributos necesarios para que estos niveles locales puedan ser eficaces en el ejercicio de los asuntos, es decir, con autoridad, con buenas bases legales, con capacitación, con entrenamiento, con financiamiento y con confianza (p. 46).

La descentralización consiste en la dotación de los entes político-territoriales intermedios y menores de capacidad real para atender bien los asuntos que le son propios en estas nuevas realidades. Este proceso permite la participación, el  pluralismo y la diversidad dado el auge de los valores locales y regionales, desarrolla las economías provinciales y municipales, impulsa el liderazgo local y estimula el  desarrollo de la comunidad cívica, ciudadana, la organización de la sociedad civil y su participación en los asuntos públicos.

      La incorporación de los ciudadanos a los procesos de toma de decisiones sólo es posible a través de mecanismos locales descentralizados. La descentralización tiene muchos efectos positivos en la promoción de nuevos liderazgos en todos los órdenes, tanto políticos como sociales. También la descentralización tiene efectos positivos en  los gobiernos centrales, pues se reserva a la alta dirección para los asuntos estratégicos que influyen en toda la organización o a toda la nación mientras que los asuntos que pueden ser atendidos en los demás niveles se desarrollan allí, siguiendo las políticas establecidas y realizando las evaluaciones correspondientes.

La descentralización y la forma federal de gobierno tiene muchas exigencias. Al desencadenar el potencial creativo de los diferentes niveles territoriales, también debe sentar las bases para la coherencia de la organización y de la nación. Si se trata de una empresa o de una organización sin fines de lucro, esa coherencia la da el plan general estratégico de largo y mediano plazo, la visión de la organización, sus valores e imagen institucional.


En un gobierno federal descentralizado el poder central tiene que ser fuerte para establecer el destino general de la nación, los planes estratégicos, las grandes políticas públicas y para evaluar la marcha general del país. También para coordinar con los distintos gobiernos estadales y municipales los planes y proyectos de alcance supraestadal.


Otra de las exigencias de la descentralización es la modernización de las estructuras regionales y locales. Esta modernización implica la profesionalización de la gestión con el propósito de formar eficientemente al funcionariado.


En un gobierno federal, el  poder central no debe ocuparse de materias que pueden ser atendidas en los estados y en los municipios. De acuerdo con el  principio de subsidiaridad el Estado tiene unos límites y si la sociedad y el individuo puede ocuparse de un asunto, no tiene porqué hacerlo el  sector público. El poder nacional y los poderes regionales  y locales deben promover el  fortalecimiento de toda la trama social, las organizaciones intermedias, las empresas, las comunidades organizadas y toda clase de asociaciones y redes que fomente la sociedad civil.


De esta manera, los países y organizaciones modernas se adaptan a las nuevas realidades y confían en las comunidades provinciales y locales cada vez más competencias, descargando a los gobiernos centrales de muchos asuntos y concentrándose en el  despliegue de grandes estrategias.


Esta es una nueva realidad en plena expansión, en la que las localidades, sus organizaciones y sus ciudadanos tendrán cada día más asuntos de que ocuparse y las posibilidades de influir en sus propios asuntos, en los de la Nación y del mundo crecerán en la medida en que sean competitivos, eficientes y se preparen adecuadamente.


Sin embargo, para fijar criterios respecto del papel de las organizaciones sociales y sus líderes. Las turbulencias que se acusan en la actualidad no son signos de desajustes, dado que por el contrario son manifestaciones de una multiplicidad de cambios que afectan profundamente a la humanidad. Así lo afirma González (2001): 

“Existe un cambio de paradigma o del modelo de pensamiento predominante, que abandona los esquemas basados en el mecanicismo... con el predominio de los valores como ... el  centralismo, la competencia y la autoridad vertical, para buscar senderos de mayor flexibilidad y creatividad, con tendencia a dar importancia a los valores como la solidaridad, la participación horizontal, la descentralización y otros elementos alternativos” (p. 56).

Como se puede apreciar, existe un proceso de cambios muy profundos en la sociedad actual, que, además, tiene un poder de información y de actuación jamás experimentado, por lo que es global, a pesar de la mayor o menor resistencia de algunas regiones.

La globalización, la integración en bloques de países, la conducta adoptada por los actores políticos contribuye a reafirmar la consigna de que no existe trasfondo ideológico en el diseño de las decisiones y que esa tarea se hace ante evidencias reales e incontrastables y soluciones evidentes, llenas de sentido común.


Se considera que el estilo tradicional de la democracia representativa ya no responde con agilidad a los desafíos de la sociedad moderna. Las nuevas realidades exigen cambios profundos en los sistemas políticos y una alternativa es abrirse a los modelos de mayor participación de la población. Pero esta participación no debe ser meramente formal, sino que por el contrario se lleve a cabo mediante elecciones, referendos o consultas.


La democracia juega un papel muy importante en los procesos de globalización y de regionalización. Venezuela en la década de los noventa necesitaba una amplia difusión de su cultura que deberían centrarse en “la tolerancia, respeto de los derechos de otros, creación de mecanismos que permitan la ampliación de la libertad, votar, expresar opinión y acceso a los medios de comunicación social” (Romero, 1998, B-15). La democracia admite correcciones y la mismas fundamentalmente deben apoyarse en el fomento de la participación de la población, para que los actores tradicionales reconozcan como adversarios legítimos a los nuevos actores políticos, y se dé cabida a la descentralización y regionalización.


La democracia venezolana se ha encargado de abrir espacios para que esta participación pueda darse a todos los niveles y en todos los sectores. Es perfectamente posible la concentración en el ámbito nacional, de las diversas políticas públicas y las decisiones sobre los grandes proyectos gubernamentales, no sólo con los interlocutores políticos tradicionales, sino con los propios sectores o comunidades involucradas.


Los espacios más ágiles para la concentración de las políticas, planes, programas y proyectos gubernamentales son los niveles provinciales y municipales. Es allí de donde surge la importancia de que estos entes territoriales tengan verdaderas competencias y materias sobre las cuales decidir. Es en este ámbito donde se aprecia la importancia de la descentralización.


Para que la democracia representativa de cabida a la democracia de participación, se hace imprescindible la descentralización política y administrativa. En un sistema altamente centralizado es muy difícil la participación y la mayoría de las decisiones que afectan a los ciudadanos son tomadas por funcionarios que generalmente están muy lejos de ser los beneficiarios, por lo que las mismas están muy alejadas de los verdaderos problemas de la comunidad ni sus decisiones toman en cuenta las potencialidades locales, este ha sido uno de los factores más relevantes en la crisis política, económica y social experimentada en la década de los ochenta con la gestión de gobierno de Jaime Lusinchi y posteriormente en el de Carlos Andrés Pérez.


La deslegitimidad de las instituciones hacía necesario que se acercaran las decisiones a los ciudadanos y que estos mediante sus organizaciones se incorporen a los procesos de toma de decisiones. Las comunidades son más eficientes que el gobierno y esta era y es una realidad más evidente, en sus diversos servicios y actividades.


El Poder Nacional como los poderes provinciales y locales deben adaptarse a estos nuevos roles. El gobierno nacional se encaminaba a reducir sus funciones pero afinaba las competencias en materia de planificación y control, por su parte, los entes territoriales mejoraban así sus capacidades para adaptar las políticas nacionales a sus realidades propias y para ejecutar proyectos, roles novedosos que exigen cambios tanto de cada nivel de gobierno como entre las relaciones intergubernamentales.


Con descentralización se aspiraba incorporar en forma más eficaz a las comunidades organizadas en la gestión de los asuntos públicos, interpretar de mejor manera las necesidades regionales y locales, promover el liderazgo provincial y comunitario, mejorar las economías locales al incrementarse la contratación de obras y servicios públicos, innovar en las formas de administrar los servicios y contribuir provechosamente  en la búsqueda de la heterogeneidad regional y comunitaria.


González (2001:90-91) cita como procesos generales en materia de descentralización, desarrollados en América Latina en materia de alternativas de gobierno los siguientes:

a) Reformas políticas que buscan ampliar o mejorar la representatividad de los órganos legislativos. Para esto se han creado circuitos territoriales menores que incorporan grupos de trabajo de la sociedad civil a los parlamentos nacionales, regionales y delas municipalidades, ampliando la capacidad legislativa y los mecanismos de consulta.

b) Reformas administrativas que incorporan nuevas formas de participación en la administración y el  control.

c) El proceso de descentralización que pone en manos de las provincias y los municipios nuevas competencias y servicios, así como  la ejecución de programas y proyectos.

d) La transferencia de los servicios a entes privados o no gubernamentales.

e) La organización de la población para participar con eficacia en las reformas de los estados nacionales y de las administraciones locales.

f) Los nuevos protagonismos que dan paso a las nuevas vanguardias de dirigentes menos sectarios y menos comprometidos con las burocracias tradicionales.

g) El  fortalecimiento de los grupos de presión no centralizados y el surgimiento de nuevos actores políticos.

h) La posición más activa del Estado como agente promotor del desarrollo. 

En Venezuela, el surgimiento de la nueva conciencia social planteaba el fortalecimiento del proceso de descentralización administrativa, Viciano y Martínez (2001) han expresado: 

Este elemento ha sido considerado un cambio revolucionario en la historia contemporánea del país... que alimentó y favoreció la aparición de soluciones regionales y locales, que no contaban con los partidos tradicionales. Se trata de los llamados nuevos liderazgos, que hicieron mella en el bipartidismo que hasta el  momento carecía de competidores serios, al provocar una redistribución del poder, tanto en el Estado como en los partidos (p. 59).  


Aunque la Constitución de 1961 establecía nominalmente un régimen federal de descentralización entre la República y los Estados federados,  y a pesar de la creación de la Comisión Presidencial para la Reforma del Estado (COPRE), para diciembre de 1984 por el ex -presidente Jaime Lusinchi, con la finalidad de elaborar un proyecto integral de reforma del Estado, la realidad política fue muy diferente y pasaron casi 30 años antes de que la ley desarrollara uno de los principios básicos del federalismo: la elección de los gobernadores por la población de cada Estado, a la que no obligaba la Carta Constitucional. 


Comentan Viciano y Martínez (2001) sobre los inicios incipientes del proceso de reforma del Estado en Venezuela:

Desde el 6 de junio de 1989, cuando el Congreso de la República la constituyó (a la COPRE),hasta marzo de 1992, trabajó la Comisión Bicameral Especial de Revisión de la Constitución, encargada de estudiar la reforma constitucional, conocida como Comisión Caldera por cuanto Rafael Caldera, participante en tres procesos constituyentes anteriores y por entonces senador vitalicio, la presidía. Se partió de la conveniencia de enmendar el texto vigente, y se desechó la reforma general de la Constitución que preveía la propia norma, así como la apertura de un nuevo proceso constituyente. La Comisión aceleró sus trabajos en particular tras el intento de golpe de Estado del 4 de febrero de 1992... tampoco prosperó la reforma dos años después, en 1994, formalmente declarado año de la reforma, cuando- en términos de la COPRE-“no concretó la voluntad política pretendidamente anhelada y tan necesitada”(p. 56).    

Ante la poco fructuosa actividad de la COPRE era fácil deducir que fueron pocos 

los instrumentos legislativos que consagraban la descentralización y la regionalización como factor de cambio político y de relegitimación de las instituciones. Seguidamente se señalará brevemente el contenido de los instrumentos jurídicos de mayor relevancia en materia de descentralización de Venezuela en el período comprendido entre 1989 y 1999:

a. Ley sobre Elección y Remoción de Gobernadores y la Reforma Parcial de la Ley Orgánica de Régimen Municipal:

La Ley sobre Elección y Remoción de los Gobernadores de Estado del 13 de abril de 1989 posibilitó para ese año la elección directa de los gobernadores de los Estados por la población de estas entidades federales y para 14 de junio de ese mismo año se sancionó la Ley Orgánica de Régimen Municipal, que exigía la elección directa de un Alcalde en cada municipio o distrito metropolitano. Estas leyes abrieron paso a la participación de la población y al auge de la regionalización.  Sin duda que fueron importantes en el proceso de transformación política en Venezuela: 

... otro elemento relevante en el cambio de pensamiento de los venezolanos y en el  surgimiento de una nueva conciencia social... es el avance del proceso de descentralización político-administrativa a partir de las primeras elecciones directas de alcaldes y gobernadores de los Estados en 1989. Este elemento ha sido considerado “un cambio revolucionario en la historia del país”, y...alimentó y favoreció la aparición de soluciones regionales y locales, que no contaban con los partidos políticos tradicionales (Viciano y Martínez, 2000, p. 59).   


Los gobernantes venezolanos, consideraban que nuestro país necesitaba de un

 gobierno central fuerte, pero las exigencias de la globalización fortalecían la consolidación de la participación ciudadana a través del proceso de descentralización. Los venezolanos consideraban como una necesidad política elegir a sus representantes directos para exigirles con mayor autoridad el idóneo desarrollo de su gestión.

b. Ley Orgánica de Descentralización Delimitación y Transferencia de Competencias del Poder Público:

El 28 de diciembre de 1989 se promulgó la Ley de Descentralización, Delimitación y Transferencia de Competencias del Poder Público que sin lugar a dudas fue un gran paso en el  proceso de descentralización.   Este instrumento legal venía a ser el desarrollo del contenido programático del artículo 137 de la Constitución de la República de Venezuela, según el cual mediante la promulgación de una ley sería posible transferir a los Estados materias que estaban exclusivamente reservadas al Poder Público Nacional.

A pesar de que tuvo gran significación para la reforma del Estado venezolano, la posibilidad de transferencia de competencias del Poder Público Nacional al estadal estaba supeditada a ciertas formalidades que en muchas oportunidades obstaculizaron los ideales descentralizadores.

II-C.- Los acuerdos internacionales:


Antes de entrar a analizar la situación venezolana con respecto a los procesos

de integración es importante manejar una noción clara que lo que significa la este fenómeno. La integración se puede definir de diversas maneras: “la integración consiste en el  proceso de unificación del territorio y de la población de los Estados contratantes, de libre juego de los factores de producción, con la finalidad de impulsar el  desarrollo económico y social” (Morales, 1980, p. 112); del contenido de esta definición resalta la inclusión del factor territorial y el humano para lograr el  progreso político antes que el económico.

Para otros la integración es: 
...la participación voluntaria y contractual de dos o más países, en un proceso de progresiva interpenetración de sus economías, mediante la eliminación de algunos obstáculos a sus corrientes comerciales recíprocas y demás factores de producción, y la armonización de ciertas medidas de políticas generales... que permitan crear un ambiente socio-económico capaz de servir de base al eficaz desenvolvimiento de un solo mercado de mayor dimensión (León de la Barca,1978, p. 19).    


En esta definición resalta el consenso que manifiestan los Estados para concretar el proceso de integración y la necesidad del establecimiento de políticas que creen un ambiente socio-económico que permita la participación en un mercado único de mayores dimensiones.


Venezuela  a finales de los ochenta y en la década de los noventa, apoyaba la apertura comercial internacional, porque perseguía compartir sus logros con sus socios comerciales y optimizar los beneficios de los flujos internacionales de tecnología y de capitales, como otra de las expresiones de la globalización. Nuestro país establecería acuerdos y vínculos comerciales dirigidos a profundizar la cooperación intra-regional según las afinidades geográficas, económicas y culturales, respetando las condiciones de apertura y desregulaciones, para aumentar la productividad y la competitividad.


La hispanidad y el iberoamericanismo, como tendencias que afianzan la identidad y fortalecen la interrelación con los países de diversa geografía, incrementaron nuestra capacidad de inserción en un escenario globalizado.


Colombia ha sido uno de los principales socios comerciales de Venezuela y, en conjunto, ambos países han sido factor dinamizador del Grupo Andino, tanto por su gestión promotora como por los logros concretos de apertura de sus economías. Nuestro país reconoció que la integración económica no podría lograrse exclusivamente a través de medidas económicas, porque las mismas no eran suficientes para asegurar el progreso y bienestar de la población. 

El  proceso de desarrollo implicaba negociaciones internacionales simultáneas en los frentes político, tecnológico, jurídico, educativo e institucional, se buscaba crear vínculos económicos fuertes, que reflejaran la interdependencia y el libre acceso recíproco para bienes, servicios, capitales y tecnologías, fuertes nexos entre empresas de ambas regiones, abundancia de información económica relevante en ambos mercados y una amplia red de instituciones biregionales de intercambios económicos.


El orden internacional juega un papel fundamental en los procesos de integración por ser: “... el contexto estructural que garantiza la convivencia operativa de los sujetos que participan en la dinámica del sistema mundial, sobre la base del respeto, voluntario o impuesto, a un conjunto de principios generales establecidos” (Córdova, 1999, p. 45). Como se puede apreciar, la voluntad integracionista de los países latinoamericanos ha tomado un viraje completamente diferente en los últimos años. La celebración de acuerdos de integración no se trata de una simple planificación de gobiernos, sino de un nuevo orden mundial que exige a América Latina buscar en el nuevo comercio internacional, un espacio económico y político para crecer y permanecer dentro de él como actor de significativa importancia.


Valecillos (1996) nos muestra el enfoque se le ha dado en los últimos tiempos al proceso de integración: 

Para la década de los noventa los acontecimientos internacionales (globalización, regionalización e interdependencia) obligaron a cambiar el prisma con que se observaban los procesos integracionistas. De una integración “hacia adentro” se ha pasado a una integración “hacia fuera”, de la protección del mercado se intenta saltar a la liberación de barreras arancelarias y para- arancelarias y la integración no es ya para asegurar un mercado cerrado, sino para proyectar a la región hacia el mercado mundial (pp. 30-31). 

De esta manera, los esquemas e iniciativas de la región se adaptan a la realidad propia e internacional siempre encaminados o encausados a la liberalización del comercio y al derrocamiento de las fronteras arancelarias.

La reforma del Estado se coloca bajo el signo de la liberalización económica, la cual se reduce a premisa e instrumento para el cumplimiento de las obligaciones de la deuda, la estabilización financiera, la superación de la crisis y el logro del crecimiento. 


Una de las tendencias que se deben destacar en la reforma del Estado es la de la liberalización de la economía desde el ámbito interno y externo, mediante la desregulación de la empresa privada, de la competencia y del mercado y por la apertura externa en lo comercial y lo financiero. Kaplan (2000) ha expresado sobre este particular lo siguiente: 

Un nuevo mercado financiero mundial, tecnificado y unificado en una red mundial electrónicamente integrada, ignora las fronteras; predomina cada vez más sobre los actores y fuerzas de las economías, las sociedades y las políticas nacionales. Ello plantea un problema de gobernabilidad a los estados; limita o desvirtúa sus decisiones y sus acciones, sobre todo la formulación y aplicación de políticas auténticamente nacionales (p. 21).


En la idea de un mundo globalizado, en el que las fronteras son ignoradas para fortalecer el mercado y la competitividad, las economías de los países avanzados y sus bloques productivo-comerciales, concentran gran parte del comercio y de sus inversiones en ellas mismas, al mismo tiempo que intensifican su competencia y aumentan su proteccionismo respecto a los países latinoamericanos y el Sur. Aquéllas exigen a éstos apertura a favor de sus propias exportaciones e inversiones, les imponen condiciones desfavorables en el comercio exterior y el financiamiento, incrementan sus exportaciones en esa dirección y disminuyen sus importaciones del mismo origen.


El  fomento de acuerdos regionales en Venezuela y en América Latina se debe originariamente a la creación de la Comisión Económica para la América Latina y el  Caribe (CEPAL), la cual se encargó de establecer y orientar la estrategia de desarrollo para cada región. Así surgió el primer organismo, de carácter supranacional, con la responsabilidad de elaborar una estrategia global y de aplicación continental para orientar el  desarrollo económico.


Caraballo (2000:194) comenta  que ese liderazgo que actualmente no tiene la CEPAL, lo han adquirido organismos multilaterales como el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo. Desde estos organismos se han elaborado estrategias sustitutivas para intentar la inclusión de América Latina y el Caribe en las nuevas condiciones exigidas por el  orden mundial.


Cabe destacar que la integración económica en América Latina y el Caribe, ha sufrido grandes cambios conceptuales y estratégicos a partir de la misma situación generada por la crisis de la deuda y el agotamiento del modelo sustitutivo de importaciones. La reforma económica ha incidido en el proceso de integración económica, dada la apertura de las economías que han pasado por la necesaria reestructuración interna. Sin embargo, a pesar de los eventuales inconvenientes para muchos la experiencia integracionista presenta un balance positivo: 

Gracias a la flexibilidad del Tratado de Montevideo de 1980, el  proceso de integración de la ALADI está pasando por una revisión conceptual e instrumental que se refleja en nuevas modalidades de negociación, celebración de acuerdos y concertación de acciones de cooperación, que le han impuesto un nuevo dinamismo, al mismo tiempo que lo han renovado y revitalizado. Las negociaciones, especialmente atinentes a la apertura de mercados, se concentraron en los ámbitos subregional y bilateral. Es en éstos donde se registran avances que culminan con la constitución de dos uniones aduaneras en formación y varios acuerdos dirigidos al establecimiento de zonas de libre comercio pluri y bilaterales. Las políticas de apertura externa junto a la densa trama de acuerdos comerciales entre los países de la región ha incentivado un fuerte incremento en los flujos comerciales intra-ALADI. En este sentido, las exportaciones intrarregionales representan una porción cada vez más importante de las ventas globales de la Asociación (Caraballo, citando al Sistema Económico Latinoamericano, 2000 p. 201).


De acuerdo con el SELA, el proceso integracionista en los años 1991 a 1995 supera en magnitudes, tanto económicas como políticas a todos los esfuerzos anteriores a la integración que se han intentado. Esta perspectiva integracionista se ha mantenido constante y los indicadores apuntan a su profundización, sin que ello signifique que estén ausentes los problemas de la constitución de una zona de libre comercio.


América Latina ha comprendido que la única vía de ampliación de la estrechez de los mercados internos está íntimamente ligada a la apertura y los procesos de integración.  La constitución de un “bloque comercial” es la única forma de hacer frente a la globalización pues la apertura y la competencia son los únicos medios para desarrollar las capacidades nacionales y regionales para lograr un crecimiento sostenido.


El  libre comercio se ha expandido en toda la región, fortalecidos los procesos de integración, hasta el  punto de que el  interés no es sólo de los Estados Unidos sino de la Unión Europea y de Japón y China por suscribir tratados de libre comercio y de ampliación de flujos comerciales y de inversión en casi todas las áreas. Sin embargo, se debe señalar que los acuerdos internacionales que ha suscrito nuestro país se han limitado a favorecer la integración económica porque sus fines son exclusivamente económicos y los medios que se utilizan para hacerlos efectivos poseen también naturaleza económica.

II-C-1.- Los “bloques regionales”:


Como se ha explicado, a finales del siglo XX se inicia el fortalecimiento del proceso de globalización gracias a la creación de mercados comunes o zonas de libre comercio las cuales se fueron fortaleciendo gradualmente. Es así como expresa Rangel (1999): 

En el fondo hubo una internacionalización sólo en la cúpula donde se intercambiaban las monedas al compás de los movimientos del comercio y las finanzas internacionales. Pero los países entre sí tenían escasas relaciones o aquellos en que esas relaciones habían alcanzado intensidad no fueron suficientes para romper el aislamiento o las separaciones reinantes... Con nuestro siglo viene el  proceso integrador que sí es capaz de superar las viejas divisiones territoriales (p. 94). 
   

 
Vale la pena señalar que es Europa la que asume la posición de vanguardia en 

esta materia. La lucha que sostuvieron para la restauración de sus economías después de la Segunda Guerra Mundial hicieron posible la creación de un solo orden monetario, el que surge de los acuerdos de Breton Woods que imponen el dólar como única moneda de vigencia universal. En la actualidad, la creación del Euro como una unidad monetaria supranacional avalada por los 11 integrantes de la Unión Europea es un signo manifiesto del proceso de globalización y del predominio de los “bloques regionales”, sobre los estados aislados.


La unión monetaria posee un fuerte trasfondo político y así lo destaca Neira (1999), en su artículo publicado en el Diario Frontera, titulado “Unidos por la Moneda”: “La moneda es uno de los signos de pertenencia a un Estado. Lleva en su anverso símbolos nacionales que afirman la identidad cultural de un país. La moneda simboliza, así, el  vínculo de la sociedad con el Estado soberano” (p. 8C). En este artículo se destaca que la aparición del euro, podría alterar la situación política mundial, afianzando un tercer bloque económico y aún militar, frente al actual imperio del dólar y el yen. Indudablemente que la unificación política se ha dado siempre antes de la unidad monetaria, pero en el caso de la creación del euro el  proceso se ha dado a la inversa.


La idea integracionista latinoamericana nació a comienzos del siglo XIX, durante la crisis final de las sociedades coloniales hispanoamericanas que culminó en la insurrección contra los países conquistadores. Sin embargo, el resurgimiento de las propuestas de integración sólo vendría a producirse después de la Segunda Guerra Mundial, ya no como objetivo político, sino como un instrumento concebido para favorecer el desarrollo económico capitalista de los países de la región. En ese contexto se planteó en los años 50 la necesidad de la integración de los mercados regionales como condición necesaria para el éxito del proceso.


América Latina se ha visto inmersa irreversiblemente en un proceso de integración subregional tomando como punto de partida el pensamiento latinoamericano.   Este proceso ha permitido la mejora de las condiciones de acceso a mercados que antes estaban fragmentados, a través del desplazamiento de la información, la tecnología y el capital. Sin embargo, la integración latinoamericana y la venezolana no es “real” o “total” porque no se armonizan políticas como la fiscal o la monetaria ni tampoco existen órganos de carácter supranacional que genere disposiciones obligatorias para sus destinatarios (Arnaud, 1996, p. 30). 

Ramacciotti (1996) destaca las bondades del proceso de globalización en esta materia:

... se han reestructurado las economías en concordancia con las fuerzas de mercado y la iniciativa privada, además, es de resaltar que la liberalización de las economías, ha llevado a una rápida expansión de los acuerdos bilaterales de comercio, la apertura de los mercados ha permitido descubrir los aspectos complementarios de las economías de varias subregiones latinoamericanas.


Los gobiernos se han dedicado a organizarse, a través de acuerdos de libre comercio  que  han dinamizado el funcionamiento de los ya existentes y que han dado 

origen a algunos nuevos e importantes.

II-C-2.- Acuerdos internacionales de liberalización del comercio:


Expresa Otis-Rotner (2001:47) que la liberación mundial de comercio surge con los Acuerdos Generales de Tarifas (GATT) y su evolución se ha concretado en la Organización Mundial del Comercio. Se debe resaltar que durante las negociaciones Brettón Woods, se aceptó como principio básico para el desarrollo del comercio internacional que este debería fluir sin obstáculos en todos los países del mundo, por lo cual era necesario que se dispusieran mecanismos que permitieran ir negociando las bases para un código de pautas para el comercio internacional sin restricciones así como la adopción de procedimientos para negociar reducciones arancelarias que permitieran un mayor flujo de relaciones comerciales.


La apertura comercial de Venezuela iniciada en 1989 y que se ha mantenido vigente a pesar de los conflictos internos sufridos por nuestro país, la ha constituido en signataria de acuerdos de libre comercio, así como de la búsqueda de nuevas alianzas comerciales.

a. Organización Mundial del Comercio (OMC):

Esta institución internacional fue creada para promover y aplicar un libre cambio global. La OMC fue fundada en 1993 por el Acta Final que cerrada la Ronda Uruguay de negociaciones multilaterales contempladas en el  Acuerdo General sobre Aranceles y Comercio (GATT), al que sustituye. Esta organización tiene como finalidad administrar y controlar los 28 acuerdos de libre cambio recogidos en el  acta final, supervisar las prácticas comerciales mundiales y juzgar los litigios comerciales que los estados miembros le presentan. 

Sus decisiones son vinculantes para sus miembros, aunque es independiente de la Organización de las Naciones Unidas. La OMC proporciona un marco para el  ejercicio de la ley dentro del comercio internacional, amplía las disposiciones recogidas en el  GATT e incluye, además, los servicios, los derechos a la propiedad intelectual y la inversión. 


Este organismo cumple una función muy importante en el ámbito mundial porque tiene como finalidad velar por la libertad en los intercambios comerciales y a u vez orientar el  comercio liberalizado (Diez, 1999, p.375).

b. La Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC):


La CEPAL, cumple una importante función en la elaboración de un proyecto dirigido a la constitución de la zona de libre comercio y en la instauración de un programa de desgravación uniforme de acuerdo con la naturaleza de los productos comercializados. Tras una serie de negociaciones se llegó el 18 de febrero de 1960 a la aprobación del tratado que en líneas generales cumplía con los lineamientos de sus países miembros: Argentina, Brasil, Chile, México, Paraguay Perú y Uruguay y posteriormente se sumarían Colombia y Ecuador en 1961, Venezuela en 1966 y Bolivia en 1967.


El sistema aparecía constituido sobre el principio de reciprocidad y la cláusula de la nación más favorecida, con los correctivos de las cláusulas de salvaguarda permisivas de eventuales restricciones a la importación o de medidas a favor de los países de la Zona de menor desarrollo económico. También para favorecer la integración y la complementación de las economías de los distintos países de la zona, se proponía armonizar los regímenes de importación y exportación y los tratamientos aplicables a los capitales, bienes y servicios procedentes fuera de la zona, así como la coordinación de las diversas políticas de industrialización. En lo que respecta a su naturaleza jurídica la idea de cooperación se ajustaba al estricto respeto de la soberanía de los países miembros.  


A pesar de la entrada en vigencia del nuevo Tratado de Montevideo en 1981, se debe destacar que subsisten en la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI) los mismos objetivos económicos que su antecesora en materia de libre comercio.

c. Acuerdo Subregional Andino o Pacto Andino:


Una Comisión Mixta instituida en virtud de a Declaración de Bogotá, preparó en sucesivas reuniones las normas reguladoras de los acuerdos subregionales y en la quinta reunión de la Comisión, celebrada en Bogotá en 1968, se aprobó el proyecto de un convenio constitutivo de la Corporación Andina de Fomento (CAF), firmado el  7 de febrero de 1968 por Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador, Perú y Venezuela.


Al finalizar la VI reunión de la Comisión en Cartagena, se suscribió finalmente el  acuerdo de integración andina, denominado “Acuerdo de Cartagena”, el  cual instituye el Grupo Subregional Andino. Este acuerdo consta de 15 capítulos contentivos de 14 artículos y 3 anexos y está orientado a la promoción del desarrollo económico equilibrado y armónico de los países miembros, para que se facilite su participación en el proceso de integración previsto en el Tratado de Montevideo y establezcan las condiciones que permitan el perfeccionamiento del mercado común latinoamericano.


Para el logro de estos objetivos, el  Acuerdo dispone entre otros, los siguientes mecanismos y medidas:

1. Programación conjunta del proceso de industrialización subregional y ejecución de Programas Sectoriales de Desarrollo Industrial.

2. Adopción de un programa de liberación de intercambio, conjuntamente con el  Arancel Externo Común.

Con relación a la armonización de políticas económicas y coordinación de planes de desarrollo se hace mención del  compromiso de adoptar una estrategia para el  desarrollo de la Subregión, encaminada al mejoramiento de la posición del área en su conjunto y de cada uno de los países, en lo referente al comercio exterior y a la balanza de pagos. 


La Comisión se encargará de aprobar programas  sectoriales de Desarrollo Industrial, a ejecutarse conjuntamente, que contengan cláusulas sobre nuevas inversiones a escala subregional y su financiamiento, programa de liberación que podrían ser a ritmos diferentes de desgravación por países y productos, pero asegurando siempre el libre acceso de los productos respectivos al mercado subregional y arancel externo común.


En este Acuerdo establece la aprobación del Arancel Común Externo Mínimo Común como etapa previa al Arancel Externo Común, con los siguientes objetivos:

1. La adecuada protección a la producción subregional.

2. Creación progresiva de un margen de preferencia subregional.

3. Estímulo de la eficiencia de la producción.

Córdova (1999: 215- 229) analiza de la vigencia del Acuerdo Subregional Andino fraccionándola en los siguientes períodos:

a. Desde su constitución en 1969 hasta 1981:


En un primer momento se orientó a servir de punto de partida para la gradual formación de un mercado común latinoamericano. Entre esos logros se destacaron el  inicio de la liberación del intercambio comercial en el interior del grupo, avances en la adopción de un Arancel Externo Mínimo Común como etapa previa a la definición de un arancel común frente a los terceros países, el tratamiento uniforme a las inversiones extranjeras, la creación de empresas multinacionales andinas, la aprobación de acuerdos sectoriales básicos para la programación industrial en las ramas de la petroquímica, metalmecánica y siderurgia, la creación de instituciones financieras propias, como la Corporación Andina de Fomento (CAF) y el Fondo Andino de Reservas que se transformará posteriormente en el Fondo Latinoamericano de Reservas.


Se lograron en esta etapa distintos acuerdos de cooperación en materias de salud pública, educación, ciencia y cultura así como en el campo de la seguridad social y laboral.

b. Década del estallido de 1982 a 1990:


En esta etapa debido a las conocidas limitaciones financieras, aunque también a la inoperatividad del viejo modo de articulación desarrollista al fordismo central debido al agotamiento de los regímenes de acumulación. Como consecuencia de la crisis que se produjo, además, una notoria disminución del esfuerzo integracionista oficial que había sido hasta entonces, el motor de la marcha del grupo, se llevó a temer por su continuidad.   

c. La etapa de 1990 al 2000:


Esta tercera etapa se inicia dentro de un ambiente internacional y nacional en el  que coincidieron por primera vez en la historia el conjunto de condiciones que, no sólo harían posible la integración económica subregional, sino que la establecían como una condición necesaria para la reinserción competitiva en el  orden económico internacional postfordista en el proceso de conformación. 


En este nuevo contexto, el esfuerzo realizado por los 5 gobiernos subregionales para crear los instrumentos institucionales formales para la integración, recobró un nuevo dinamismo voluntarista. El punto de inflexión hacia la nueva etapa fue la conformación en 1990 de un Consejo Presidencial Andino, constituido por los 5 jefes de Estado de la subregión, organismo que logró rápidos avances que culminaron con la entrada en vigencia en 1992 de la Zona de Libre Comercio y el  Arancel Externo Común, además de la eliminación de todas las formas de subsidios a las exportaciones internas.


Otro aspecto que registró un profundo cambio a partir de 1991 fue el  tratamiento de las inversiones extranjeras, tanto desde el punto de vista conceptual como en términos de su regulación. En este último aspecto se destaca el habérsele otorgado los mismos derechos y obligaciones que a los inversionistas nacionales; la libertad de transferencia al exterior, en divisas libremente convertibles, de las utilidades netas de su inversión; sin limitaciones porcentuales como en las anteriores reglamentaciones; definición como nueva inversión extranjera ala reinversión de las utilidades de las ya establecidas; derecho a las importaciones de capital; garantía de libre acceso al mercado andino mediante el goce de los beneficios de programa de liberación común a favor de la producción de empresas extranjeras registradas.


Se liberaron también otros aspectos que aparecían regulados en las disposiciones anteriores, tales como la eliminación de las reservas de ciertos sectores productivos, previamente destinados en exclusividad a las inversiones nacionales o mixtas; el  acceso al crédito interno, etc.


En materia de transporte intrasubregional, se acordó una política de espacio marítimo  común  y de cielos abiertos tendiente a mejorar los intercambios de espacio 

entre los socios y elevar su eficiencia y competitividad. 


Como forma de acelerar la evolución del Grupo Andino hacia el  establecimiento de una Zona de Libre Comercio en 1995 y una Unión Aduanera en el  2000, los Jefes de Estado de Colombia y Venezuela firmaron un acuerdo para intensificar el proceso de integración binacional en marzo de 1991.


Entre los instrumentos tendientes a mejorar las condiciones del flujo de mercancías y la complementación industrial entre los países destacan las facilidades para el  transporte y la liberación de controles aduaneros, los acuerdos de cooperación interempresariales, la formación de la Cámara binacional de integración y otros avances institucionales e infraestructurales.


En 1996, se reforma el Acuerdo de Cartagena, para reestructurar institucionalmente el Grupo Andino. En este Protocolo se crea la Comunidad Andina, integrada por Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela y por los órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración. Se debe señalar que no se modificaron los objetivos del Acuerdo de Cartagena “... éste mantiene sus metas, a saber, la creación de una unión aduanera y de un mercado común, es decir, no se ha buscado una profundización en la forma de integración, a pesar de que las nuevas denominaciones pudieran sugerir que ha sido la intención el avanzar hacia una unión económica” (Peláez, Castillo y Duque, 1996, p. 1).  

d. Acuerdos Comerciales entre Venezuela y otros países latinoamericanos y centroamericanos:


Venezuela ha buscado intensificar sus relaciones comerciales con Centroamérica y el Caribe. Nuestro país desde 1991 sostiene relaciones con los países centroamericanos con el  fin de suscribir un acuerdo internacional sobre comercio e inversión; pero mientras se desarrollaban estas negociaciones estaban vigentes acuerdo de Alcance Parcial, permitidos por la ALADI, con Costa Rica, El  Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua. 


Con el Caribe, Venezuela tiene vigente un acuerdo sobre comercio e inversiones con la comunidad del Caribe (CARICOM), en el que se establece un programa de liberalización que finalizó en 1996 y mantiene acuerdos de Alcance Parcial con Guyana, Cuba y Trinidad y Tobago.


Venezuela tiene un Acuerdo de Libre Comercio con Chile según cuyo programa de Liberación una primera lista de productos quedaría desgravada en 1997 y una segunda lista en 1999; el sector automotriz estaba totalmente desgravado y existía una partida de excepciones que comprendía 220 subpartidas arancelarias.


Perú y Venezuela, a pesar de ser miembros de la Comunidad Andina de Libre Comercio, el 7 de enero de 1993 celebran un acuerdo en el que convienen en otorgarse la desgravación total a los productos originarios y procedentes de sus respectivos territorios, cuya vigencia fue prorrogada hasta 1997.


Y, nuestro país participa también en la negociación establecida entre el Grupo Andino y MERCOSUR, con miras a la creación de una zona de libre comercio que integre a ese bloque regional formado por Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay con el Grupo Andino (Peláez, Castillo y Duque, 1996, p. 10).  

f. Grupo de Río:

       El  Grupo  de Río, es una organización interamericana constituida en 1986. En la 

actualidad, sus miembros son: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, México, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela.

        Esta organización actúa corno mecanismo permanente de consulta y concertación política, que refuerza la integración regional y representa al área en la negociación con otros bloques internacionales. Mantiene vínculos con la Comunidad del Caribe (CARICOM), el Grupo de Contadora, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), y mantiene una relación especial con la Unión Europea, especialmente desde la Declaración de Roma realizada el 20 de diciembre de 1990, que institucionalizó esta colaboración mediante la celebración de encuentros ministeriales conjuntos, lo que ha dado lugar a la declaración efectuada en 1993, sobre el papel que el Banco Europeo de Inversiones (BEl) comenzaría a desempeñar en Latinoamérica, destinando importantes fondos para la ejecución de grandes proyectos de infraestructura.

g. Grupo de los Tres:

       El Grupo de los Tres, es un bloque económico regional compuesto por Colombia, México y Venezuela, cuyo objetivo es la creación de una zona de libre comercio entre los estados miembros. En enero de 1991 se acordó el inicio de consultas previas para lograr un acuerdo sobre comercio e inversión en el área. La liberalización comercial y la reducción de aranceles sobre el comercio mutuo se haría progresivamente, en un plazo máximo de tres años, aprovechando la favorable coyuntura económica. No obstante, las crisis financieras sufridas con posterioridad por los tres países firmantes, muy especialmente el desplome de la cotización del peso mexicano en 1995 (el llamado 'efecto tequila') tras la firma del Tratado de Libre Comercio Norteamericano (TLC) entre México, Estados Unidos y Canadá, han defraudado las expectativas puestas en el Grupo (Enciclopedia Encarta, Microsoft, 2002).

h. Perspectivas de Venezuela en la liberalización del comercio:


Para 1998, se celebró en Santiago de Chile la II Cumbre de las Américas, con la participación de los 34 Jefes de Gobierno del Hemisferio Occidental, a excepción de Cuba con el propósito de discutir sobre la creación del Área de Libre Comercio de las Américas o ALCA. Capriles y Mota (1998) comentaron sobre este particular:

Este proceso se inició formalmente con la Cumbre de las Américas, celebrada en diciembre de 1994 en la ciudad de Miami, Estados Unidos, aun cuando encuentra su antecedente en la iniciativa para las Américas formulada por el  Presidente estadounidense George Bush. En esa oportunidad, los Jefes de Estado y de Gobierno de los 34 países del Hemisferio acordaron construir una “área de libre comercio de las Américas” o ALCA y completar las negociaciones para el avance sustancial hacia dicho acuerdo para el año 2000. Además, emitieron una “Declaración de Principios”, conforme a la cual se comprometieron “...a  fomentar la prosperidad, los valores y las instituciones democráticas y la seguridad de nuestro país”(p. 2).   

El ALCA se propondría adoptar un Plan de Acción, en el cual los Jefes de Estado 

y de Gobierno, con el deseo de ejecutar los objetivos generales contenidos en la Declaración de Principios, reconocen el compromiso de los países con las reglas y disciplinas multilaterales de la Organización Mundial del Comercio. El Ministro de Industria y Comercio de Venezuela Freddy Rojas Parra, actuando como vocero de la comunidad andina señaló que dada la importancia de las negociaciones para la creación del ALCA nuestro país debería intervenir en la concreción de este proyecto para afianzar la liberalización del comercio.


Con relación a los logros de la Comunidad Andina de Naciones se debe señalar que en 1998 se continuaban desarrollando las relaciones comerciales entre los países miembros a pesar de la crisis interna venezolana y la expansión de la comercialización de los productos al territorio de la Unión Europea.

Capítulo III: Los instrumentos jurídicos venezolanos y el proceso de globalización

III-A.-Legislación económica:


Indudablemente que el fenómeno de la globalización posee una génesis en lo económico, que se ve reflejada en la legislación económica adoptada por los distintos órdenes estatales. Así lo ha expresado Lobo (1997)”la globalización gira en el entorno de lo económico, es decir, tiene como objetivos resolver problemas económicos de los países, uno de contorno local de un país, y el otro, de ámbito internacional, donde entran en juego grandes inversiones de capital”. En Venezuela, el proceso de globalización ha dado lugar a la promulgación de diversos instrumentos normativos, los cuales serán objeto de estudio en este Capítulo.

III-A-1.- Marco jurídico de las “asociaciones estratégicas” en el sector petrolero:


El mercado interno de los productos derivados de hidrocarburos por mucho tiempo se han distribuido dentro del marco de regulación que ha favorecido la presencia de PDVSA en todos los niveles de esta estratégica cadena de comercialización.


El capital privado ha participado a través de los conocidos contratos de concesión, se ha venido desarrollando en un contexto de protección con garantías de márgenes de comercialización y sin la competencia de un mercado con pocos incentivos para innovar y prestar un eficiente servicio al usuario; permaneciendo el  sector comercial sometido durante una largo período de tiempo a los criterios de esta industria petrolera y al Ministerio de Energía y Minas.


No obstante, en Venezuela el débil comportamiento de las exportaciones no tradicionales coincidió con un nuevo auge en el sector petrolero debido a una combinación de factores externos e internos porque se propuso para los años noventa concertar el  esfuerzo del país y de cuantiosos flujos de inversiones extranjeras en el  reforzamiento del sector petrolero.


La crisis de la industria petrolera venezolana según Rangel (2000), se puede expresar de la siguiente forma: “...no hay empresa grande que escape al peligro de perder la independencia... compañía que no investigue está condenada a perecer o a ser absorbida por otra que sí lo haga..” (p. 76).   


PDVSA se propuso institucionalizar esa política de expansión, mediante la puesta en vigencia de un “escenario productivo”, que en oposición al escenario tradicional, recondujera una parte de los recursos petroleros estadales hacia la propia industria petrolera.


Lander (2000), sobre las “asociaciones estratégicas”, en el sector petrolero:

La apertura petrolera es una de las formas, sin duda la más importante, como Venezuela responde acríticamente a los reclamos de la globalización. Sin considerar que la globalización tiene un diferente sentido para nosotros que para los países desarrollados y que la globalización que nos ha venido encima y hay que ver como nos defendemos de ella, con la apertura se transfieren, del sector público al sector privado, fundamentalmente al capital trasnacional, importantes y crecientes actividades de la industria de los hidrocarburos en el  país, actividades que desde la ley de nacionalización habían estado reservadas al Estado venezolano (p. 144)

.


Como se puede observar, el proceso de apertura petrolera, como expresión manifiesta del proceso de globalización conduce a que el Estado venezolano renuncie a la soberanía y poderío que desplegaba en la empresa fundamental: la industria petrolera.


Con el proceso de apertura petrolera se profundizó y consolidó la autonomía de PDVSA y sus filiales respecto al Estado venezolano, adquiriendo así mayor fuerza el poder petrolero de cualquier forma de control que ejerciera la sociedad o el  Estado.


Comenta Lander (2000:145) que las metas planificadas por PDVSA, llevarían a una confrontación con la OPEP, en virtud de que las políticas expansivas acarrearían magnitudes de inversión que comprometerían el futuro de la industria petrolera.


Para superar los obstáculos del proceso de apertura petrolera, en noviembre de 1990 un recurso solicitando la nulidad del artículo 3 de la Ley de Hidrocarburos y los artículos 2 y 5 de la Ley que reserva al Estado la Industria del Gas Natural, quien en abril de 1991, la Corte emite un controvertido fallo en el cual, además de declarar nulos los artículos solicitados por el demandante. Esta decisión de la anterior Corte da cabida no solo al desarrollo del Proyecto Cristóbal Colón, sino a toda la política de apertura petrolera.


Los que impulsaron el proyecto los promovieron argumentando que, con algunos ajustes legales y consideraciones tributarias especiales, el proyecto sería rentable. A pesar de que las expectativas del mercado de exportación eran prometedoras los expertos internacionales no opinaban de igual manera, sin embargo, Lagoven y PDVSA, continuaron adelante con el proyecto y en agosto de 1993, a raíz de una severa crisis política y bajo el gobierno de Ramón José Velásquez, el  Congreso Nacional aprobó el proyecto de asociación de Lagoven con Shell, Exxon y Mitsubishi para la explotación, licuefacción y exportación del gas libre de los yacimientos del norte de Paria. Para 1996, contrariando a todos los optimistas pronósticos, los asociados en el proyecto anuncian públicamente su decisión de postergarlo por 5 años.


Con este proyecto se introducen importantes novedades en la industria petrolera desde la nacionalización. Hasta la aprobación del Proyecto Cristóbal Colón el control del Estado sobre las empresas mixtas había sido entendido como un control  accionario de la empresa, es decir, sobre más de la mitad del capital accionario de la empresa y con el Proyecto Cristóbal Colón, se acepta una participación de sólo un tercio del capital accionario inventándose fórmulas jurídicas para cumplir con lo pautado.


La nulidad del artículo 3 de la Ley de Hidrocarburos permitía que la asociación tuviera una duración mayor de la acostumbrada. El arbitraje internacional es aceptado como mecanismo para dirimir querellas, renunciándose a la soberanía jurídica de nuestro país. Destaca Lander (2000): 

El Estado se retrae tanto en su participación en la renta, al reducir los tributos, como del control en la producción al aceptar empresas mixtas con participación en el capital accionario inferior al 50%, pero más aún, por estar representado en esa asociación por un ente semi-público, Lagoven, autonomizado en alto grado del control estatal (p. 151).  

Es así como el Estado venezolano subroga su soberanía y acepta la disminución de los impuestos del 67% fijado por la Ley de Hidrocarburos al 34% que era la alícuota fijada para cualquier actividad mercantil no petrolera, y por si esto no fuera suficiente se renuncia a la soberanía tributaria al establecer por vía contractual que Lagoven debía compensar a los socios internacionales por cualquier consecuencia que les fuera perjudicial originada por las modificaciones del régimen tributario.

En junio de 1992 se seleccionaban por PDVSA y el anterior Ministerio de Energía y Minas, los ganadores de la licitación de la primera serie de convenios operativos para la reactivación de la economía petrolera. Los convenios permitidos en el artículo 5 de la Ley de Nacionalización derogado por la decisión de la anterior Corte Suprema de Justicia, dieron paso a la reactivación de los campos petroleros inactivos, a los fines de alcanzar las metas de expansión propuestas. Para ello se tuvo que recurrir a la licitación entre inversionistas privados, específicamente compañías petroleras internacionales.


 En esa oportunidad se alegaba no disponer de los recursos de inversión necesarios. Para la primera ronda fueron sacadas a licitación nueve unidades de producción de las cuales  cuatro quedaron desiertas al no recibir ninguna oferta y, posteriormente Shell, ganadora de la unidad de Pedernales, renunció a la misma por no establecerse en su contrato operativo el arbitraje internacional, como la forma de resolver las disputas entre las partes. La BP aceptó las condiciones iniciales y se hizo cargo de esta área.


Estos primeros convenios se limitaban a la extracción de crudos de los yacimientos con el uso de nuevas tecnologías de recuperación profunda. Las compañías operadoras no adquirían ningún derecho sobre el petróleo extraído y se comprometía a entregarlo en su totalidad a la filial, por esa actividad la compañía era remunerada de acuerdo a las fórmulas establecidas y eran gravadas de acuerdo con el  Impuesto sobre la Renta de cualquier empresa mercantil.


Esta primera experiencia que no cubría las expectativas que se planteaba PDVSA, por sólo recibir oferta para cinco de los nueve campos licitados se superó en la segunda vuelta de licitaciones realizada en 1993, oportunidad en la que las condiciones de los contratos se modifican para hacerlos más atractivos a los licitantes.


Se renuncia a la jurisdicción venezolana para la resolución de controversias entre las partes y se levanta la limitación de la profundidad de perforación, dejándola al criterio de la compañía operadora.


En la segunda ronda se licitaron cuatro unidades productivas y todas ellas fueron entregadas mediante contratos y en la tercera ronda los cinco campos sometidos a licitación fueron reservados a consorcios con participación de inversionistas nacionales para aminorar las críticas de las anteriores rondas de licitaciones que se otorgaron a empresas multinacionales extranjeras.


Entre los años 1991 y 1992 PDVSA firmó once cartas de intención con compañías petroleras transnacionales interesadas en la explotación de crudos extrapesados, dichas cartas serían un primer paso para la conformación de asociaciones de acuerdo con lo pautado en el artículo 5 de la Ley de Nacionalización.


Comenta Lander (2000:155) que desde 1993, fecha en que se firmaron dos convenios fueron aprobadas por el anterior Congreso Nacional cuatro empresas mixtas, dos con la participación de Maraven, la primera en asociación con Conoco y la otra con Total, Norsk Hydro y Statoil, una con Corpoven en asociación con Arco y Phillips y la cuarta aprobada entre Lagoven con Mobil y Veba Oil. Estas empresas mixtas estaban orientadas a la extracción y mejoramiento de crudos o a la extracción y mejoramiento de crudos o a la extracción y producción de orimulsión. Mediante acuerdos operacionales con Corpoven, Lagoven y Maraven, se extrae crudo pesado, se procesa y las casas de Bitor en Estados Unidos, Europa y Asia se encargan de su promoción y comercialización.


Las “asociaciones estratégicas” para el desarrollo de la producción en la Faja del Orinoco, fueron las que recibieron menos críticas en el proceso de apertura petrolera. Los desafíos tecnológicos involucrados en estos proyectos, sobre todo para los procesos de refinación profunda y las inversiones requeridas hacen que esas asociaciones sean atractivas para el Estado venezolano. Sin embargo, como se ha resaltado en este punto, la desventaja de estas asociaciones radica en el hecho de que no garantizaban el control del Estado, por su participación en calidad de socio minoritario y la disminución de las cargas tributarias que repercutió en los ingresos fiscales de la época.   


La política de apertura petrolera se desplegó a través de las llamadas Asociaciones para la Exploración a Riesgo de Nuevas Áreas y la Producción de Hidrocarburos Bajo el Esquema de Ganancias Compartidas, bajo esa nueva modalidad de llama al capital privado internacional a participar en la exploración y explotación petrolera de crudos convencionales, ligeros y medianos en Venezuela.


El 4 de julio de 1995 el Congreso Nacional, aprobó el marco de condiciones para la celebración de los convenios de asociación y el parámetro de la licitación fue la denominada Participación del Estado en la Ganancia, la cual era una tributación adicional y especial fijada por vía contractual que oscilaba entre el  29% y el 50%. El  19 de junio se autorizó definitivamente la celebración de ocho convenios de asociación. Según han dicho los analistas, estos convenios han sido los más criticados entre los impulsados por la política de apertura petrolera.


Posteriormente, en diciembre de 1995 y enero de 1996 se demandó ante la anterior Corte Suprema de Justicia la nulidad de los convenios del 4 de julio de 1995 con ocasión de la inmunidad tributaria de las asociaciones con respecto a las entidades estadales y municipales y por la inclusión de la cláusula de arbitraje internacional. Sin embargo, esa demanda no prosperó debido a la derogatoria del artículo 3 de la Ley de Hidrocarburos que indudablemente comprometía la soberanía venezolana.


Para unos este proceso de apertura desmejoró gravemente las condiciones de participación de la Nación en la industria petrolera porque el Estado venezolano se limitó a ocupar el papel de recolector de tributos, nada se convino sobre las inversiones de refinación, petroquímica y lo contemplado sobre transferencia de tecnologías y la formación y capacitación del personal no estaba definido claramente.


Con respecto al manejo del precio de los combustibles, PDVSA como parte de la política de apertura petrolera adelanto varias iniciativas dirigidas a fomentar la inversión del sector privado como fue el caso del proyecto de Ley de Mercado Interno de Hidrocarburos en la que el Estado renunciaba a su participación en la fijación de los precios de combustible. Debe recordarse que la fijación del precio de la gasolina por parte del Estado ha sido un factor de interés político e incluso desencadenante de explosiones sociales como El Caracazo en 1989, por lo que no sería fácil para el Ejecutivo Nacional aceptar que se fijara por el valor de exportación a puerta de refinería.


En este periodo del proceso de apertura petrolera se programa la elaboración de nuevos instrumentos jurídicos que se encuentren acordes con los intereses de la nueva industria petrolera venezolana.

        Los conocedores de la materia consideraban que era fundamental el  establecimiento de un mecanismo normativo que derogara los instrumentos legislativos vigentes en esa oportunidad y que permitieran el ingreso del sector privado internacional y que favoreciera la sana competencia en el mercado de los hidrocarburos.


Este proceso se encaminará hacia un estudio cada vez más profundo de las relaciones entre el gobierno y la industria petrolera fundado en aspectos como los siguientes:

1. La contraposición de intereses entre el Estado y PDVSA; el Estado quiere mayores ingresos y la industria quiere reinvertir parte importante de sus ganancias para desarrollar su capacidad de producción.

2. Los gerentes  de la empresa nunca se consideraron funcionarios públicos ni aceptaron  a PDVSA como una agencia gubernamental.

3. La visión de la gerencia de PDVSA del Estado era una de despilfarrador. De allí que lo que se entregara como recurso sería mal utilizado, era preferible gastarlo en inversiones aunque desde el punto de vista profesional esta decisión se pudiera diferir.

4. El mundo político sospechaba de la verdadera eficiencia de la gerencia petrolera. “Cualquier amigo de casa puede gerenciar a PDVSA”.

5. Visto de esta manera debería crearse un ente que pudiera actuar entre el  Gobierno y PDVSA, para neutralizar en lo posible estos conflictos objetivos(Rodríguez, citado por Quiros, 2001, E/4).

III-A-2 Marco jurídico de las privatizaciones:

     
El problema del rendimiento de las empresas públicas ha sido estudiado en el ámbito mundial. Según Wortzel y Corburn (1985: 67) los factores que han girado en torno a este tema se pueden sintetizar de la siguiente manera:

a. La multiplicidad de accionistas:


Una de las razones del deficiente rendimiento económico observado por las empresas públicas en el ámbito mundial se refiere a la multiplicidad de accionistas, quienes han buscado satisfacer sus necesidades e intereses específicos obstaculizando el manejo efectivo de las empresas públicas.

b. El fenómeno burocrático:


Otra de las explicaciones que se ha dado sobre esta problemática es que las empresas públicas son controladas burocráticamente como si fueran organismos gubernamentales o ministerios cuya misión fuera más bien la de formulación de políticas y no la de ser empresas interesadas en la venta de un producto o un servicio.

c. Las fallas gerenciales:


Una tercera explicación se centra en la gerencia de las empresas del Estado. Factores como la poca experiencia de los ejecutivos de alto nivel, su falta de libertad para contratar y despedir personal y la carencia de normas y procedimientos de evaluación y control, contribuyen de manera conjunta a la incapacidad o la falta de motivación de la gerencia para funcionar eficientemente. 

En Venezuela, las empresas del Estado experimentaron una difícil crisis derivada del manejo inadecuado de las directrices impartidas por el Gobierno. La gerencia de las empresas públicas era designada por los titulares del Ejecutivo que se encargaron de manejarlas como si fuesen empresas familiares de su propiedad, designando como gerentes a sus familiares o allegados y empleando en ellas su clientela política. Kelly de Escobar (1985) considera que este es uno de los factores que determina la deficiencia de las empresas públicas: 
Se crea una empresa pública grande, dotada de recursos que superan con creces los de la gran mayoría de las principales empresas del país. Su presidente necesariamente debe ser amigo del partido de gobierno y es de libre remoción... tales condiciones tienden a atraer a la empresa cierto tipo de gerente, que va desde el  político hasta el  redentor social (p.9). 

Sin duda que la gerencia de una empresa, cualquiera que sea su naturaleza no puede está sujeta al clientelismo político y ese fue quizás uno de los factores que mayor incidencia tuvo en el proceso de privatización de las empresas públicas en Venezuela.  

Para hablar de privatización de las empresas, es fundamental decir que este proceso consiste en la transferencia en forma de venta o traspaso al sector privado, la propiedad y administración de las empresas del Estado, bienes y activos relacionados con la actividad productiva del mismo. La nacionalización de industrias lograda por el Estado venezolano en épocas anteriores, con sus errores y desaciertos permitió lograr un cierto nivel de progreso y desarrollo social creando espacios nuevos para el  desarrollo del sector moderno de la economía y la generación de puestos de trabajo (Márquez, 1997).


En el segundo Gobierno de Carlos Andrés Pérez el colapso de las empresas estatales da lugar a que se planteara la privatización de las empresas públicas  con una visión ideológica estrictamente fiscalista, debilitando al Estado para fortalecer el  mercado. Los promotores del proceso de privatización argumentaban que si la propiedad se dispersaba como resultado del proceso, la jerarquía gerencial que manejaba la empresa se fortalecería, quedando en una situación semejante a la de una empresa privada cuyo capital se ha difundido y los dueños han pasado a ser inversionistas pasivos.


La privatización de las empresas, según los partidarios del proceso perseguía entre otros objetivos los siguientes:

1. Elevar la competitividad de la empresa con un inversionista que tenga experiencia, conocimiento del negocio y capacidad financiera.

2. La diversificación del capital y la participación del público que garantice la debida y oportuna supervisión pública.

3. Eliminar incentivos de la propiedad y la gerencia de empresas estatales.

4. Proveer bienes y servicios que el mercado estatal no es capaz de producir.

5. Asegurar la asignación óptima de los recursos en cuanto al valor de las acciones en el mercado, propiedad de los accionistas privados.

6. Sanear el ingreso final, mejorando la estructura de gastos.

7. Incrementar el  número de accionistas en las empresas.

8. Utilizar recursos presupuestarios futuros en gastos de mayor rentabilidad social.

Es evidente que una de las expresiones del proceso de globalización es la promoción de la privatización de empresas del Estado. Así lo destaca Roosen (1997):

La globalización exige, tanto de los gobiernos como de los empresarios, la formulación de estrategias para adaptarse exitosamente al ambiente de competencia mundial imperante. La redefinición del papel del Estado  persigue deslastrarlo de actividades que no le son propias, para que se concentre en áreas que no pueden depender únicamente de la iniciativa privada... En el  sector privado, por su parte, se impone la búsqueda de compañeros de ruta que permitan a los empresarios potenciar sus respectivos negocios para conformar un equipo ganador en la competencia global (p. 40).


Como se puede deducir, la privatización es la opción escogida por la mayoría de los Estados mientras que las empresas privadas han recurrido a las alianzas estratégicas.


Según afirma Roosen (1997), en Venezuela pudieron distinguirse dos tipos de procesos de privatización: a) Las privatizaciones de VIASA, CANTV y otras realizadas hasta 1996; y b) La privatización de la banca y las empresas de seguros.


En líneas generales este proceso de privatización no fue guiado por los ideales de racionalización del Estado, puesto que simplemente se basaron en la convicción de que las empresas estaban mal gerenciadas o que estaban atravesando un momento crítico que no podrían superar.


Se debe señalar que las empresas del Estado fueron vendidas a precios que estuvieron muy por debajo de su valor real y el gobierno venezolano no tomó en consideración otras ofertas que hubieran podido ser más beneficiosas para el país. El  proceso de privatización es beneficioso cuando se busca calidad gerencial y tecnológica, más que recursos económicos. En nuestro país no se advirtieron las posible consecuencias del proceso de privatización como eventuales pérdidas económicas por modificaciones de cláusulas contractuales, desempleo.


La privatización de las empresas básicas de Guayana, la eléctrica y las industrias petroquímicas estuvo orientada a la organización de desordenes administrativos de largos períodos de tiempo en Venezuela. La Electricidad de Caracas tuvo necesidades de capital para invertir que han excedido su capacidad para generar excedentes y, en consecuencia, ha abierto su capital a numerosos pequeños inversionistas. En el caso del Banco Provincial, antes de ser adquirido por el Grupo Santander su gerencia había llegado a ser totalmente profesional, pero los grupos de accionistas mantenían el control de la empresa con una posición minoritaria pero dominante y esto condujo a que se implementaran políticas que repercutían negativamente a los intereses de la empresa.


En la opinión de Roosen (1997:41) la privatización de las empresas no debía culminar con la venta de su activo o con el traspaso de la gestión administrativa porque era necesario considerar otros aspectos que eran igualmente importantes como los siguientes:   

1. Que el Estado garantice la estabilidad jurídica y económica que requería toda gestión empresarial.

2. Es necesaria la aceptación por parte de todos los estamentos políticos del hecho de que la mayoría de los activos requerirán una transformación profunda de su componente de mano de obra, lo cual se justifica para el  aumento de la eficiencia y de la productividad.

3. Por último, los inversionistas que desearen participar en el mercado venezolano deben actuar siempre como si las reglas del juego no estuvieran escritas, los principios contractuales deben ir madurando en la medida en que se va desarrollando la gestión empresarial.

Para algunos analistas no tenía sentido un proceso de privatización improvisado, en el que no se ponderaban las condiciones objetivas y especificidades de la economía venezolana, su carácter monopólico y oligopólico, la carencia de un desarrollo institucional del Estado que regulare la competencia y la libre intervención de los agentes económicos y la carencia de bienes materiales para que se cumpla ese papel esencial de la economía de mercado. En resumen, el proceso de privatización debe estar orientado hacia el relanzamiento del aparato productivo y la redefinición del rol estratégico del Estado. 

En los procesos de privatización el Estado debe clarificar y consolidar su acción como regulador del servicio y procurar que el mismo se preste en las condiciones óptimas. En primera instancia el proceso de privatización es motivado e impulsado por los agentes más importantes de una sociedad (gobiernos, usuarios, grupos de opinión, inversionistas, etc.) cuando el servicio o empresa no está cumpliendo con las metas o niveles de desempeño esperados; en segunda instancia la inversión en tecnología constituye un elemento clave en el desarrollo de las empresas de servicios que pretendan ofrecer productos de calidad y precios competitivos a sus clientes y, finalmente, se presenta la posibilidad de convertir al ciudadano común y corriente en inversionista y eventualmente propietario de la empresa (Druker, citado por Esqueda, 1997).

En nuestro país, el Fondo de Inversiones de Venezuela por mandato legal es el  órgano del Ejecutivo Nacional responsable de la coordinación y ejecución de la política de privatización y reestructuración de entes y activos públicos, que se rige por su propia ley y por la Ley de Privatización.

En su artículo 1 la Ley de Privatización dispone la regulación del proceso derivado de la política de privatización de bienes o servicios del sector público, mediante la reestructuración de los entes con fines de privatización, incluyendo la modificación de marcos regulatorios, transferencias de acciones de propiedad del sector público al sector privado, concesión de servicios públicos y cualquier otro mecanismo que permita alcanzar los objetivos de esa política, así como diversos contratos o actos de cualquier naturaleza que impliquen la participación de particulares, quedando excluidas de la aplicación de este instrumento las enajenaciones que se realicen con motivo de la desincorporación de bienes nacionales.

La Ley de Privatización disponía que el procedimiento se realizaría en forma pública y que se garantizaría igualdad de oportunidades a quienes participaran en el  mismo. Al respecto se podrían establecer derechos preferentes a favor de los trabajadores, jubilados y pensionados del ente o servicio objeto del proceso de privatización, quienes podrían adquirir acciones o cuotas de participación en un porcentaje no mayor al 20%.

Un aspecto que es importante señalar en el proceso de privatización es el de la participación de los trabajadores en el capital accionario de las empresas privadas. Los porcentajes accionarios previstos en la Ley de Privatización se consideraban significativos para que los trabajadores participaran activamente en la gestión de la empresa en el logro de la eficiencia.

Las empresas privadas fueron adquiridas por grandes consorcios internacionales como General Telephone and Electronics (GTE) con AT&T, la Telefónica de España y el Banco Mercantil, adquirieron el control de CANTV; Iberia, con el Banco Provincial, el de VIASA; el Banco Santander el del Banco de Venezuela; Produvisa, el del Banco Consolidado y de igual manera ocurrió con la Corporación Venezolana de Guayana.

El proceso de privatización de CANTV, calificado como el más importante de la historia del país, estuvo marcado por fuertes discrepancias políticas y la ausencia de un debate sobre los dilemas que enfrenta una sociedad en su tránsito hacia la modernización. Sin embargo, a pesar de la opinión de los detractores del proceso se concretó para 1992.

En el caso de las empresas básicas como PDVSA y EDELCA, se consideraron como candidatas a abrir su capital al público, admitiéndose la posibilidad de vender un grupo minoritario de acciones.

La privatización de las empresas públicas perseguía en el ámbito macroeconómico, objetivos de saneamiento fiscal: las dificultades de las empresas estatales se traducían en pérdidas operativas recurrentes que generaban presiones hacia el crecimiento del déficit fiscal. La venta de los activos se traducía en cuantiosas entradas de recursos pero lo fundamental era darles un destino útil que no estuviere orientado al financiamiento del gasto corriente. Sin embargo, la privatización de las empresas públicas venezolanas subordinó objetivos microeconómicos (eficiencia y equidad), al objetivo de maximizar los ingresos fiscales provenientes de la venta de activos.

En la Ley de Privatización se contemplaba que los ingresos netos provenientes de la privatización de bienes, empresas o servicios propiedad de la República sería aportada al Fondo de Rescate de la Deuda Pública Externa e Interna y de pago de capital de esa deuda.

Estos ingresos prevén los beneficios, utilidades y rentas, deducidas las comisiones de gestión previstas en los contratos que pudieran suscribirse con las empresas a privatizar, los gastos aplicables a cada proceso, así como los que permitieran salvaguardar los valores patrimoniales y la cancelación de deudas pendientes con la República u otros entes, el porcentaje equivalente a la participación con el que se quede en cada empresa objeto del proceso de privatización.    


El proceso de privatización se llevó a cabo mediante las modalidades de transferencia de acciones, venta de activos, privatización de la gerencia o administración mediante concesiones o contratos de gestión que implicaren la participación de particulares, privatización de la construcción y operación inicial de infraestructura, apertura al capital privado mediante asociaciones estratégicas, liquidación de empresas y reestructuración con fines de privatización.

III-A-2-a. Sector telecomunicaciones:


En el área de las comunicaciones la entrada en escena de nuevas tecnologías y la privatización acelerada de las empresas estatales, fueron sido precedidas por un profundo proceso de depreciación de las empresas estatales de servicios como empresas competitivas en los mercados internacionales, lo que atrajo la inversión de corporaciones especializadas, que compraron muy por debajo de su valor la empresa o las concesiones y se encargaron de aumentar a altos costos los servicios.

Uno de los organismos estadales que ocupó un sitial importante en el proceso de privatización del sector de telecomunicaciones fue la Comisión Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL), inicialmente fue creada mediante el Decreto Nº 1.826 del 5 de septiembre de 1991 (Gaceta Oficial Nº 34.801 de fecha 18 de septiembre del mismo año); a la que se le atribuyó el carácter de servicio autónomo sin personalidad jurídica, y la jerarquía de una Dirección General del Ministerio de Transporte y Comunicaciones. La Ley comentada convirtió a la Comisión Nacional de Telecomunicaciones en un instituto autónomo, y la dotó de personalidad jurídica, patrimonio propio e independiente del Fisco Nacional y autonomía técnica, financiera, organizativa, normativa y administrativa, este organismo estaría adscrito administrativamente al Ministerio de Infraestructura y, de manera general, se le asignaron competencias para la regulación, planificación, promoción, desarrollo y protección de las telecomunicaciones en todo el territorio nacional.

Para los consumidores locales la apertura comercial del sector comunicaciones se dio a conocer por el encarecimiento de los servicios y la monopolización. El monopolio de los servicios comunicacionales, se ha tornado cada vez más cerrado. En este sentido explica Viña (1997): 
El Estado inscrito en el  proceso de liberalización comercial neoliberal reduce los márgenes regulatorios de los contenidos informativos, posibilitado la construcción referenciales sociocéntricos globales que afirmen los sistemas políticos y sociales de la interdependencia y la libertad comercial. En la actualidad el  dominio informativo global es ejercido por las poderosas corporaciones internacionales (p. 105).

En la privatización de CANTV, fue relevante la participación del Grupo Electricidad de Caracas que no sólo se encargaba de prestar el servicio público de electricidad al país y poco a poco fue diversificando sus negocios que van desde su incursión en el ámbito de las telecomunicaciones hasta un plan de internacionalización en el sector energético.


En 1998, se creó la Corporación EDC, con la finalidad de agrupar empresas distintas a las  que prestan el servicio público de electricidad. Las inversiones que ha realizado son variadas y van desde los sectores relacionados con los servicios públicos de energía eléctrica, agua, aprovisionamiento de gas, telecomunicaciones y negocios conexos en Venezuela y en el exterior. En 1991 la Corporación EDC incursionó en el  sector de las telecomunicaciones a través del Consorcio VenWorld Telecom. C.A, que adquirió un porcentaje mayoritario de la CANTV, pero las inversiones no se quedaron allí, porque esta Corporación agrupa a las organizaciones Telecomunicacionales de Caracas, Comunicaciones Móviles EDC y Rextel.   


Telecomunicaciones Caracas se propuso desarrollar el proyecto Orbcom - sistema de trasmisión de datos de manera bidireccional mediante la tecnología de satélites de órbita baja- en Venezuela, América del Sur y el Caribe; Comunicaciones Móviles EDC ofrecía sistemas de comunicaciones móviles terrestre por medio de servicios troncalizados, lo cual permite la trasmisión entre grupos de usuarios en forma compartida en el ámbito nacional y Rextel desarrolla nuevos proyectos de telecomunicaciones e investiga nuevas tecnologías que sean aplicables como oportunidades de negocios. 


En Venezuela, la CANTV ostenta el privilegio de ser la empresa de servicios con mejor imagen desde su privatización en 1991. A raíz del proceso de privatización en Mayo de 1996 se realizó un estudio a un grupo de usuarios del servicio de comunicaciones en la que se apreciaba la buena imagen del servicio ofrecido por la empresa frente a la población venezolana. Con relación a la conformación del capital de CANTV, antes del proceso de privatización se debe señalar que el 40% correspondía al Consorcio VEN-WORLD (Grupo Mercantil, GTE, Telefónica España y Electricidad de Caracas), el 49% al Estado Venezolano y el  11% a los trabajadores (activos, jubilados y ex - trabajadores) y para el año 1996 el Fondo de Inversiones de Venezuela puso a la venta el porcentaje que le correspondía al Estado.

En 1996 se profundizó la diversificación del capital cuando el Fondo de Inversiones de Venezuela puso en venta una buena porción del 49% de sus acciones, en un novedoso proceso que dejó en manos de un significativo número de venezolanos (a crédito) y extranjeros, buena parte de la propiedad de la empresa (Esqueda, 1997).

Sin embargo, el proceso de privatización de CANTV fue criticado por la sociedad venezolana. La sensibilidad social hacia las políticas comerciales y laborales de las corporaciones de la comunicación, en especial durante el proceso de privatización se puso de manifiesto dado que el ritmo de reducción de personal, la expansión en los servicios básicos y el aumento de las tarifas no se correspondía con las expectativas de la colectividad venezolana sobre los resultados del proceso de privatización.   En este orden de ideas expresa Viña (1997): 
Los receptores críticos de los servicios prestados por el Estado, ahora son los críticos de los servicios prestados por las corporaciones. La adquisición de servicios comunicacionales se realiza instada por una demanda individual o colectiva, que debe ser satisfecha en lapsos cónsonos con la necesidad y el tipo de servicio demandado. Por ello, las corporaciones no escapan de la presión de los receptores informativos para la mejora de la calidad y cantidad de los servicios prestados (p.109).


De allí que le correspondía a las nuevas corporaciones idear políticas de optimización de la calidad del servicio y disminución de costos a los fines de ajustarse a los intereses de la población venezolana. En este contexto, CONATEL inició en 1999 un proceso de fortalecimiento institucional orientado a asegurar una mayor eficiencia y capacidad técnica. En tal sentido, se han introducido cambios en su estructura organizacional, sus recursos humanos y su infraestructura técnica. Tal esfuerzo, aunado a las nuevas políticas implementadas por el Ejecutivo Nacional y con la futura promulgación de la nueva Ley de Telecomunicaciones están dirigidos a cambiar la concepción del organismo regulador de las telecomunicaciones en Venezuela y convertirlo en “un verdadero administrador del sector de las telecomunicaciones y, principalmente, de los recursos escasos” (CONATEL, 2002). 
Por otra parte, junto con la Superintendencia para la Promoción y Protección de la Libre Competencia (Pro-Competencia), CONATEL sería responsable de promover la inversión en el sector y resguardar la libre competencia, al tiempo que se constituirá en un árbitro efectivo de las controversias que se susciten entre operadores de telecomunicaciones. Asimismo, tiene atribuida la función de velar por la calidad de los servicios prestados en el país y elaborar los planes y políticas nacionales de telecomunicaciones.
La nueva Comisión Nacional de Telecomunicaciones, en suma, tiene atribuida la misión de crear las bases para permitir la prestación de más y mejores servicios de telecomunicaciones, a todos los niveles y en todo el territorio nacional, asegurando de tal forma el acceso universal a la información y la consolidación de una verdadera sociedad del conocimiento.
Pese a que en nuestro país las telecomunicaciones se presentan como una actividad económica libre para las personas, la Constitución y la Leyes establecen el marco regulatorio necesario para asegurar el interés del Estado en su prestación. Así, el Estado venezolano detenta los poderes de regulación, supervisión y control sobre la actividad pero no se reserva la prestación de los servicios de telecomunicaciones, alentando, por el contrario, la participación de los particulares en la prestación de los servicios de telecomunicaciones e interviniendo cuando se hace necesario para asegurar el acceso universal a la información. 
La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela ha otorgado al Poder Público Nacional la competencia sobre "el régimen del servicio de correo y de las telecomunicaciones, así como el régimen y la administración del espectro electromagnético". La Ley Orgánica de Telecomunicaciones, se encargará de desarrollar el precepto constitucional citado estableciendo un marco general que permita la regulación del sector de las telecomunicaciones. 
Es menester resaltar que desde el inicio de este proceso se han mantenido las inversiones en el área de telecomunicaciones. Según datos suministrados por CONATEL los ingresos operativos del sector superan los 3,6 millardos de dólares y se ha manejado un promedio entre 30 y 40 habilitaciones mensuales para la adquisición de acciones en el  sector. 


Según la información manejada por el Director de CONATEL la actividad económica en el sector de las telecomunicaciones ha reportado un crecimiento del 14%, el empleo de mano de obra aumentó y se incrementaron  nuevas inversiones que se concretarán en beneficios de la competencia a través del establecimiento de nuevas empresas, reducción de tarifas y mejoras en la calidad del servicio prestado.

III-A-2-b. Las industria ferrominera:


El proceso de privatización de la industria ferrominera estuvo marcado por el 

rendimiento de la Siderúrgica del Orinoco, que registró grandes pérdidas en 1997, consideradas como las más altas de la industria siderúrgica venezolana, porque superaron los 400 millones de dólares y la situación derivada de la caída de la demanda del mercado doméstico venezolano producto del aumento de las tasas de interés. Todo esto adicionado a la proliferación de las prácticas de dumpimg y comercio desleal.


Novegill y el Consorcio Amazonia, en su condición de nuevos propietarios de Sidor se encargaron de transformar la empresa con la implementación de un programa de inversión  que ascendía a 804 millones de dólares dentro de la empresa y adicionalmente colocarían 250 millones de dólares en una nueva planta que sería construida en sociedad con Ferrominera del Orinoco, filial de la Corporación Venezolana de Guayana.


El proceso de inversión de Sidor y su crecimiento se proyectaba hacia un fuerte aumento del empleo en la región, porque si bien era cierto que se produciría la desincorporación de la fuerza de trabajo que no cumplía con los requisitos de competitividad era fundamental nutrir la cantidad de trabajadores para cubrir la cantidad de horas hombre necesarias para llevar a cabo las metas productivas estipuladas.   

III. B.- Leyes sociales:

III-B-1.- Ley del Seguro Social:

El  13  de  Julio  de 1997, nace producto de varias discusiones en el Congreso 

la Ley Orgánica del Sistema de Seguridad Social Integral que viene a llenar un vacío existente en esta materia en Venezuela. 

En el artículo 1 de este instrumento legal se define la Seguridad Social Integral como el “conjunto orgánico, interrelacionado e interdependiente de regímenes de protección social, organizado en subsistemas, es un servicio publico de afiliación obligatoria  para cada trabajador y de carácter contributivo”.

    
En el momento de su promulgación nuestro país se encontraba bajo un régimen de transición entre la Ley del Seguro Social Obligatorio, el Seguro de Paro Forzoso, La Ley de Política Habitacional y el Sistema de Seguridad Social Integral dispuesto hasta el 31 de Diciembre de 1999, fecha en la cual quedara derogada la Ley del Seguro Social y sus reglamentos, y aparecerían las leyes especiales que regularían todos los subsistemas del Sistema de Seguridad Social Integral.

De acuerdo con lo previsto en la nueva Ley del Sistema Integral de Seguridad Social, este sistema se conformaría por los siguientes subsistemas que sin perjuicio de su autonomía, actuarían coordinadamente y que según la ley que rige esta materia en su articulo 3 son de obligatorio cumplimiento para todas las empresas publicas, privadas o mixtas salvo el régimen complementario del Subsistema de Salud que serían de afiliación voluntaria, estos subsistemas eran los siguientes:

1. Subsistema de pensiones;

2. Subsistema de salud;

3. Subsistema de Paro Forzoso y capacitación profesional;

4. Subsistema de Vivienda; y, 

5. Subsistema de recreación.

Estos subsistemas a su vez proponían:

1. Garantizar las prestaciones dinerarias y la atención medica integral a los afiliados y beneficiarios; 

2.  Garantizar la ampliación de la cobertura hasta lograr que toda la población acceda al sistema; 

3. Coordinar y ordenar los entes públicos, privados o mixtos prestadores del servicio; 

4. Racionalizar el funcionamiento de las instituciones prestatarias de servicios y programas de previsión; y, 

5.  Asegurar la rentabilidad y liquidez de los recursos.

El Subsistema de pensiones tendría por objeto la cobertura de las contingencias de invalidez, vejez, muerte, asistencia funeraria, nupcialidad y sobrevivencia. Este Subsistema era único y lo conforman dos regímenes: el de capitalización individual y el de solidaridad intergeneracional, en los cuales el participan, de acuerdo a sus ingresos, todos los contribuyentes. El Subsistema es mixto en su configuración, fuentes de financiamiento y administración.

Todos los afiliados contribuyentes tendrían derecho a una pensión mínima vital uniforme en los términos, modalidades y condiciones que determinare la Ley especial del Subsistema de Pensiones y la Ley de Homologación de las Pensiones del Seguro Social y de las Jubilaciones y Pensiones de la Administración Publica, al salario mínimo mensual (pensión mínima vital), si habiendo cotizado en este Subsistema, no hubiere acumulado lo suficiente para obtenerla. Esta pensión mínima vital sería garantizada por el Estado, si fuere necesario, con cargo a fondos públicos y por intermedio del régimen de solidaridad intergeneracional. 


Se crearían los Fondos de Capitalización Individual, con el objeto de otorgar a los afiliados una pensión cuya cuantía dependerá del monto acumulado de los aportes en la cuenta individual del afiliado y del producto que corresponda por el rendimiento de las inversiones realizadas. Se crearía igualmente el Fondo de Solidaridad Intergeneracional cuyo objeto es complementar hasta la pensión mínima vital, a quiénes habiendo contribuido en el Subsistema de Pensiones, el acumulado de su cuenta, no alcance el monto de aquella. El mismo será financiado por las cotizaciones de los trabajadores, de los empleadores y por los aportes del Ejecutivo nacional.

Con respecto al Subsistema de Salud, el mismo tendría por objeto garantizar a los afiliados el financiamiento y la seguridad de la prestación de los servicios de salud. Los beneficios que otorgara el Subsistema y sus condiciones serían igualmente determinadas por ley especial.

El Subsistema de Salud es único y lo conforman dos regímenes de carácter contributivo: el solidario, de afiliación obligatoria y el complementario de afiliación voluntaria. El beneficiario tiene derecho a la libre escogencia de los entes administradores de los fondos y de los prestadores del servicio de salud, los cuales podrán ser públicos, privados o mixtos, debiendo cumplir con las normas y requisitos que para su funcionamiento determine la ley Especial  del Subsistema.

En cuanto al Subsistema de Paro Forzoso y de Capacitación Profesional. Este Subsistema tiene por objeto la protección temporal del afiliado por la pérdida involuntaria del trabajo, mediante prestaciones en dinero, capacitación profesional, intermediación laboral y lo correspondiente a la permanencia en el Subsistema de salud.

Los requisitos y los términos para obtener los beneficios que otorga el Subsistema se determinaran en la correspondiente ley especial, y ella misma determinara la forma de distribuir las cotizaciones y aportes obligatorios.

Por su parte, el  Subsistema de Vivienda tendría por objeto generar las facilidades a los afiliados y beneficiarios para el acceso a una vivienda digna y adecuada, que disponga de los servicios urbanísticos básicos; además de estimular y apoyar la participación individual y comunitaria en la solución de los problemas habitacionales. Los requisitos para acceder a los beneficios que otorga el Subsistema y sus condiciones serían determinados en la Ley especial del Subsistema.


El Subsistema es único y lo conforman dos regímenes: el Ahorro Habitacional, integrado por el fondo de ahorro habitacional y el de los aportes del sector Publico integrado por los fondos de los aportes del sector privado.


Además de los recursos financieros para el funcionamiento del Subsistema, podrán aportarse otras fuentes de recursos distintas a los dos regímenes antes señalados, las cuales estarán sujetas a las condiciones establecidas en la ley especial del Subsistema.


El régimen del ahorro habitacional tiene por objeto procurar los recursos para generar las posibilidades de acceso a una vivienda, o la solución de sus problemas habitacionales a los afiliados del Subsistema. Dicho ahorro se constituiría con las contribuciones de los trabajadores y empleadores y los rendimientos que estos produzcan.


La administración del Régimen del Ahorro Habitacional estaría a cargo de instituciones autorizadas para tal fin, cuya gestión podrá ser publica, privada o mixta. El Fondo de Ahorro Habitacional sería propiedad de los afiliados, en proporción a sus cotizaciones y rendimientos de las inversiones realizadas. Su patrimonio es independiente y distinto al patrimonio de sus administradores.


El régimen de aportes del Sector Público, tiene por objeto financiar los programas de vivienda o de soluciones habitacionales y complementar el Fondo de ahorro habitacional para facilitar el acceso de los afiliados a los mismos, de acuerdo a los que establezca la Ley especial del Subsistema. El Fondo estaría constituido por los aportes del Estado y será independiente y distinto del patrimonio de sus administradores.


El Fondo de Aportes del Sector Público, tendría autonomía funcional y financiera y estar adscrito al Ministerio de Desarrollo Urbano, el cual, para su administración, deberá celebrar convenios bajo las figuras de fideicomisos o contratos de administración de recursos, con entes públicos, privados o mixtos; con suficiente infraestructura física, técnica, administrativa funcional y comprobada solvencia financiera.

El último Subsistema es el de Recreación, cuyo objeto sería el de promover e incentivar el desarrollo de programas de recreación, utilización del tiempo libre, descanso y turismo social para los afiliados y beneficiarios del Sistema de Seguridad Social Integral.

Dentro de los requisitos para acceder al mismo tenemos que los mismos serán establecidos por Ley Especial del Subsistema, igualmente establecerá las condiciones de los fondos, que acuerden constituir empleadores y trabajadores, los cuales estarán conformados con aportes públicos y privados.


Es de resaltar que planteaba la reestructuración del subsistema de salud previsto en la Ley del Sistema Integral de Seguridad Social. De acuerdo con lo pautado en el anteproyecto de Ley del Subsistema de Salud los hospitales y establecimientos de salud podrán obtener autonomía de gestión para el manejo de sus recursos humanos y financieros, previa autorización y convenio expreso con la Dirección de adscripción.


En los casos de inexistencia o deficiencia de los servicios en la red pública de salud se podrá disponer de la contratación  de establecimientos privados que se encargarán de brindar atención a la población sin ningún tipo de discriminación. También se pretende garantizar la prestación de los servicios de salud en caso de que se realicen acciones de fuerza que atenten contra la prestación del servicio.


En el proyecto de ley se pretende fortalecer la participación de la comunidad organizada en la formulación, planificación, ejecución y evaluación de políticas, planes y presupuestos de salud. Esto será posible con la creación de canales de participación de las organizaciones comunitarias en los distintos niveles.


Los programas y servicios de salud también deberán tener en cuenta las condiciones económicas, geográficas, sociales y culturales de las comunidades interesadas, al igual que disponer de métodos de prevención, prácticas de salud y medicamentos tradicionales especialmente los de las comunidades indígenas.


En cada hospital público o privado, funcionará una oficina de orientación y reclamos suficientemente promovida y de fácil acceso, destinada a atender y a procesar cualquier denuncia hecha por las personas  usuarias del establecimiento. Esas denuncias se presentarían por escrito, en forma especial.


Para el desarrollo de la política integral de salud, el Ministerio de Salud y Desarrollo Social coordinará la participación de las instituciones y organizaciones cuyas actividades tienen efectos en la salud de la población a través de la creación de espacios de diálogo y concertación.


El Consejo Intersectorial de Salud Nacional será integrado por el Ministro de Salud y Desarrollo Social, el Viceministro en competencia de salud, un representante de la Vicepresidencia de la República, representantes designados por los ministerios con competencia en las distintas materias, y el  Jefe de la Oficina con competencia en la organización intergubernamental del Ministerio de Sanidad y Desarrollo Social. En los Estados y Municipios se constituirán los Consejos Intersectoriales Estadales y Municipales de la Salud.


En el proyecto de ley se establece el Modelo de Atención Integral como la organización del trabajo en y desde la red de salud destinada a garantizar la real accesibilidad a los programas de salud ofrecidos sin pérdida alguna de oportunidades para la salud de cada persona o familia.


Se considera en este proyecto de Ley a la Educación para la Salud como prioridad del Estado y competencia del Sistema Público Nacional de Salud. Los medios de comunicación serán utilizados para la divulgación de  mensajes educativos para la población.


El Sistema Público Nacional de Salud tomará las medidas necesarias para la prevención de enfermedades, accidentes y discapacidades de cualquier naturaleza, desarrollando actividades de diagnóstico precoz, líneas de investigación y garantizar su tratamiento adecuado. Entre los factores que atentan contra la salud el proyecto regula la medicina anticipatoria, las inmunizaciones, los criterios médicos para la concesión de certificados de salud y su expedición, la restricción de publicidad en las vías de tránsito, la prevención de accidentes viales, la regulación de publicidad de bebidas alcohólicas y medidas de prevención de zoonosis. 


Para concluir, en este proyecto de ley se regulan los servicios de saneamiento ambiental que ejecutarán las acciones orientadas al logro, conservación y recuperación de las condiciones saludables del ambiente para preservar la salud del individuo y la colectividad (Alvaray, 2001, 4a).  


En desarrollo del contenido programático de la Ley de Seguridad Social Integral el Ejecutivo Nacional presentó el 11 de junio de 1998 al Congreso de la República el proyecto de Ley de Paro Forzoso y Capacitación Profesional, bajo la figura de un Fondo de Capitalización Colectiva. A pesar de ello no fue sino a través del mecanismo de la Ley Habilitante, que finalmente fue promulgado el 5 de noviembre de 1998.


El subsistema aprobado tendría como objeto, según los artículos 1 y 2 amparar temporalmente la contingencia de cesantía y la capacitación para la reinsersión laboral de trabajadores dependientes que hayan perdido involuntariamente su trabajo, en el sector público y privado. Se excluye en el artículo 3 a quienes hayan perdido voluntariamente su empleo o los que laboran por cuenta propia. El subsistema brindaría las siguientes prestaciones:

1. Prestación dineraria temporal.

2.  Asistencia médica a los afiliados y a sus familiares.

3. Capacitación para la reinsersión laboral.

4. Servicio de intermediación laboral (PROVEA, Octubre 1998 a Noviembre 1999, pp. 234-235). 

La prestación temporal del auxilio durante la cesantía sería por un periodo de tiempo de seis meses y ese carácter temporal tiene como finalidad incentivar al trabajador a la búsqueda de un nuevo empleo con rapidez y durante su desocupación se encargaría de capacitarse profesionalmente.


El artículo 7 dispone que la base de la cotización se haría mensualmente sobre el salario normal mensual y el porcentaje de cotización sería de 2.20% correspondiéndole al empleador pagar el  1.70% y al trabajador el  0.5%.


Los artículos 13, 14 y 15 definen la naturaleza del Fondo de Capitalización Colectiva, que como se había explicado anteriormente gozaría de autonomía funcional y estaría dirigido por el  Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social, que se encargaría de la recaudación y distribución de las cotizaciones de entes públicos, privados o mixtos para proceder a la cancelación de las prestaciones correspondientes. El  beneficiario debería recibir la prestación dentro de los 30 días posteriores a su cesantía porque de no ser así podrían demandar judicialmente el  incumplimiento de la Ley a través de los tribunales laborales, los de parroquia o los de municipio.


El Ejecutivo Nacional previó que este subsistema entraría en vigencia en los 180 días posteriores a la publicación en Gaceta Oficial, lo que nunca sucedió. El Gabinete Ejecutivo del Presidente Chávez anunció la pronta aprobación de un nuevo decreto sobre Paro Forzoso y Capacitación Profesional (PROVEA, 1999, p. 236).


Cumpliendo con lo establecido en la Ley del Sistema de Seguridad Social Integral, el 13 de abril de 1998, el Presidente Caldera presentó para su discusión en la Cámara de Diputados el proyecto de Ley del Subsistema de Vivienda y Política Habitacional, que corrió con igual suerte que el de Paro Forzoso y Capacitación Profesional, ya que al no ser aprobado por el Congreso fue incluido en la Ley Habilitante y aprobado el  4 de noviembre de 1998.


En el artículo 1 se define como objeto de la ley desarrollar los principios que en materia de vivienda se establecen a través de entes centralizados y descentralizados, dé continuidad a las acciones de los sectores públicos y privados a fin de satisfacer las necesidades de vivienda de la población.


El  artículo 5 establece que la asistencia habitacional será prestada de acuerdo con los ingresos de los beneficiarios que no deberían de exceder de 110 unidades tributarias, siendo objeto de protección especial las familias cuyo ingreso no superara las 55 unidades tributarias, incluyéndose las que no estuvieran afiliadas al Sistema de Seguridad Social.


El artículo 12 fijaba las pautas a los deudores como pago mensual una cantidad que no podría exceder del 30% del ingreso familiar y un plazo máximo de 30 años para cancelar la totalidad de la deuda.


En los artículos 18, 19 y 20 se establece el régimen del Fondo de Ahorro Habitacional constituido por los aportes obligatorios de los trabajadores del sector público y privado: el 1% del salario mensual de los trabajadores y el 2% por los patronos  en cuenta de ahorros a nombre del trabajador. Vale la pena resaltar que se permitía la inclusión de los trabajadores por cuenta propia que aportaren el  3% de sus ingresos mensuales. 


Sin embargo, el Sistema de Seguridad Social no se puso en marcha y hasta la presente fecha no se han aprobado las leyes que regulan su funcionamiento. Esta situación es grave si se tiene en cuenta que el Estado venezolano está en la obligación de presentar informes cada cinco años al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, cuya función es “evaluar la situación de los derechos previstos en el Pacto Internacional de los derechos Económicos, Sociales y Culturales... y hacer recomendaciones a los Estados para su mejor cumplimiento” (Ávila, 2001, A/6). La ratificación realizada por nuestro país de este Pacto Internacional lo compromete a informar a los organismos internacionales sobre las políticas económicas y sociales a seguir por el gobierno y de la última evaluación realizada se concluye que:

Venezuela carece de un adecuado sistema de monitoreo sobre los derechos económicos, sociales y culturales y que, como consecuencia de ello, es difícil rendir cuentas y es aún más difícil, diseñar y desarrollar planes de gobierno para superar la pobreza (Ávila, 2001, p. A/6).

Si los representantes gubernamentales no tienen definidas las directrices en materia económica y social, no se podrán adelantar los proyectos legislativos dirigidos a regular estas materias en el marco de la Constitución de 1999. 


Para 1999, la responsabilidad de la aprobación de las leyes de Seguridad Social le correspondería a la Asamblea Nacional, pero los proyectos de Ley presentados no han fueron objeto ni siquiera de la primera discusión. Según el diputado Rafael Ríos, el Sistema de Seguridad deberá sustentarse sobre lo público, solidario, colectivo y que permita el sostenimiento  de tipo intergeneracional.


Venezuela cuenta con una población joven y dentro de 20 años esto significará un problema por el incremento de la población mayor de 60 años de un 4% al 8% o el 9%. Se plantea la posibilidad de establecer pensiones mínimas, capitalización colectiva y la capitalización individual, que no es obligatoria siguiendo el patrón establecido por la legislación española.


Queda claro que en el marco de la Constitución de 1999 no es posible la participación de administradoras de fondos privados en el manejo de las pensiones y de todo el sistema de seguridad social. Según el Diputado Rafael Ríos la aprobación de la Ley de Seguridad Social no debe aprobarse apresuradamente porque de la misma derivarán las directrices hacia donde debe estar orientada la seguridad social y que contendrá los puntos de referencia específicos que van a determinar los subsistemas.


En el caso de la incorporación de trabajadores sujetos a regímenes especiales al sistema de seguridad social, se estima que esto será posible de manera progresiva que aproximadamente se establecería en un espacio de tiempo de 10 a 15 años.


La Ley de Seguridad Social no se ha aprobado porque la Comisión se radicalizó con respecto a la Ley de Pensiones con respecto a la creación de administradoras de pensiones como empresas públicas, privadas o mixtas; esto considerando la mala experiencia venezolana con respecto al manejo de las empresas públicas (Rojas, 2001, p.E). 

III-C- Leyes penales:


Los instrumentos legales promulgados para regular la criminalidad en Venezuela progresivamente se han tenido que ajustar a las pautas de la criminalidad globalizada a los fines de tratar de controlar las redes criminales organizadas presentes en las sociedades. En este sentido explica Garavini di Turno (1998):

El crimen es tan antiguo como la misma humanidad, sin embargo, la criminalidad globalizada, la interconexión de poderosas organizaciones criminales, en función de actividades concertadas y compartidas a nivel planetario, es un fenómeno novedoso y escalofriante. La Conferencia de las Naciones Unidas sobre la criminalidad organizada global estimó, en 1994, que el  comercio global en narcóticos se movilizaba alrededor de 500 millardos de dólares  por año, más que el gobierno mundial en hidrocarburos... el  narcotráfico es sólo la más lucrativa de las múltiples actividades criminales internacionales, entre las cuales podemos resaltar el tráfico de armas; el  tráfico de material nuclear; el contrabando de inmigrantes ilegales; el tráfico de mujeres y niños, para el  mercado mundial de prostitución; el tráfico de parte del cuerpo humano y el complejo sistema financiero alrededor del “lavado” de dinero, sin el cual todas estas actividades no podrían adquirir dimensiones globales (1-5).


En los últimos años las economías de muchos países han dependido y dependen de capitales provenientes de actividades de criminalidad organizada. Pareciera ser que el fenómeno de la criminalidad se ha adoptado fácilmente al ambiente globalizado, aprovechando eficientemente las oportunidades que le ofrecen las tecnologías modernas de la comunicación y el transporte. Las redes criminales se establecen en Estados donde el control es menos estricto y sus mercados se establecen en los países donde existe mayor capacidad adquisitiva.

 
Su fortalecimiento se debe a la ineficiencia de las policías estatales que han sido incapaces de organizarse para enfrentar la problemática y desmantelar estas redes organizadas. La integración y las reformas legislativas profundas constituyen los elementos fundamentales para la solución de la problemática de la criminalidad organizada.  

III-C-1.- Código Orgánico Procesal Penal:


A pesar de que la lucha contra la delincuencia es uno de los fines de la comunidad global, que cada vez es víctima de hechos delictivos producto de la criminalidad organizada, no puede realizarse al margen del respeto por los Derechos Humanos que ha sido otra de las tendencias del proceso de globalización.

En Venezuela, la entrada en vigencia del COPP estuvo marcada por los Convenios, Acuerdos y Tratados suscritos por la República en materia de Derechos Humanos. Su promulgación, a pesar de los que en sus inicios se oponían a la implementación en nuestro país del sistema inquisitivo, por considerarlo que no se ajustaba a nuestra tradición jurídica por provenir de países desarrollados permitiría, al fin, que el Estado  venezolano comenzara a sentar las bases de una política criminal coherente, basada en una estructura ordenada y sistemática del proceso penal. 

Este instrumento procesal constituye una recopilación de disposiciones de diversos ordenamientos jurídicos extranjeros, fundamentalmente de la Ordenanza Penal Alemana y el Código Procesal Penal de Costa Rica a la par de compartir instituciones análogas previstas en los proyectos de Código Procesal Penal de Paraguay y Chile (Vásquez, 1999, p. 37). 


La promulgación del COPP, fue producto de los procesos políticos de cambio iniciados por la COPRE y que se concretaron en 1998 con la reforma de una serie de instrumentos jurídicos garantizar el éxito de su aplicación, como era el caso de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Ley del Consejo de la Judicatura, la Ley de Carrera Judicial, la Ley Orgánica del Ministerio Público, la Ley de Policía de Investigaciones Penales, el  Código de Justicia Militar, la Ley para la Protección del Niño y el  Adolescente y la Ley sobre la Violencia contra la Mujer (Fernández, 1998, p. 5).    


Con la entrada en vigencia del COPP, se cambian las condiciones del sistema mixto-inquisitivo previstas en el Código de Enjuiciamiento Criminal con la creación de los Circuitos Judiciales Penales; la transformación de las competencias de los jueces de primera instancia que actuarán con funciones de control, juicio y ejecución de sentencia y con la incorporación de ciudadanos legos a la administración de justicia a través del escabinado. 

La entrada en vigencia del COPP significó la adecuación del sistema penal a los principios constitucionales e internacionales del Estado de Derecho, en el cual la persona humana y la sociedad son los sujetos de la acción del Estado. La nueva política criminal era una necesidad histórica que se identificaba en cambios de tipo estructural y funcional en la base misma de la codificación del Estado venezolano. 

El  COPP contiene en su texto unos principios y garantías procesales, en los que se plasman los fundamentos que orientan el nuevo  sistema procesal penal, a diferencia del Código de Enjuiciamiento Criminal que desde sus inicios ha carecido de una parte introductoria donde estén establecidos los principios generales del derecho procesal penal

En general, la tendencia de la técnica legislativa ha sido la de no contar con los basamentos que explican la naturaleza y fines del Estado, al establecer tales normas de procedimiento. Ello es consecuencia de un sistema inquisitivo que no establece garantías a quienes están bajo proceso.

Todo Estado Constitucional de Derecho exige que todas las políticas públicas y principalmente en el campo penal deben adaptarse al marco de garantías constitucionales de los derechos fundamentales. La tradición constitucional venezolana, ha sido consecuente con el reconocimiento y salvaguarda jurídica de los Derechos Humanos, a los que ha considerado anteriores y superiores al Estado, reconocidos como inalienables, imprescriptibles, innegociables, inviolables, al consagrarlos por vía del articulado y la firma y aprobación de Tratados Internacionales en la materia.

El COPP, constituiría un cambio de paradigma de indudable trascendencia que hará cambiar  la visión del mundo, las costumbres  y de los vicios surgidos a la sombra del secreto sumarial  y las instituciones del sistema inquisitivo mixto. 

Como un elemento fundamental de la reforma, queda establecido que todos los juicios sean realizados en forma oral y se desarrollen conforme a los principios de celeridad, concentración, inmediación, publicidad y de la libre apreciación. Entre los cambios que el nuevo sistema incorpora en materia penal se deben señalar:

1. La eliminación del secreto sumarial. De acuerdo con el Código de Enjuiciamiento Criminal las personas eran investigadas por un delito no conocían los alcances y bases de la acusación sino una vez que había sido dictado el auto de detención por un juez.

2. Las personas serán investigadas en libertad y podrán hacerse asistir por un abogado desde los inicios del procedimiento.

3. Con la entrada en vigencia del nuevo procedimiento a las policías penales sólo les corresponderá, bajo la conducción del Ministerio Público, recavar los elementos de prueba que permitirán a la Fiscalía decidir sobre la procedencia o no de la acusación.

4. El juez de juicio actuará totalmente desvinculado de las investigaciones preliminares.

5. De acuerdo con el  nuevo procedimiento, los juicios durarán menos tiempo.

6. Por la naturaleza del procedimiento los miembros del tribunal que comiencen a conocer de una causa serán los mismos que deban dictar la sentencia correspondiente.

7. Los juicios se desarrollarán en presencia del público.

8. Los ciudadanos participarán directamente dentro de la Administración de Justicia, incorporándose a través del escabinado.

9. No será necesario instruir el debate oral, en el  caso de que se haga uso de una medida alterna a la prosecución del proceso (acuerdo reparatorio, principio de oportunidad o suspensión condicional del proceso) (Oberto, 1998, pp. 16-17).

III-D.- Legislación Ambiental:   

La Constitución de 1961 no regulaba en forma clara la materia ambiental y la promulgación de la legislación que establecía las disposiciones concernientes a esta materia se realizó con fundamento a lo establecido en el artículo 50 que consagraba el  respeto de los derechos y garantías inherentes a la persona humana dado que en la legislación internacional se ha consagrado como derecho humano el hecho de vivir en un ambiente sano y apto para la vida. Así se ha expresado:

La referida Carta de 1961 no otorga importancia y significado a la cuestión ambiental, una relevancia que luego llegó a poseer, como ocurrió por ejemplo en la década de los años setenta; cuando por primera vez se habla en el  mundo de un Derecho del Hombre al Ambiente. En el año 1972, en la Conferencia de Estocolmo de las Naciones Unidas, reconoció expresamente, en un texto de carácter no obligatorio, la existencia del Derecho al Ambiente (Legis, 2001, p. 3). 


Como se puede apreciar, el Derecho al Ambiente aparece en el orden internacional y poco a poco se vislumbra como un derecho fundamental y por esta razón los Estados se ven obligados a darle cabida en sus legislaciones internas. 


Cabe señalar que durante los años 1989-1999, se promulgó un instrumento legal dirigido a regular la materia ambiental como es el caso de la Ley Penal del Ambiente, sancionada en 1992 y de la que fueron presentados varios proyectos. Esta ley fue aprobada por el Senado en dos discusiones en noviembre de 1991 y remitida a la Comisión del Ambiente de la Cámara de Diputados presidida por el Dr. José Martínez.


En  esta  ley  se  concibe  el  derecho  penal  como una  ciencia  preventiva   y 

sancionadora en última instancia, por esa razón tiene por objeto tipificar como delitos los hechos que violen las disposiciones relativas a la conservación, defensa y mejoramiento del ambiente, el establecimiento de las sanciones penales correspondientes y las medidas precautelativas, restitutivas y de reparación a las que hubiere lugar.
Realmente en nuestro país es reciente el interés de los estudiosos del Derecho, en incorporarse al movimiento interdisciplinario que da acceso al conocimiento de la compleja realidad ambiental. En este sentido destaca Saavedra (1992):

El problema aparece como preocupación mundial en el momento en que se enfrentan los defensores del desarrollo económico ilimitado de las naciones, a expensas del aprovechamiento sostenido de los  insumos primarios extraídos del sustrato natural, contra los precursores del movimiento ambientalista internacional, quienes advierten la degradación y agotamiento de los recursos naturales, junto al proceso de contaminación desencadenado en la atmósfera, aguas y suelos, con graves perjuicios para la humanidad, mediando en ello la representación oficial de los Estados, dispuestos a lograr la conciliación de los intereses en conflicto entre un desarrollo sostenible y la protección ambiental en cada país y en el planeta (p. 19).


Sin lugar a dudas, que el enfrentamiento entre los precursores del progreso económico y los defensores del medio ambiente ha obligado a los Estados a unificar criterios en lo concerniente a la protección de los recursos naturales en respeto de la calidad de vida de la humanidad. 


El deterioro ambiental a nivel mundial se corresponde con ciertas circunstancias:

1. La influencia del patrón de desarrollo adoptado por los países industrializados, con gran derroche de energía y materia en sus procesos productivos.

2. El  uso incontrolado de tecnologías  de alta agresividad sobre el ambiente.

3. El  crecimiento permanente e irregular distribución dela población mundial.

4. La inapropiada orientación de los sistemas educativos de la mayoría de las naciones, donde ha permanecido ausente la difusión de conocimiento sobre la dimensión ambiental, en función de una ética individual y colectiva.

5. La desproporcionada distribución de la riqueza obtenida de la explotación de los recursos naturales.

6. La injusta apropiación y utilización de los bienes de la naturaleza de titularidad común.

Venezuela, no podía estar al margen de la necesidad de disponer la punibilidad de los delitos ecológicos y estaba obligada a ajustar su política ambiental a través de una legislación de vanguardia que le permitiera castigar la perpetración de los delitos contra el medio ambiente.

Nuestro país no ha escapado a los grandes impactos ambientales del proceso de industrialización. La problemática ambiental es un fenómeno mundial y que de una u otra forma se encuentra latente en todas las naciones. El  incremento de la explotación petrolera y el aumento de la población dio lugar a la necesidad de implementar una legislación ambiental que sancionara los comportamientos de acción u omisión, intencionales o culposos dirigidos a poner en peligro el equilibrio ecológico.    


Se debe destacar que en la Ley Penal del Ambiente, dadas las características de las acciones u  omisiones a sancionar se considera aplicable el principio de “incriminación genérica” para la tipificación de los delitos culposos, encuadrado el principio de culpa penal, que pasa a ser en los delitos ambientales la regla general. Sin embargo:

En materia penal ambiental el comportamiento punible puede ser humano o empresarial, lo cual se considera excepcional en el Derecho Penal Venezolano, puesto que la tradición de las doctrinas europeas continentales, de las que proviene la venezolana, sólo admiten la sanción a personas naturales y Venezuela generó una ruptura de esta tradición, al establecer la Ley Penal del Ambiente en su artículo 3° que dichas personas jurídicas se sancionen penalmente (Martínez, 1999, p. 344). 


Por otra parte, los  bienes  jurídicamente  protegidos en la Ley Penal del Ambiente conforman los elementos esenciales del entorno natural y social. En efecto, la protección se hace extensiva al agua, el  medio lacustre, marino y costero; los suelos, la topografía y el  paisaje; la atmósfera y el  aire; la flora, la fauna y el impacto ambiental. 


En el Capítulo I de este instrumento legal se castiga la degradación, envenenamiento, contaminación y demás acciones o actividades capaces de causar daños a las aguas de los artículos 28 al 34, entre los cuales se deben mencionar:

1. El delito de vertido ilícito de materiales no biodegradables o agentes biológicos o bioquímicos.

2. El delito de alteración térmica de cuerpos de agua por verter en ellos aguas utilizadas para el  enfriamiento de maquinarias o plantas industriales.

3. El delito de cambios de flujo y sedimentación en los sistemas de control, las escorrentías y flujo de aguas o el  lecho natural de los ríos.

4. El delito de extracción  ilícita de materiales contraviniendo las normas técnicas vigentes y sin la autorización de la autoridad competente.

5. Delito de contaminación de aguas subterráneas o de las fuentes de aguas minerales.

6. Daños a las defensas de aguas por inutilización de diques u otras obras destinadas a su defensa común.

7. Delito de otorgamiento de permisos o autorizaciones ilícitos para la construcción de obras y desarrollo de actividades no permitidas.  


En el Capítulo III se hace mención de  la degradación, alteración, contaminación y demás acciones capaces de causar daños a los suelos regulados en los artículos 42 y 43.

1. El delito de actividades y objetos degradantes en los suelos y subsuelos.

2. El delito de degradación de suelos en primera clase para la producción y la cobertura vegetal.


La Ley Penal del Ambiente, en el Capítulo IV en los artículos 44 al 47 castiga la contaminación del aire, y así tipifica:

1. El delito de emisión de gases, agentes biológicos o bioquímicos capaces de envenenar o deteriorar la atmósfera. 

2. El delito de emisiones radiactivas que ocasionen graves daños a la salud pública o al ambiente.

3. El delito de contaminación por unidades de transporte terrestres, aéreo o marítimo.

4. El delito de degradación de la capa de ozono con motivo de actividades económicas.  

En líneas generales, se puede concluir que la Ley Penal del Ambiente consagra tipos penales novedosos en esta materia en armonía con lo establecido en los Tratados Internacionales suscritos por la República en materia ambiental.

Sin embargo, las innovaciones en materia ambiental no quedan limitadas a la promulgación de la Ley Penal del Ambiente porque la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en 1999 sienta una nueva base política en materia de medio ambiente y desarrollo, y así se destaca en el Preámbulo al establecer como un de sus principios fundamentales “el equilibrio ecológico y los bienes jurídicos ambientales como patrimonio común e irrenunciable de la humanidad”. Se declara así la aspiración de garantizar un desarrollo económico sustentable, en el  que el  uso de los recursos por parte de las generaciones actuales no comprometa el de las generaciones futuras. De hecho se dispuso en forma especial un Capítulo destinado a la consagración de las normas en materia de derechos ambientales. 
Capítulo IV:  Proceso Constituyente

IV-A- Aspectos  económicos y políticos del Proceso Constituyente:

Las razones del descontento general han sido objeto de numerosos intentos de explicación, donde las características particulares del sistema económico venezolano juegan un importante papel. El 18 de febrero de 1983 estalló la crisis del modelo económico, cuyos precedentes se habían aumentado la fuga de divisas. 

La cuenta corriente de la balanza de pagos entró en déficit, y el Ejecutivo suspendió la venta de divisas hasta el  establecimiento de un control de cambios diferenciales, lo que produjo una rápida y constante devaluación del bolívar y la pérdida de la esperanza de que la economía podía seguir sosteniéndose en importaciones pagadas con la renta petrolera. La quiebra del pacto distributivo implicaba la necesidad de que la población, y ya no únicamente el petróleo, sufragara los costos del Estado a través de los correspondientes ingresos fiscales. 

Además, el  problema no enraizaba únicamente en la situación venezolana: los bancos de los grandes países industrializados habían sido muy generosos en el  otorgamiento de grandes vías de financiamiento a los países en vías de desarrollo y, en particular, con la Venezuela saudí, y súbitamente se percataron de que la devolución de la  deuda iba a complicarse más delo que esperaban ambas partes, lo que puso a temblar el sistema monetario internacional. Se decía que la deuda alcanzaba los ochocientos mil millones de dólares, de los cuales cerca de la mitad correspondían a América Latina.


Había  llegado el  momento en  que el  compromiso no era económicamente sostenible y los gobiernos de la década se mostraron prisioneros del sistema de dependencia que habían propiciado durante años. De esta manera, las políticas ineficaces de los gobiernos para impedir esta manera, las políticas ineficaces de los gobiernos para impedir que la crisis afectara a aspectos esenciales de la vida de las mayorías, llevaron a sectores importantes a adoptar actitudes negativas con respecto al sistema político. Al disminuir  el   ingreso del petróleo, el  Estado se vio incapaz de asumir el  nivel de demanda de la sociedad que, por otra parte, aumentaba como  consecuencia lógica de la dependencia del Estado en la que había incurrido al tiempo que el Estado se veía obligado a cumplir con aquella gran variedad de cuestiones políticas y financieras en las que se había comprometido. 

Las clases medias venezolanas sufrieron  particularmente los perjuicios, y una parte importante de la población cayó en la marginalidad. Era el precio del olvido  de la economía venezolana por parte del Ejecutivo venezolano. Al mismo tiempo, el  deterioro de los partidos y el progresivo cese de su monopolio sobre la sociedad inauguraron una discusión más abierta y permanente sobre las actividades y el papel del Estado.

La población venezolana estaba descontenta con el panorama denigrante que le ofrecían los partidos políticos tradicionales a la conducción de las instituciones públicas. Los dirigentes políticos tradicionales neutralizaban toda posibilidad de divergencia en materia política y a pesar de que el ordenamiento jurídico vigente proscribía el comportamiento partidista por parte de los funcionarios públicos no había manera de contrarrestar el clientelismo político. Así lo destacan Viciano y Martínez (2000): 
Punto Fijo fijó las bases de un sistema partidocrático que fue útil para la transición que necesitaba Venezuela tras la caída de la dictadura,... pero lo que debería haber sido un instrumento de transición se extendió inaceptablemente en el  tiempo aun cuando el país necesitaba de una nueva relación Estado- sociedad, más madura, independientemente del quehacer impropio de los partidos políticos en una democracia avanzada. El reparto de la Administración Pública entre los militantes como resultado del funcionamiento clientelar de los partidos políticos implicaba dos consecuencias directas: el  dominio y control de la Administración pública por parte de los partidos políticos y el  debilitamiento de las instituciones políticas (p. 27). 


Como se puede apreciar, la partidocracia que en un principio era beneficiosa para el establecimiento de la democracia con el transcurrir del tiempo era un obstáculo para el surgimiento de las generaciones políticas de relevo, con nuevos proyectos y  esquemas políticos.


Se debe señalar que el segundo gobierno de Carlos de Carlos Andrés Pérez, que tantas expectativas había levantado significó el final del puntofijismo porque el  malestar social y falta de legitimidad dio lugar a que se perpetraran dos intentonas golpistas militares en 1992. La primera de ellas sería intentada por quien siete años después sería el Presidente de la República; a pesar de que las asonadas no tuvieron éxito sirvieron para alertar a los gobernantes del clima de descontento creciente de la sociedad venezolana.


Los antecedentes directos de la insurrección militar se encontraban en el  Movimiento Bolivariano Revolucionario (MBR -200), cuyo liderazgo descansaba en los Capitanes Jesús Ernesto Urdaneta, Felipe Acosta y Hugo Chávez Frías (Viciano y Martínez, 2000, p.67). Con la aparición de este movimiento es que surgen las bases ideológicas del denominado Bolivarianismo, como consigna política de los partidos de relevo.   


Los actores políticos del Proceso Constituyente dieron cabida a un pluralismo político que no se había visto en la historia política venezolana. Por primera vez los partidos de oposición constituían alianzas contra las élites políticas que se habían disputado el poder político en nuestro país y esa tendencia contó con el apoyo de la población.


Para finales de 1998 el grupo de partidos que apoyaba a Hugo Chávez Frías se presentó en una coalición que se denominó Polo Patriótico. Todos los partidos de izquierda se unieron para conformar esta alianza política, entre los que se encontraban:

a. Movimiento V República:


Los   fundamentos  ideológicos  de  esta  organización  política  se   apoyan 

fundamentalmente en los que inspiraban al MBR- 200, en su estructura se asemejaba bastante a los partidos tradicionales porque su Líder, Hugo Chávez Frías, designaba su directiva para asegurar el control del partido.

b. Patria Para Todos (PPT):


Esta organización surgió tras la división de la Causa R, se debe señalar que en el proceso de legitimación de poderes tuvo una importante participación. El   ejemplo de la heterogeneidad del Movimiento y de la diferencia ideológica la constituye el  hecho de que del seno del MBR-200 surgió el competidor de Chávez en las elecciones presidenciales de 2000 tras renunciar al proyecto Chavista, Francisco Arias Cárdenas, así como importantes apoyos a su candidatura de Arias, como la del ex comandante Yoel Acosta Chirinos, que llegó a ocupar el  cargo de director  ejecutivo nacional del MVR. 

c. Proyecto Venezuela:


Los abanderados independientes de la derecha venezolana se organizaron en torno a Proyecto Venezuela. Esta organización política se distinguía del MVR, aunque coincidían en las peculiares características del liderazgo y el  correspondiente hecho de que ambas organizaciones aparecían en la escena política venezolana con el objetivo de conseguir que su líder lograra la Presidencia de la República.

c. Irene:


Este  movimiento  surge  para  apoyar  la  candidatura de Irene Sáez, que en

 sus inicios se perfilaba como la favorita para la Presidencia de la República. Aunque Sáez empezó fuerte en las primeras encuestas, la intención de voto hacia Irene descendió a medida que se acercaban los comicios al identificarse con Luis Herrera Campings.


Los últimos días con previos a la realización de las elecciones presidenciales despertaron la desesperación de los partidos tradicionales que sufrían las consecuencias del bipartidismo, por no lograr visualizar anticipadamente su derrota. La opción de Salas Romer se impuso progresivamente. Cada partido comenzó  la campaña con sus candidatos, pero terminarían apoyando todos a un mismo candidato, Salas Romer, en un desesperado intento de coartar la victoria de Hugo Chávez.

Se debe señalar que las pugnas políticas internas en el Movimiento V República condujeron a que Francisco Arias Cárdenas decidiera lanzar su propia candidatura presidencial, ocasionándose una de las primeras divisiones del partido. A pesar de que no ocupó una posición importante en la oposición, el programa de gobierno se presentaba en lo que denominó “Cinco grandes desafíos: cinco grandes revoluciones más allá de las palabras”, se componía de los siguientes aspectos:

a. La Revolución Social: un compromiso de todos para combatir la pobreza y la inseguridad:


En esta materia el candidato presidencial planteaba la posibilidad de aplicar un conjunto de políticas orientadas a lograr la integración y participación de la sociedad en un proyecto centrado en mejorar el nivel y calidad de vida de la población. Esto sería posible si se tomaran en consideración las siguientes premisas:

1. La necesidad de establecer una alianza entre el sector público, la sociedad civil y el  sector privado.

2. El fortalecimiento de la capacidad reguladora del sector público en los servicios, tanto en el gobierno central como de los entes descentralizados y aquellas actividades transferidas al sector privado y a organizaciones de la sociedad civil.

3. El objeto de estimular y consolidar una cultura de responsabilidad social con el  apoyo del sector empresarial y de la sociedad civil.

4. La ejecución de las políticas públicas en áreas de educación, cultura y deportes, salud, vivienda y programas sociales serían transferidas a los gobiernos regionales y locales.

5. Mejorar la prestación de los servicios públicos a través de la promoción de modelos innovadores de gestión.

6. Redefinir las competencias de los órganos de seguridad.

b. La Revolución Económica: Confianza, estabilidad, crecimiento económico y empleo:


 Para  reactivar  el  aparato  productivo  venezolano se requiere restablecer los 

equilibrios macroeconómicos, pero al mismo tiempo es importante promover incentivos microeconómicos para alcanzar a través de ellos altos niveles de inversión privada, crecimiento económico y nuevos empleos. Las medidas a seguir se podían resumir en:

1. Apertura de nuevos espacios económicos e incentivos impositivos para la inversión privada.

2. Estímulos al ahorro por parte de los venezolanos, incluyendo la puesta en marcha de un sistema de fondos de pensiones.

3. Política comercial dirigida a la integración con otras economías latinoamericanas y del mundo y promoción de la competencia de los mercados internos.

4. Simplificación de los procedimientos de registro y control gubernamental y reducción de costos para instalar nuevas empresas y operar en Venezuela.

5. Reorganización y modernización del INCE como un sistema de adiestramiento de mano de obra calificada.

6. Recuperación y ampliación de la infraestructura pública y en particular de los sectores agrícola y turístico del país.

7. Creación o actualización de marcos regulatorios que estimulen el desarrollo del sector petroquímico, gas, minero, eléctrico, agua y telecomunicaciones con activa participación del capital privado nacional y extranjero.

8. Consolidar el proceso de modernización de los entes encargados de la supervisión del sistema financiero y del mercado de capitales.

En materia de política cambiaria estaría orientada en la estabilidad de la moneda para lo cual se procuraría un sistema de flotación administrada por el Banco Central de Venezuela sin que ello implicare una volatibilidad excesiva del tipo de cambio ni que los niveles de sobre evaluación afectaren la producción nacional y se profundizare el  desempleo.

Sobre la política de comercio exterior, en su primera etapa se enfatizaría la exportación de productos hacia el área andina, países del MERCOSUR y Centroamérica y en una etapa posterior se ampliaría la oferta exportable hacia países más avanzados.

Con respecto al manejo de la industria petrolera, se potenciaría la manufactura y la refinación de los hidrocarburos con la participación de capitales privados nacionales y extranjeros.

c. La Revolución Descentralizadora para el  desarrollo sustentable:


Para Francisco Arias Cárdenas, la descentralización es un mecanismo agilizador de los procesos de toma y ejecución de decisiones y garante de acciones conducentes a incrementar los niveles de eficiencia del Estado en su conjunto, porque es un reparto más equilibrado de las responsabilidades públicas.


La descentralización en lugar de catalogarse como un riesgo que pone en peligro la integridad de la nación venezolana es más bien un camino práctico para resolver problemas como los servicios colapsados, obras inconclusas y proyectos que no se han ejecutado.


El desarrollo sustentable vincula las necesidades de sostenibilidad ambiental del desarrollo con las de ordenación del territorio, la recuperación de los recursos naturales y la educación ambiental.

d. Una imagen confiable para Venezuela:


Para este candidato presidencial las relaciones exteriores son el instrumento estratégico por excelencia para un gobierno consciente de la necesidad de insertarse en el escenario global propio del mundo moderno, participando así en todas las innovaciones políticas, económicas y tecnológicas. La política exterior estaría guiada por los siguientes propósitos:

1. Reconducir las relaciones exteriores hacia grandes lineamientos de una política de Estado basada en la democracia como sistema de gobierno, el respeto a los derechos humanos y el respeto de la integridad territorial de los Estados.

2. Propiciar la cooperación internacional política, económica, tecno-científica, ambiental y  cultural.

3. Privilegiar e impulsar los procesos de integración, como factor fundamental de los mecanismos de intercambio regional y mundial.

4. Insertar la economía en los procesos de globalización de manera competitiva y concertada.

5. Estimular la inversión extranjera directa como estratégica para el desarrollo, mediante mecanismos de previsibilidad y predictibilidad.

e. La Revolución Modernizadora:


El Estado deberá ser un ente coordinador, diseñador y regulador de las políticas públicas y de la acción de la sociedad civil y cada vez menor operador directo de servicios y no debe seguir usurpando las funciones propias de la sociedad civil. En este sentido se propondría:

1. Fortalecer al Estado y a toda la Administración Pública nacional, regional y municipal a fin de garantizarle a la sociedad una mayor eficacia y transparencia de los organismos y políticas públicas en todos sus niveles, dotándolos de una mayor capacidad para resolver problemas que la aquejan.

2. Cambio en el estilo de gestión orientado a superar la cultura clientelar, paternalista, centralista e intervensionista.

Para llevar a cabo estos objetivos se consideraba fundamental reactivar el  proceso de descentralización y fortalecer las relaciones entre el Estado y la sociedad civil.   

Sin embargo, los venezolanos no se dejaron llevar por los proyectos políticos de los candidatos de la oposición y concentraron su apoyo en Hugo Chávez Frías, quien gozaba de una amplia simpatía por parte de los sectores más desposeídos. Sin lugar a dudas que la consigna de la lucha contra la corrupción y de la relegitimación de las instituciones le significó ganar la Presidencia de la República. El proceso constituyente surge en Venezuela, con consecuencia de la aguda crisis política y económica del país. La Constituyente se convertía en la alternativa para refundar la República y la relegitimación de los poderes públicos. Así lo explican Viciano y Martínez (2001):

...la llegada de Hugo Chávez Frías a la Presidencia de la República había sido impulsada por un programa que prometía liquidar la corrupción que desde Punto Fijo protagonizaba la vida pública venezolana. Todos los partidos del Polo Patriótico asumieron tanto los objetivos de cambio como el  medio, esto es, el proceso constituyente (p. 121).

Según el candidato presidencial Hugo Chávez Frías las potencialidades de la población venezolana se encontraban obstaculizadas por la trama de intereses imperantes en sectores privilegiados de la población y por el agotamiento del modelo político. El puntofijismo había conducido al colapso del Estado, al empobrecimiento de la población y al descrédito político.

La única forma de sacar a Venezuela de la situación crítica en que se hallaba, era preciso transformar el marco institucional dentro del cual los diferentes actores políticos, económicos y sociales se desenvolvían y tomaban sus decisiones; marco institucional que se había caracterizado por el dominio de las cúpulas de los partidos políticos tradicionales que, a su vez, controlan los  diferentes poderes del Estado.

Un  Estado que defina soluciones y dé respuestas adecuadas a las condiciones del sistema económico  internacional, por una parte, concentra riquezas y por la otra, produce una gran exclusión social. 

Sólo sobre el  nuevo  marco institucional, jurídico, político y económico, podremos adelantar los planes de reordenamiento del país.

Venezuela necesita una revolución democrática para revertir  las deformaciones que se han producido en su sistema político condición previa para lograr el  establecimiento de los principios de justicia y libertad a que toda sociedad aspira.

El Proceso Constituyente es una revolución democrática porque desencadena la transformación profunda de la sociedad venezolana, basándose en la voluntad popular, al ejercer ésta su soberanía.

Los alegatos para defender el proceso constituyente en nuestro país se apoyaban en el grado de descomposición de las instituciones, que hace que surja del pueblo una fuerza legítima indetenible, capaz de impulsar la transformación de ese marco institucional, pues sólo sobre el nuevo  marco institucional, jurídico, político y económico, se podría adelantar los planes de reordenamiento del país.

El Proceso Constituyente era una revolución democrática porque desencadena la transformación profunda de la sociedad venezolana, basándose en la voluntad popular, al ejercer ésta su soberanía. Reconocida esta posibilidad de relegitimar las instituciones en el  orden jurídico venezolano se convocaría la Asamblea Nacional Constituyente mediante una consulta popular en forma de referéndum amplio y democrático. 

La denominada revolución pacífica pasa por un Proceso Constituyente el  cual consta de varias fases: 1) Activación del proceso; 2) Fase contractual: 3)  Fase Convocatoria de la Asamblea Nacional Constituyente: 4) Fase Asamblearia; 5) Fase Ejecutiva (aplicación de la nueva Constitución Nacional).

El sistema electoral para elegir a los integrantes de la Asamblea Nacional  Constituyente sería nominal, combinado con fórmulas que permitan la representación de las minorías y el mismo debería garantizar la representación de todos los sectores de la vida  nacional.

Se debe resaltar que no podrían ser elegidos como constituyentes: el  Presidente de la República, los Ministros, las autoridades constituidas, los integrantes del Consejo Nacional Electoral ni los presidentes de los institutos autónomos y empresas del Estado. Los constituyentes gozarían de inmunidad desde la fecha de su proclamación hasta sesenta días después de concluido su mandato o de la renuncia al mismo. La nueva Constitución de la República una vez aprobada  por la Asamblea  Nacional  Constituyente, será sometida a  la consulta popular  mediante referéndum.

Mientras no entrara en vigencia la nueva Constitución de la República, regirá la existente. La Asamblea Nacional Constituyente, podía disolver el Congreso reordenar el  Poder  Judicial. Después de la Fase Asamblearia, todos los poderes públicos, incluyendo la Presidencia de la República, deberán adecuándose al nuevo marco constitucional.

Se debe advertir que el Proceso Constituyente se mostraba como la respuesta adecuada a las condiciones del sistema económico internacional, caracterizado por un fenómeno de transnacionalización y de competencia sobre la base del dominio tecnológico que por una parte, concentra riquezas y  por la otra, produce una gran exclusión social. Se necesitaba de un nuevo Estado que nos permitiera insertarnos al proceso de globalización afirmando nuestra identidad nacional y garantizando niveles adecuados de calidad de vida a la población.

Con el fin de convocar el referéndum para la convocatoria de la Asamblea Nacional Constituyente, el Presidente de la República promulgó el  Decreto n° 3 de febrero de 1999, publicado en la Gaceta Oficial del mismo día, para que el  pueblo se pronuncie sobre la convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente.


En la Exposición de Motivos del Decreto se afirmó que “el sistema político venezolano está en crisis y las instituciones han sufrido un acelerado proceso de deslegitimación”, por lo que el  pueblo sólo puede encontrar un cauce democrático de cambio a través de la convocatoria del poder originario constituyente.

     Según el  Decreto, el votante debería contestar con un “sí” o un “no” a dos preguntas, planteadas de la siguiente forma:

1. “¿Convoca usted una Asamblea Nacional Constituyente con el propósito de  transformar el Estado y crear un nuevo ordenamiento jurídico que permita el  funcionamiento efectivo de una democracia social y participativa?”.
2. “¿Autoriza usted al Presidente de la República para que mediante un Acto de Gobierno fije, oída la opinión de los sectores políticos, sociales y económicos, las bases del proceso comicial en el  cual se elegirán los integrantes de la Asamblea Nacional Constituyente?”.
La Asamblea Constituyente fue convocada al margen de las disposiciones de la Constitución de 1961 pero la convocatoria se realizó con fundamento a principios democráticos. Las soluciones atribuidas por el actual Tribunal Supremo de Justicia permitían la actuación de dos poderes: el constituyente y el constituido. Viciano y Martínez (2000:125) comentando el contenido de la sentencia de la Sala Político-Administrativa, de fecha 19 de enero de 1999 han expresado: 

La sentencia de la Sala Político-Administrativa de la Corte Suprema de Justicia de 19 de enero de 1999, cuyo ponente fue Humberto J. La Roche, se consagró como un importante respaldo al proceso constituyente. No obstante, en aquellas que le sucedieron el  parecer de la Corte cambió y sólo en el  mes de octubre, ya funcionando la Asamblea Nacional Constituyente, el Tribunal regresó  a sus primeros postulados.

La Asamblea Nacional Constituyente proclamó su carácter originario, desde un principio y en varias ocasiones. El convencimiento de su potestad originaria la llevó a obviar las interpretaciones jurídicas de los defensores del sistema y algunas de las decisiones de la Corte Suprema.

El  propio Estatuto de Funcionamiento de la Asamblea no quiso dejar resquicio a la duda y proclamó su naturaleza originaria en el articulado.

El poder originario suponía la subordinación de todos los poderes públicos a la Asamblea, por lo que el mantenimiento de las normas preexistentes será válido sólo en tanto no contradijeran los actos derivados de la Asamblea; así constaba expresamente de la Asamblea.

De hecho, la Asamblea no tardó en dejar clara esta supremacía, enfrentándose directamente con el legislativo, dominado por los partidos del sistema. De acuerdo con la decisión del Tribunal Supremo de Justicia que le atribuía carácter originario, el 18 de agosto de 1999 hizo público uno de sus actos legislativos más conocidos, el Decreto de Reorganización del Poder Judicial y del Sistema Penitenciario, que creaba la Comisión de Judicatura, institución acusada de haber protegido la corrupción judicial. 

El 25 de agosto la Asamblea decretaba las nuevas funciones del Parlamento, disminuidas sustancialmente tras el enfrentamiento con la institución, y al día siguiente emitía el  decreto de suspensión de la convocatoria de los comicios para elegir alcaldes, concejales y miembros de las juntas parroquiales.

El Anteproyecto de Constitución, elaborado por la Comisión Constitucional, fue presentado el 12 de octubre al Pleno de la Asamblea, pero éste resultó más una amalgama de los artículos resultantes de las diferentes comisiones que un verdadero texto integrado, de allí que el primer documento superaba los seiscientos artículos.

La primera discusión del Anteproyecto se desarrolló durante tres semanas, del 19 de octubre al 9 de noviembre. La segunda discusión, mucho más rápida por cuanto se realizaron todos los esfuerzos para tener preparado el  proyecto dela Constitución antes de que terminaran el  año, sólo se centró en algunos puntos donde existían serias discrepancias en el  seno de la mayoría de la Asamblea, y se desarrollo en apenas unos días. La aprobación y firma del proyecto de Constitución por los constituyentes se realizó el  19 de noviembre, el  mismo día que se entregó el  documento a la directiva del Consejo Nacional Electoral, que debía proceder a preparar el referéndum del 15 de diciembre de ese mismo año.

La inauguración de los trabajos constituyentes se produjo  paralela a las funciones transitorias y de reorganización de los poderes públicos que la Asamblea, en su carácter de  originaria, se había dotado. El 12 de agosto, como se ha señalado, la Asamblea Nacional Constituyente, en razón de la emergencia existente antes de la instalación de la Asamblea, declaraba la reorganización de todos los órganos del Poder 
Público, que le otorgaba la posibilidad de decretar las medidas necesarias para enfrentar situaciones específicas de la reorganización.

El Decreto nombró  la Comisión de Emergencia  Judicial, cuya principal función fue la de proponer a la Asamblea las medidas necesarias en el proyecto de reorganización. La Comisión debía evaluar de inmediato el desempeño institucional  de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de la Judicatura órgano encargado de la organización y funcionamiento de los jueces y de las demás instituciones del sistema de justicia. Se dotó a la Comisión de la facultad de destituir a cualquier funcionario afecto a la administración de justicia que obstaculizara la actividad de la Comisión o incumpliera sus instrucciones. El  Decreto ordenaba la suspensión inmediata de los funcionarios con expediente abiertos por corrupción, así como la destitución de jueces por retardo judicial inexcusable. También preveía la forma en que  debía suplirse a los jueces suspendidos o destituidos, además de los concursos públicos de oposición para el nombramiento de nuevos jueces. La emergencia judicial se mantendría en vigor hasta la sanción de la nueva Constitución.


Lo cierto es que el Decreto de Emergencia Judicial no sólo  afectó de lleno a la yugular de la institución que durante décadas había sido el mayor la corrupción y que, por ello, había quedado totalmente deslegitimada ante la sociedad venezolana, sino que el  resto de poderes constituidos se enfrentaron de lleno a la Asamblea Nacional Constituyente, si cabe de forma más beligerante. El mismo día en que Cecilia Sosa, Presidenta de la Corte Suprema de Justicia, que se había mantenido en el  cargo cuando su periodo había vencido meses atrás, anunciaba su dimisión, la Comisión Delegada del Congreso  de la República, desafiando a la Asamblea Nacional Constituyente y obviando las conversaciones que entre ambas instituciones habían tenido lugar con el fin de trazar un acuerdo para la convivencia entre ambas instituciones, convocó una reunión extraordinaria del Congreso de la República para considerar, entre otros puntos, los actos que había Estado realizando el poder constituyente.

El 3 de agosto de 1999 tenía ligar en la Universidad Central de Venezuela la constitución dela Asamblea Nacional Constituyente, donde se tomó juramento a la  Junta Directiva, presidida por Luis Miquilena. Dos días después, el Presidente Chávez entregaba su proyecto de Constitución, cuyo marco filosófico, ideológico estaba formado, según su autor, por el  bolivarianismo, y se proclamaba en contra del fin de las ideologías y del pensamiento único. En su discurso de presentación, el  Presidente señaló algunos  rasgos generales de la Constitución que presentaba, cuyos  fundamentos formarían parte de la idea bolivariana: la nueva Carta Magna debería hacer frente al dogma neoliberal y reivindicar el papel intervensionista del Estado en la economía; establecer la democracia económica frente a la acumulación de la riqueza en manos de pocos; disponer de un catálogo integral de derechos completado con los correspondientes deberes; proteger los destinos del país, de la injerencia extranjera; apostar por la paz y por la integración en las áreas latinoamericana y caribeña; crear las condiciones  para conseguir una democracia participativa, etc.

La Constitución que en los actuales momentos rige los destinos de Venezuela se promulgó en un momento histórico sin precedentes en los anales de la historia política del país, es de resaltar que en nuestro país los intereses políticos tuvieron que manejarse por el Tribunal Supremo de Justicia para dar cabida al proceso constituyente y aceptar así su posibilidad jurídica. Así lo destaca Brewer (2000): “La Constitución de 1999... se ha dictado en un momento constituyente excepcional, por tanto, de crisis terminal del sistema político de Estado Centralizado de Partidos que se inició en 1945, y que marcó el cuarto de los grandes períodos constitucionales de nuestra historia” (p. 9).


Los acontecimientos electorales de 1998, pusieron de manifiesto la voluntad popular de cambio expresada democráticamente con la designación de Hugo Chávez Frías como Presidente de la República, quien amenazaba con desplazar el poder de los viejos partidos políticos, se debe resaltar que: “... el cambio, en este caso, a diferencia de otros tiempos, se expresó electoralmente y tuvo su inicio democrático que debemos exigir y velar porque se continúe” (Brewer, 2000, p. 19).


La evolución histórica de los textos constitucionales que han regido en Venezuela ha venido marcada por el esquema semicentralizado, pasando por la federalización del Estado, al Estado centralizado y autocrático que condujo al Estado democrático centralizado de partidos. Se debe destacar que la Constitución de 1999 “... es la primera que es producto de una Asamblea Nacional Constituyente electa democráticamente en medio de un proceso de cambio político radical que está experimentando el  sistema político” (Brewer, 2000, p. 14).   



Los poderes constituidos perdieron legitimidad porque los partidos políticos se reservaron en forma exclusiva la participación y representatividad en todos los niveles del Estado, que si bien era indispensable en el momento histórico en el que se instauraba el  régimen democrático no podía mantenerse a perpetuidad. Así lo expresa Brewer (2000): 

... al final de la década de los ochenta, la crisis del sistema estalló cuando el centro del poder político definitivamente se ubicó fuera del Gobierno y del aparato del Estado, en la cúpula del partido Acción Democrática que en ese momento dominaba el  Ejecutivo Nacional, el Congreso y todos los cuerpos deliberantes representativos; que había nombrado como Gobernadores de Estado incluso a sus secretarios regionales, y que designaba hasta los Presidentes de cada uno de los Consejos Municipales del país (p. 16).   


Como  se  deduce  de la opinión de este autor, la centralización del poder político

 significó la decadencia del régimen político instaurado a través de la Constitución de 1961, es evidente que la restringida de participación ciudadana fue el detonante de las 

crisis política venezolana.

El momento histórico exigía el fortalecimiento de la participación ciudadana con 

la finalidad de devolver la legitimidad perdida a los poderes públicos y en los partidos políticos. Todo el desprestigio institucional del aparato del Estado y de las organizaciones políticas y sociales; afectó gravemente la democracia, a la que se asociaba con la corrupción y con la ineficiencia. La vía democrática para la convocatoria a la Asamblea Constituyente era la única opción que tenían los venezolanos para producir los cambios políticos en la democracia instituida.


La Asamblea Constituyente se atribuyó un poder originario en virtud del cual tenían plenas facultades para limitar o decidir sobre la finalización o culminación de las actividades de las autoridades que conformaban el  Poder Público.


En el Preámbulo de la Constitución de la República de Venezuela se resalta la refundación de la República como fin supremo, lo cual según Brewer (2000) debe entenderse de la siguiente manera: 

... la refundación de la República..., busca establecer una sociedad democrática, es decir, una sociedad en la cual la democracia sea más que un sistema político, una forma de vida que no sólo configure las instituciones políticas sino también las sociales. Además, la sociedad que se busca consolidar debe ser “participativa”, de manera que la participación de la sociedad y del individuo en todo lo que le concierne sea la guía fundamental para la refundación de la República. También la sociedad debe ser “protagónica”, de manera que más que Estado lo que persigue es el protagonismo democrático de la sociedad civil y de los individuos, que lleguen a ser dueños y conductores de su destino. En el texto constitucional, sin embargo, lamentablemente se margina a la sociedad civil en relación con el Estado (p. 41).


En estas magníficas palabras de Brewer, se puede observar la importancia de la participación de la sociedad civil en la gestión de los asuntos públicos, por tratarse de un elemento fundamental. Indudablemente que la soberanía reside en el  pueblo y que por ende no es posible que se le prive de ella y se le desconozca su protagonismo político.

Además de la descentralización y de la revisión del régimen federativo de la distribución de poderes, se tomaron en cuenta en el proceso constituyente otras propuestas dirigidas a la reforma de la democracia venezolana, las cuales se corresponden también el proceso de globalización. Hernández (1998) en un reportaje para el “Diario de Caracas” cita las siguientes: 

1. La consagración del referéndum popular.

2. La incorporación de la figura del Vicepresidente.

3. El establecimiento de la doble vuelta de la elección presidencial.

4. El reconocimiento de los derechos y garantías previstos en los Tratados y Acuerdos Internacionales.

El 30 de diciembre de 1999 se publicó la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, la cual, según su disposición final única, entraba en vigor ese mismo día. Aunque la Constitución fue reimpresa tres meses después a causa, según el aviso oficial que acompañaba la nueva edición, de haberse incurrido en “errores de gramática, sintaxis y estilo” lo que, por otra parte, fue consecuencia directa de la rapidez en que se desarrolló el proceso constituyente, no cabe duda de que sus efectos como norma fundamental del ordenamiento jurídico venezolano se produjeron a partir de su primera publicación.

Como se ha afirmado, la Constitución de 1999 está claramente inspirada en su inmediata antecesora, la de 1961,desde el mismo Preámbulo, donde ambas invocan la protección de Dios y el ejemplo del Libertador. La influencia de la Constitución de 1961 es bien visible en las disposiciones fundamentales, la distribución de competencias, la nacionalidad, la concepción del Estado, la organización de los poderes, los derechos y libertades protegidos y sus garantías, incluso en la reforma constitucional. Por supuesto, hay diferencias entre las dos porque se consagraron aspectos innovadores relacionados con el proceso de globalización.
CONCLUSIONES

A.- Referencias de la Globalización:


El proceso de globalización es un fenómeno de antigua data a pesar de que en el mismo han intervenido en forma insustituible los medios de comunicación y el  auge de los procesos económicos mundiales.  Como consecuencia de este fenómeno los países desarrollados y los subdesarrollados han tenido que elaborar políticas dirigidas a incorporarse más eficazmente en el mercado mundial.


Los Estados y las organizaciones internacionales son protagonistas del mundo global. Esta presencia, cada vez más intensa de las organizaciones internacionales en la escena mundial y de la necesidad de que los Estados se integren a las mismas para elaborar las normas que conforman el orden jurídico internacional que constituye la legislación globalizante.   La expresión jurídica de este fenómeno se encuentra en la Conferencia Económica y Financiera de las Naciones Unidas que dio lugar a la creación del Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional y posteriormente con la adopción del Acuerdo General sobre Aranceles y Comercio (GATT), así como la carta de la Organización de las Naciones Unidas (ONU).


El fenómeno de la globalización de la economía mundial, se puede observar desde dos enfoques o perspectivas: el optimista que nos muestra los logros y los alcances del proceso de globalización como lo serían las ventajas competitivas de los Estados que se muestran receptivos al mismo, las cuales son indispensables para el  desarrollo económico de los países. Los defensores del proceso son los economistas catalogados generalmente de neoliberales, que califican la globalización como un verdadero y real impulso de a la democratización del capital con relación a los procesos de privatización y las propuestas de ajustes de los organismos multilaterales.


El paternalismo estatal debería llegar a su final en materia de seguridad social, en el manejo de empresas públicas para aliviar un poco la cargadle Estado. La mala administración del Estado, dicen que se enfoca como una dádiva que entorpece al creación  de verdaderos mecanismos que favorezcan la participación de la sociedad civil.  


La visión pesimista, señala que la globalización es un fenómeno inevitable que a pesar de que los Estados no quieran participar del mismo se ven arrastrados a las consecuencias negativas que acarrea a los países subdesarrollados. La confianza acrítica en el mercado libre, un principio central de la globalización ocasionaba grandes perjuicios a las economías nacionales que deben sujetar su funcionamiento a las directrices de organismos multilaterales.

B.- Las expresiones de globalización en Venezuela:


La globalización se pone de manifiesto a través de ciertas manifestaciones y en nuestro país, en el periodo de 1989-1999, se pueden señalar las siguientes:

1. La crisis del modelo rentista.

2. Los procesos de regionalización y descentralización.

3. El auge de los procesos de integración.

Con relación a las repercusiones del proceso de globalización en el modelo rentista venezolano, se debe señalar que en Venezuela, había mantenido un modelo económico que se sustentaba fundamentalmente en la monoproducción petrolera porque los recursos públicos casi en un 90%, pero las dificultades económicas de la década de los ochenta condujo al estallido de una crisis que no ha podido superarse.

Las razones que se pueden considerar como causantes de la difícil situación económica de los años 1989-1999, son el fracaso del modelo de sustitución de importaciones atribuible al poco auge de la industrialización y las políticas económicas impuestas a nuestro país por los organismos multilaterales.

La reelección de Carlos Andrés Pérez se mostraba como la salida más alentadora para la población venezolana acostumbrada a la nación saudita que percibía altos ingresos en dólares por concepto de las actividades del sector petrolero. En esa oportunidad la crisis económica hizo que el Presidente Pérez buscara orientar a Venezuela hacia la reforma estructural latinoamericana que recibió el nombre del Gran Viraje, que a pesar de no ser el único programa de ajuste fue el primero que se aplicó con estricta sujeción a las normas dictadas por el Fondo Monetario Internacional.

Para la expansión de la economía venezolana se consideró prudente devaluar el  signo monetario, reprimir el  mercado financiero y liberar los controles de precios.  La apertura de Venezuela al proceso de globalización trajo consecuencias negativas para la población que veía mermada su capacidad adquisitiva y era víctima del desempleo, porque el Fondo Monetario Internacional para aceptar el financiamiento solicitado por el Estado para cubrir el déficit fiscal imponía a nuestro país condiciones leoninas en perjuicio de la sociedad.

Para 1993 el Presidente de la República Dr. Rafael Caldera, inicia su gestión de gobierno con una política económica marcadamente distinta del paquete económico del ex -presidente Pérez y la misma se caracterizó por el establecimiento de acuerdos internacionales con organismos multilaterales de financiamiento, controlar el cambio del dólar y mantener el precio de la gasolina. Los resultados obtenidos en el campo económico no permitieron alcanzar los objetivos propuestos inicialmente y la inflación siguió incrementándose.

La Agenda Venezuela se propone posteriormente aumentar los precios de la gasolina, la creación del impuesto al consumo suntuario, el control del déficit fiscal a través de los límites en las remuneraciones de los trabajadores, la estabilidad del régimen cambiario, el aumento de las tasas de interés por encima de las tasas de inflación y poner en práctica programas de índole social como los subsidios familiares, al transporte, el impulso de la economía solidaria, financiamiento de medicamentos y aumento de las pensiones para los jubilados.

A diferencia del difícil clima político que le tocó vivir a Carlos Andrés Pérez por la implementación de las medidas económicas, Caldera en cierta forma contó con el  apoyo de la sociedad civil, especialmente del sector industrial y de los empresarios del país. No obstante nuestro país todavía se encontraba muy lejos de alcanzar la estabilidad política y económica. 

    Otro de los aspectos de interés era el de la descentralización y la regionalización, si bien es cierto que ambas tendencias se nos muestran como distantes del proceso de globalización, las mismas lo complementan y forman parte del mismo.

En materia de regionalización se debe señalar que la globalización hace que se desdibujen los conceptos de nacionalismo y de valores locales. Los medios de comunicación y la expansión de la economía mundial hacen que se estandarice el  consumo y se generalicen los usos, modas o prácticas que se hacen a nivel mundial. La economía local se ve duramente afectada por la economía globalizada que para sobrevivir ha tenido que enfrentarse a los enormes desafíos que imponen las oportunidades que ofrece el mundo global. Los gobiernos nacionales y, concretamente el venezolano se han visto en la obligación de acordar políticas para hacer más competitivas sus economías, pero al mismo tiempo las tendencias globalizadoras ha permitido revalorizar lo local.

Esa revalorización de las localidades, ha contribuido a que cada vez adquiera mayor importancia la descentralización.  Las localidades se ven obligadas a ofrecerle a su población mayores servicios y mejor calidad de vida y esto sólo es posible transfiriendo competencias a los entes locales.

La rapidez y la profundidad de los cambios, las expectativas de la gente, las necesidades de una alta interconexión en el  ámbito mundial exigía que se diera auge a la descentralización. En Venezuela, el proceso de descentralización no fue impulsado por los intereses de los partidos políticos de turno, pero se debe señalar que en la creación de la Comisión Presidencial para la Reforma del Estado (COPRE), vendrá a desempeñar un papel de especial importancia en la promulgación de las leyes que permitirán las transferencias del poder político y de gestión a las entidades estadales y municipales.

Con respecto al auge de los procesos de integración,  es menester decir que la globalización ha motivado la celebración de acuerdos internacionales con la finalidad de favorecer la liberalización del comercio. Venezuela, ha intervenido en esta iniciativa a nivel regional suscribiendo tratados y acuerdos con el resto de Latinoamérica.

El fomento de los acuerdos regionales en Venezuela y en América Latina se debe a la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), se integró a la ALADI, al Pacto Andino al Grupo de Río y el Grupo de los Tres. El proceso integracionista se fortaleció entre los años 1991 y 1995 y en la actualidad ha suscrito acuerdos con otros miembros de la Comunidad Andina, el Caribe y Centroamérica.

La constitución de bloques regionales tiene como finalidad eliminar las fronteras comerciales y establecer alianzas estratégicas que establezcan concesiones en materia aduanera en atención a los principios de solidaridad regional.

 C.- Los instrumentos jurídicos venezolanos y el proceso de globalización:


Con respecto a los instrumentos jurídicos de relevancia, promulgados como consecuencia del proceso de globalización se debe destacar: a) El marco jurídico de las asociaciones estratégicas en el sector petrolero y el de las privatizaciones, b) Las leyes sociales y, c) Las leyes penales.


Con relación a las asociaciones estratégicas en el sector petrolero vale la pena decir, que el proceso de globalización ha influido negativamente en el manejo de la industria petrolera en virtud de que durante los años 1989-1999, se inició un proceso de desvinculación por parte del Estado venezolano de esta industria dejando en manos de empresas trasnacionales una amplia participación en su explotación.


Para Venezuela, la industria petrolera ha sido la industria básica y la crisis económica que ha sufrido nuestro país condujo a que se perdiera su hegemonía. La Apertura Petrolera, es una de las formas en que Venezuela responde acríticamente a la globalización.


En materia de privatizaciones, se consideró que era única forma en que el  Estado venezolano podía abandonar el paternalismo que lo había llevado a la difícil crisis económica que atravesaba. La privatización se proponía elevar la competitividad de la empresa con inversionistas de experiencia, diversificar el capital y la participación de la población, proveer a la población de bienes y servicios que representan cuantiosas cantidades para el Estado y eliminar el clientelismo político.


La privatización de los sectores telecomunicaciones y de las empresas ferromineras se inició en el gobierno del Dr. Rafael Caldera, lo que trajo graves consecuencias para la población venezolana por el aumento de la tasa de desempleo que implicaba la transferencia de las empresas a los consorcios extranjeros y nacionales, el encarecimiento de los servicios públicos y la utilización de los recursos 

de las ventas para cubrir el déficit fiscal.


Con respecto a las leyes sociales se aprobó en el gobierno de Rafael Caldera la Ley Orgánica del Sistema de Seguridad Social Integral,  según la cual la seguridad social se dividiría en varios subsistemas: a) Subsistema de pensiones, b) Subsistema de salud, c) Subsistema de salud, d) Subsistema de vivienda y, e) Subsistema de recreación.


Estos subsistemas tenían como finalidad desarrollar los principios constitucionales en materia de seguridad social. Se debe señalar que Caldera se encargó de presentar al extinto Congreso Nacional los proyectos de ley para los subsistemas de pensiones, salud y vivienda, los cuales no fueron sancionados por el  Congreso y ante la paralización de las discusiones sobre la materia, se contemplaron en Decretos-Leyes los cuales fueron cuestionados porque la Constitución de 1961 sólo autorizaba recurrir a esta vía extraordinaria para adoptar medidas en materia económica o financiera. Para 1999, todavía nuestro país no había establecido un régimen de seguridad social, lo cual se ha considerado como violatorio de los derechos fundamentales.   


En el ámbito de las leyes penales,  la globalización, permitió la adaptación de la legislación venezolana a los tratados y acuerdos internacionales en materia de derechos humanos suscritos válidamente por la República. Es así como se promulga en 1998 el Código Orgánico Procesal Penal (COPP), que implanta en nuestro país el  sistema penal acusatorio para garantizar el respeto por los derechos y garantías de los ciudadanos. En el COPP,- como influencia del Código Procesal Penal Costarricense y las leyes procesales alemana y anglosajona- se disponen una serie de principios que desarrollan la noción de debido proceso y derecho a la defensa y para su aplicación se armoniza la legislación conexa. 


En relación con la legislación ambiental, en 1992 se promulga la Ley Penal del Ambiente, en la que se concibe el derecho penal como una ciencia antes que sancionadora de carácter preventivo en la que además de tipificarse los delitos contra el medio ambiente se disponen ciertas medidas cautelares o reparadoras. Pero, es importante acotar que la Constitución de 1999, entre las materias de avanzada que regula establece un Capítulo especial para la regulación de la materia ambiental con el propósito de que se proteja la calidad de vida.

D.- El proceso constituyente:  

A pesar de las iniciativas y de las propuestas legislativas Venezuela para 1999 vivía una situación crítica para lo cual era preciso transformar el marco institucional dentro del cual los diferentes actores políticos, económicos, y sociales se desenvuelven y toman sus decisiones.

 El marco institucional venezolano se ha caracterizado por el dominio de las cúpulas de los partidos políticos tradicionales que, a su vez, controlan los diferentes poderes del Estado en casi todos los ámbitos territoriales, tanto nacional, como regional y local. 

El proceso constituyente liderizado por Hugo Chávez Frías y por el nuevo movimiento partidista V República, surge con la finalidad de neutralizar el alto grado de concentración del poder, para poner fin a la generación de corruptelas, compadrazgos y clientelismo, que habían deteriorado el desarrollo democrático de la vida nacional.

El Poder Constituyente surge ante la descomposición de las instituciones políticas y jurídicas, nace entonces del propio seno del pueblo una fuerza legítima indetenible, capaz de impulsar la transformación de ese marco institucional. Le correspondería a la Asamblea Nacional Constituyente, ser la instancia político- jurídica que originará un nuevo marco institucional para la refundación de la República, la reestructuración del Estado  y el  establecimiento de un nuevo consenso político y social.
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